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Unificación del Proceso Civil
(EL PROCESO COMO NÚCLEO DE LAS LEYES CIVILES Y MERCANTILES)

Introducción

Uno de los más apasionantes temas de estudio jurídico es indudablemente el proceso civil, cuya naturaleza constituye la esencia del derecho privado y la razón misma de ser de los trámites que se siguen para dar a cada uno lo que es suyo o se le debe, según conceptos mismos del, actualmente vigente, Código de Procedimientos Civiles.

El tiempo que tiene de vigencia nuestro código de procedimientos civiles y la forma, ya obsoleta, con que regula algunas normas procesales, han provocado que se vengan produciendo algunas reformas, por ejemplo, la forma de tramitar las excepciones dilatorias, que otrora se ventilaban como verdaderos juicios sumarios y que a raíz de ciertas reformas pasaron a resolverse como artículos de previo y especial pronunciamiento, es decir, como cuestiones incidentales que son; otro ejemplo lo constituye el recientemente aclarado punto de la caducidad de la instancia. Sin embargo el momento actual exige algo más allá que una simple reforma y por ello se viene platicando sobre la posible promulgación de un moderno Código Procesal Civil, del cual solamente podemos contar con sus bases y su proyecto, que naturalmente se encuentra en estudio.

Son sustanciales los cambios que se verificarán en el marco de la entrada en vigencia del nuevo código procesal civil: minimización de los efectos dilatorios de ciertas instituciones procesales, que han provocado las maniobras más malintencionadas en los litigantes que han obrado de mala fe; eliminación de procesos innecesarios; brevedad del proceso; acortamiento de las diligencias pronunciadas por los jueces. En fin, un proceso que vaya acorde al momento histórico y a las necesidades de la sociedad.

Un Proceso compacto, breve, sencillo y sobre todo justo y apegado a las normas constitucionales del derecho.

Con todo esto, la proximidad o lejanía de la entrada en vigencia de esas nuevas tendencias, dependerá, indudablemente, de los estudiosos del derecho y de su entereza por abrirse a los cambios tan positivos que representarían un nuevo proceso civil.
Con todo, hay algo que no cambiará, por mucho que se modernicen las leyes y es el compromiso político que tienen muchos jueces que les impide resolver de manera justa y apegada a derecho; al igual que no se puede inculcar honradez en los juzgadores por mandato de ley.
Jueces justos se producirán de las nuevas generaciones, en la Universidad, donde se debe proyectar la probidad y la justicia como valores universales.

Sirva entonces, el presente trabajo para mostrar en forma sencilla, sobre todo a las nuevas generaciones de estudiantes de derecho, el proceso civil, sus trámites ordinarios y algunas cuestiones incidentales, que se utilizan a la fecha.

*A la fecha ya se ha aprobado el nuevo código de procedimientos civiles y mercantiles, por lo que ya es cuestión de tiempo (que transcurra la vacación de ley) para que entre en vigencia.*

Lic. Juan Ramón Araujo López
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1ª Parte

El Proceso Civil y sus Trámites Ordinarios en la Actualidad
Capítulo I

Actos Procesales

Se entiende por acto procesal a aquella manifestación de voluntad expresada en forma debida, oportuna y de acuerdo a la legislación, con un fin claro, que es, producir efectos jurídico-procesales y esos efectos jurídico-procesales pueden ir orientados a la creación, modificación, transferencia, transmisión o extinción de derechos y obligaciones.


Del anterior concepto deduzco que la existencia del “acto procesal”, aún y cuando la idea de un acto procesal nos lleve a una idea de carácter más genérica como es “el acto jurídico”, nos conduce, necesariamente, a un juicio, es decir, a actividad jurisdiccional, en tanto son aquellos que se dan dentro de un procedimiento, y además que cualquiera que interviene en un juicio, sea éste como parte o como tercero e incluso el mismo Juez, quien en este trabajo será considerado parte involucrada en la causa, ya que es quien conoce profundamente de los acontecimientos y tiene como misión la deducción de la verdad real y material, y para ello pronuncia una serie de providencias, y, que por venir de él, son conocidas como providencias judiciales, en esas providencias, otorga la razón jurídica a una de las partes, lógicamente en perjuicio de la otra, sin importar quien sea, actor o demandado. El Juez se pronuncia respecto a incidentes, respecto al impulso del proceso, y ese pronunciamiento lo hace en virtud del conocimiento directo que tiene de la causa, es por ello que consideraremos al Juez parte integra e imparcial dentro del proceso. 

A la clase de juicio a que me referiré en éste estudio es a aquella que tiene por objeto resolver litigios entre personas naturales que bien podrían considerarse “particulares en condiciones de iguales”, afectando los intereses de ellos. El Art. 1 Pr. Contempla lo que se debe entender por procedimientos civiles, al decir:

“Los tramites que se siguen para dar a cada uno lo que es suyo o se le debe, son los llamados procedimientos civiles. Las leyes que reglan en su totalidad tales procedimientos forman el Código de Procedimientos Civiles”

Y dentro de los procedimientos civiles se presentan los llamados “actos procesales” y “providencias judiciales”, dependiendo de quien los realice y lógicamente de la finalidad que persiga al realizarlos; las partes interesadas realizan actos procesales y la administración de justicia (el Juez y sus auxiliares) realizan actos que denominamos “providencias judiciales”.

Para entender claramente lo que es un acto procesal, se tiene que entender qué son actos jurídicos, y se entiende por tales a aquellos en que hay una manifestación de voluntad humana encaminada o dirigida a producir efectos jurídicos; y dentro de los actos jurídicos se encuentran los actos procesales, existiendo una relación de género a especie; siendo los actos jurídicos la generalidad y los actos procesales la especificidad.

1.1.- Actos Procesales Típicos de los que Intervienen en un Juicio:


Los actos procesales vienen de las partes o del Juez, en casos excepcionales de auxiliares del Juez (Secretario del Tribunal, Notificador, etc.)


Cada una de las personas que intervienen en un trámite judicial realiza un acto preestablecido en la Ley para materializar sus intereses, a esto se le conoce como actos procesales por excelencia de los que intervienen en el juicio, enunciando enseguida aquellos que se darían en un proceso normal y que caracterizan un juicio sin mayores dilaciones ni incidentes, y son los siguientes:


El primero en realizar un acto procesal, y por ende el primer acto procesal dentro de un juicio, es el actor, e interpone una (1) DEMANDA.


Como consecuencia de aquella –La Demanda– surge una respuesta de parte de quien es demandado, en tanto toda demanda interpuesta ante un Órgano Jurisdiccional lleva imbíbito un pleito, una contención entre actor o demandante y demandado; y lo hace contestando en los términos que considere oportunos a su defensa, esto es lo que procesalmente se conoce como (2) CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.


Una vez se cuenta con una demanda y una contestación se ha Verificado algo que doctrinariamente se conoce como “Litis Contestatio”, es decir, el cuasi contrato que se celebra entre ambas partes, en donde tácitamente acuerdan proseguir con el litigio, y una vez, el Juez cuenta con las posiciones de ambas partes, y habiéndose agotado luego de eso los demás trámites del juicio, que variara dependiendo de la clase, el Juzgador realiza su acto procesal por excelencia y es (3) LA SENTENCIA.


Estas –las enunciadas– son las que concurren típicamente en el proceso, y sin las cuales, dejaría de ser un juicio, y se desnaturalizaría, ya que ellas son de la esencia misma del juicio, y no podría haber tal sin ellas.


Estos actos procesales se desgajan de una generalidad, y son lo que conocemos como “Actos Jurídicos”, entendiendo por éstos últimos aquellas manifestaciones de voluntad encaminadas a producir efectos jurídicos. El señor Ossorio, al respecto, nos dice: “Los define el Código Civil argentino, coincidiendo con la generalidad de la doctrina como <<los actos voluntarios lícitos que tengan por fin inmediato establecer entre las personas relaciones jurídicas, crear, modificar, transferir, conservar o aniquilar derechos>>... Para Couture es el <<hecho humano voluntario, lícito, al cual el ordenamiento positivo atribuye el efecto de crear, modificar o extinguir derechos>>... Para Capitant, es <<toda manifestación de una o mas voluntades que tenga por finalidad producir un efecto de derecho>>”
/   


Los actos Procesales son también actos jurídicos porque son manifestaciones de voluntad, de las partes o del Juez, encaminados a producir efectos jurídicos, los actos procesales o vienen de las partes o vienen del Juez y en algunos casos excepcionales, de otras personas a parte del Juez, pero del Tribunal. El acto procesal por excelencia del actor es la demanda; el acto procesal del demandado es la contestación de la demanda y el acto procesal por excelencia del Juez es la Sentencia Definitiva.

1.2.- Actos Procesales del Juez (Las Providencias Judiciales)


El Juez, como ya mencioné, realiza actos procesales, y podemos considerar que el acto procesal por excelencia suyo es la sentencia con la que define el conflicto principal, es decir la sentencia definitiva, pero no es el único acto procesal que ejecuta el Juez; en el transcurso del proceso el Juez va realizando una serie de actos que también son actos procesales, y son: 1) Decretos de sustanciación; 2) Sentencias interlocutorias,  éstas últimas, a su vez, se clasifican en a) Puras o simples, b) Las que tienen fuerza de definitivas, y c) Las que ponen fin al proceso, haciendo imposible su continuidad; y 3) La sentencia definitiva.

1.2.1.- Los Decretos de Sustanciación


Los decretos de sustanciación son resoluciones de poco tramite, y tienen como finalidad ordenar e impulsar el proceso; no necesitan de fundamentación; no causan estado, pueden pronunciarse en cualquier estado de la causa y en cualquiera de las instancias; y por regla general no son recurribles en apelación. Todas esas ideas sirven para identificar los decretos de sustanciación, para diferenciarlo de las demás providencias judiciales. La nota más esencial de estos decretos es impulsar el proceso. O bien impulsan o bien ordenan el proceso. Arts. 419, y 984 al 986 del Código de Procedimientos Civiles.


Por el llamado Principio Dispositivo que opera en el Derecho Procesal Civil, los actos del Juez, tienen que haber sido solicitados por las partes, el Juez no puede hacer nada de oficio o a instancia propia. El Juez actúa a petición de las partes. Art. 1299 Pr. En un juicio civil ordinario “x” demanda a “y”: Demanda de “x”; se emplaza al demandado, en éste caso a “y”, éste último contesta negativamente, diciendo que todo lo asegurado por “x” es falso, y se traba la controversia, para resolver en buen derecho, el Juez, tiene que valorar las pruebas que viertan las partes, pero, para ello tiene que abrir un espacio temporal a ese efecto, el cual es llamado Término Probatorio, que en éste caso, por tratarse de un juicio ordinario es de veinte días.- Art. 245 Pr. Sin embargo, el Juez no puede abrir ese espacio si no ha sido pedido por el demandante, o por el demandado, en su caso. Aunque cabe aclarar que por regla general a quien le interesa probar su derecho es a quien promueve el juicio, el demandante, y el demandado se muestra negligente a proseguir con el juicio. Pero el hecho es que un una vez la parte correspondiente pide que se dé la apertura a prueba el Juez emite un Decreto de Sustanciación, cuando dice “ABRASE A PRUEBA ESTE JUICIO POR EL TERMINO DE LEY”, y como se puede apreciar, impulsa el proceso, ya que el Juez es el director de la causa (Art. 2 Pr.), y no se puede hacer nada sin su asistencia o sin su consentimiento, es decir un consentimiento procesal, ya que si se niega personalmente, puede ser procesado, incluso penalmente, por el delito de denegación de justicia. 
Para darle continuidad a la causa, es necesario que se vayan pronunciando los llamados decretos de sustanciación.

1.2.2.- La Sentencia Interlocutoria o Auto

El auto de interlocutorio, como es conocido en el lenguaje forense, es definido en el Art. 418 Pr. De la siguiente manera: “Art. 418.- Sentencia interlocutoria es la que se da sobre algún artículo o incidente......” Claramente dice la disposición citada, que es aquella que resuelve un incidente, o como dicen algunos procesalistas, un artículo de previo y especial pronunciamiento dentro de la causa, y dependiendo de la magnitud del incidente que se resuelva, dichos autos de interlocutorios pueden ser, como ya se dijo, simples, con fuerza de definitivos, y de los que ponen fin a la causa haciendo imposible su continuación.


El Art. 418 Pr. ha considerado que las sentencias interlocutorias y los autos son lo mismo, que son sinónimos, pero en algunas ocasiones se habla de auto de interlocutorio, cosa que no es muy propia, ya que un auto equivale a una sentencia interlocutoria. Más sin embargo en la práctica forense se da otro error, y es que se toma como sinónimo el decreto de sustanciación y el auto, en muchas resoluciones judiciales, en doctrina y hasta en jurisprudencia, se encuentra dicho error, cosa que no es nada propia.


En un proceso que se desarrolle normalmente no hay sentencia interlocutoria, ya que cuando el Art. 190 Pr. habla de partes principales del juicio, quiere decir, que son partes normales, sin que surja una situación incidental:

DEMANDA ( EMPLAZAMIENTO  (  CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA  (  TERMINO PROBATORIO (Caso que proceda) (  SENTENCIA DEFINITIVA.


La sentencia interlocutoria es aquella que se da eventualmente, no forma parte del desarrollo normal del proceso, y su característica primordial es que son accesorias con respecto a la pretensión principal, se dan en forma incidental.  Caso típico cuando el demandado pide que se dilate el proceso, porque lo normal es que el demandado conteste la demanda, pero puede abstenerse de hacerlo y alegar excepciones dilatorias, o bien puede simplemente guardar silencio y no contestar, en tal caso, el actor pide al Juez que pronuncie la Declaratoria de Rebeldía (Figura procesal de la que se hablará más adelante). Pero el hecho es que se da un acontecimiento que no era el querido por el legislador. El legislador no quería que la demanda fuera oscura, o que la comparecencia del actor fuera informal, y diera lugar a dilatar el proceso para sanear los defectos de la demanda, la intención del legislador fue que se diera una pronta y efectiva justicia sin dilaciones.

1.2.2.1.- Sentencia Interlocutoria Pura o Simple

No existe un concepto legal que nos dé una idea de lo que se entiende por sentencia interlocutoria pura o simple, solamente las menciona el Art. 986 Pr. C. cuando dice “La Ley niega apelación a las sentencias interlocutorias que no tienen fuerza de definitivas...” Resuelven un incidente de menor importancia, al igual que los decretos de sustanciación, no es obligatorio fundamentarla y por regla general no son apelables. Una sentencia interlocutoria simple resuelve un artículo o incidente dentro del proceso, contrario a lo que ocurre en los decretos de sustanciación, que se dan en el curso normal de la causa.


La declaratoria de rebeldía (v.) es una sentencia interlocutoria, al igual que el acuse de rebeldía (v), son interlocutorias simples, ejemplo, cuando no se contesta la demanda, una audiencia o un traslado, la otra parte pide se declare la rebeldía o se de el acuse de rebeldía, en uno u otro caso, respectivamente.

1.2.2.2.- La Sentencia Interlocutoria con Fuerza de Definitiva

Tienen algo en común con las anteriores, ya que, tanto éstas como aquéllas resuelven un incidente, pero éstas tienen mayor incidencia, son de difícil reparación, es decir, causan un daño irreparable o de muy difícil reparación, generalmente sirven para proporcionar garantía a la parte actora, por ejemplo cuando se le pide al Juez anotación preventiva de la demanda, es, pues, una medida cautelar en pro del actor, para evitar que los bienes objeto del litigio sean enajenados por el demandado en forma maliciosa (Art. 719 C. c.)


Son apelables por regla general, por ejemplo, el secuestro preventivo de bienes, además de ser apelables deben ser razonadas por el Juez, causan estado, por regla general; otro ejemplo es la sentencia que declara el embargo de bienes propios del demandado, esto como una generalidad, quedan fijas sino se recurre en apelación, pueden ser atacados con el recurso de Revocación o mutación. (Art. 426 Pr.)


Como estrategia, se interpone primero la revocatoria, ésta tiene un defecto, y es que es el mismo Juez que conoce el que resuelve, y él, puede mantener su criterio “errado”, perjudicando así a la parte recurrente.

1.2.2.3.- Sentencia Interlocutoria que le pone fin al Proceso, haciendo imposible su continuidad

De ésta tampoco hay un concepto legal al cual atenerse, ya que el Código de Procedimientos Civiles no lo dio, pero el Art. 984 Inciso tercero le otorga la posibilidad de ser recurrible en apelación, cuando dice: “...de las resoluciones que pongan término a cualquier clase de juicios...”. Siendo entonces que la Ley concede apelación en ambos efectos a las sentencias interlocutorias que le ponen fin al proceso (a cualquier clase de juicio), haciendo imposible que prosiga.


Si ocurre, en un juicio, se concede apelación a la sentencia interlocutoria que le da fin al proceso, siendo que tales resoluciones provocan:

*
Paralización del proceso;

*
Impiden que se llegue hasta la sentencia definitiva; y

*
Provocan que el juicio concluya en forma anormal.

Ejm.

a)
La sentencia que declara inadmisible una demanda;

b)
La sentencia en la que el Juez se declara incompetente;

c)
La que declara desierta un acción o un recurso;

d)
La que declara desistida una acción o un recurso;
e)
La que decreta un sobreseimiento; 
f)
La que declara la caducidad de la instancia;
g)
La que declara la improponibilidad de la demanda; entre otras.

Son apelables por regla general (Art. 984 inciso tercero), asimismo deben ser motivados, razonados y fundados, causan estado porque son apelables.


Es, pues, una sentencia interlocutoria que le pone fin al proceso: aquella que resuelve un incidente vinculado con lo esencial de la demanda, aunque no con la pretensión inmersa en ella.


Es lógico suponer que cuando se da una sentencia interlocutoria de esta naturaleza no se puede entrar a conocer sobre lo principal de la causa, es decir, la pretensión de la parte actora al invocar su derecho subjetivo (v..)...

1.2.3.- La Sentencia Definitiva

Se entiende por sentencia definitiva, que es aquella que define algún conflicto o bien que define una situación jurídica, dándole certeza, el Art. 418 dice al respecto, luego de definir brevemente a las interlocutorias, qué se tiene que entender por sentencia definitiva “... es aquella en que el Juez concluido el proceso, resuelve el asunto principal, condenando o absolviendo al demandado...” Del anterior concepto se puede deducir la característica principal de la sentencia definitiva, y es que resuelven el asunto principal, es decir, la pretensión que motivó el proceso, el objeto que condujo al actor a reclamar su derecho por la vía judicial.


Lo principal es autónomo, vive por si mismo, lo accesorio sigue la suerte de lo principal, ejemplo, lo principal en un juicio de divorcio es la disolución del vínculo matrimonial, y de ese asunto principal pueden surgir incidentes que resolver, pero la sentencia definitiva resuelve el asunto principal, aquello que vive por sí sólo, y sin el cual no habría juicio.


El Artículo en mención únicamente considera que tales sentencias pueden ser “... de condena o de absolución...”, sin embargo tal cosa ha sido muy criticada, y con mucha razón, si se considera el hecho que existen sentencias en las que, ni se condena, ni se absuelve al demandado, tal es el caso de las sentencias cautelares, de las declarativas y de las constitutivas. (Ver estas definiciones en la 26ª Edición del “Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales”, de Manuel Ossorio, actualizada, corregida y aumentada por Guillermo Cabanellas de las Cuevas. 1999. Editorial Heliasta S. R. L)


Existe una clara diferencia entre una sentencia definitiva y una interlocutoria y es que ésta última, aún cuando puede hacer fenecer el litigio, se resuelve sobre la base de una eventualidad, algo que surge ya dentro del proceso, y a raíz de éste, es decir, que si nunca habría demanda, tampoco podría haber ineptitud de la demanda, ya que si el Juez resuelve favorablemente a la solicitud de declarar inepta la demanda, se inhibe de seguir conociendo, pero tal cosa es un mero incidente y debe ser resuelto como tal, y si esto ocurre no puede haber sentencia definitiva. Si declara inepta la demanda no puede absolver ni condenar al demandado, pues no puede entrar a conocer del asunto principal, puesto que absolver o condenar implica que el Juez haya hecho un análisis  de las pruebas producidas sobre las pretensiones de las partes, y en la ineptitud el Juez está impedido para conocer la prueba producida, de hecho no se produce prueba en un juicio en donde se da el incidente de ineptitud de la demanda.

1.2.3.1.- Clasificación de la Sentencia Definitiva

Las resoluciones finales de los juicios, dependiendo de las consecuencias jurídicas que producirán, se clasifican en:

-
De condena

-
De absolución

-
Declarativas

-
Cautelares


Sentencia de condena es aquella que impone el cumplimiento de una prestación, el JUEZ dice EN NOMBRE DE LA REPUBLICA CONDENASE; y generalmente es la sentencia que impone una obligación de hacer, dar o dejar de hacer.


Sentencia de absolución es aquella en la que el Juez libera al demandado de la acción, el Juez desestima la pretensión de la parte actora, siempre que se haya basado en la insuficiencia de la prueba.

Capítulo II

Efectos de los Actos Procesales

2.0.- La Cosa Juzgada

Cuando contra una sentencia no se puede interponer recurso alguno sea porque las partes se conforman con ella, porque renuncian a los recursos que operan a su favor, ya sea expresa o en forma tácita. Asumida dicha sentencia, por regla general, adquiere la calidad de inamovible, es decir, que lo resuelto en ella no se podría discutir de nuevo en juicio.


Al respecto nos dice Luis Ribó Duran, “Es el acto procesal que emite el Órgano Jurisdiccional para decidir definitivamente un pleito o recurso, además de poder utilizarse en los casos previstos expresamente por la Ley. Se dice que hay sentencia firme cuando no cabe recurso alguno contra ella, sea porque no lo tiene previsto legalmente, sea porque, teniéndolo, transcurrió el tiempo para interponerlo. También se denomina sentencia irrecurrible.”


Carneluti hacía una división de la cosa juzgada, distinguiendo dos clases de ellas, la formal y la material o sustancial, entendida por la primera aquella sentencia que se vuelve inimpugnable, es decir, inatacable por recurso alguno, pero que no obstante no ser recurrible, puede ser discutida en otro juicio, esto ocurre en forma excepcional, ejemplo, el caso de la sentencia pronunciada en juicio ejecutivo, que goza de cosa juzgada formal, únicamente; otro caso es el de alimentos, es decir, la sentencia que obliga a pagar cuotas alimenticias, que no obstante gozar de cosa juzgada, puede ser discutida nuevamente en nuevo litigio, puesto que goza única y exclusivamente de cosa juzgada formal. La regla general es que una sentencia goce de cosa juzgada material, y ésta es la que a la vez de volverse inimpugnable, también se vuelve inmutable, la inmutabilidad significa que lo resuelto en la sentencia no puede ser objeto de discusión en un nuevo juicio, siendo ésta (la cosa juzgada material o sustancial) la que crea Verdadera certeza jurídica, que incluso, al intentarse de nuevo la acción, sirve como una excepción perentoria, (v) la excepción perentoria de cosa juzgada, haciendo perecer de inmediato la pretensión del demandante, por eso se deduce que la cosa juzgada material o sustancial trae consigo la excepción perentoria que lleva su nombre, excepción perentoria de cosa juzgada, en tanto que la cosa juzgada formal da derecho para discutir nuevamente lo discutido en otro juicio


Pero también es necesario, para que la cosa juzgada sea efectiva y funcione como excepción perentoria que concurran los siguientes presupuestos procesales:

*
Que se trate de las mismas partes (que hayan actuado en la misma calidad –actor y demandado–)

*
Que el objeto litigioso sea el mismo, es decir, la misma cosa reclamada

*
Que se trate de la misma causa o tipo de acción.


La concurrencia de éstos tres requisitos es considerada la triple identidad de la cosa juzgada, siendo que son, en conjunto, requisitos sine qua non de la cosa juzgada, pero, es fácil deducir que para que haya cosa juzgada tiene que haber dos juicios, o al menos la expectativa de que se promueva un nuevo juicio.


Con relación a estos tipos de cosa juzgada, nos dice Luis Ribó Duran: “COSA JUZGADA FORMAL: El efecto procesal más importante que acarrea la terminación de un proceso mediante sentencia es el que se denomina genéricamente cosa juzgada y que implica la inatacabilidad de lo decidido en el proceso. Ahora bien, como que las posibilidades de atacar lo que se ha conseguido en un proceso ya terminado son variadas se habla de cosa juzgada formal para referirse a la inatacabilidad del resultado del litigio mediante la impugnación de la sentencia que le puso término; es la imposibilidad de atacar el resultado de un proceso impugnando el mismo mediante uno de los recursos judiciales previsto legalmente. Si no se interpuso el recurso dentro de plazo, o se desistió del mismo, o se ha desestimado, o se declara inadmisible, la sentencia adquirirá firmeza definitiva. Uno de los principales efectos que se derivan del instituto de la cosa juzgada formal es que se abre la posibilidad de la cosa juzgada material.....

COSA JUZGADA MATERIAL: Cuando la sentencia es no sólo irrecurrible sino también inatacable por la vía indirecta o mediata que supondría, por ejemplo, entablar un nuevo proceso, se dice que la sentencia adquirió la autoridad de cosa juzgada o que se ha producido la cosa juzgada material. Esta inatacabilidad indirecta hay que entenderla desde el punto de vista de su eficacia, y no de la posibilidad de formular un nuevo ataque. Caso de plantearse un nuevo proceso no podría desconocerse lo decidido en el anterior; esto es lo que constituye la auténtica inatacabilidad de la cosa juzgada material o, si se prefiere, la aplicación del principio básico non bis in ídem (no dos procesos sobre lo mismo) El demandado contaría, pues, con la defensa denominada excepción de cosa juzgada. Su utilización sólo es válida cuando el nuevo proceso presente, respecto al ya terminado, tres puntos de identidad fundamental: identidad de sujetos (eadem personae), identidad de objeto (eadem res) e identidad de fundamento o causa de pretensión (eadem causa petendi)...

Código civil, artículos 1.251 y 1.252. Ley de Enjuiciamiento civil, artículos 544.”
/ –Ley de España–


La cosa juzgada trae como consecuencia o resultado lo que se conoce como EJECUTORIA, en lenguaje forense, es utilizada en dos aplicaciones, es decir, que tiene dos acepciones diferentes, y son:

a) Se utiliza para referirse a la sentencia contra la cual ya no se puede interponer recurso alguno, en éste sentido toma la expresión ejecutoria el Art. 442 Pr.; y

b) Se utiliza para referirse al documento que previo el trámite del Art. 446 Pr., expiden los jueces de una sentencia firme, una sentencia que ha causado estado, en éste último sentido se utiliza la expresión ejecutoria en los artículos: del 443 al 450 Pr. La ejecutoria sólo se puede expedir al juicio con sentencia definitiva que goza de cosa juzgada. El Art. 960 Pr. También alude a la ejecutoria en éste último sentido.

2.1.- Relación Entre Cosa Juzgada y Sentencia Definitiva
La Sentencia Definitiva

La palabra “definitiva” deriva de la locución “definire”, que significa, terminar, concluir, culminar, es decir, llegar a la culminación del acto jurídico – procesal. El término sentencia definitiva nos lleva, necesariamente a otra definición, que es sentencia firme, que causa estado, inamovible, y todas las demás palabras que indiquen que una sentencia ha resuelto en forma determinativa un conflicto y que por lo tanto es indiscutible; pero para que esto ocurra es necesario que se dé la cosa juzgada, como consecuencia de lo anterior, y como ya se indicó anteriormente, la cosa juzgada puede ser de dos formas, formal y material, siendo la primera aquella que no admite recurso alguno, volviéndose in impugnable  y la otra cuando, además de no ser discutido en otra instancia, ya sea por una alzada ó apelación o cualquier otro tipo, tampoco puede ser llevado a un nuevo litigio. La cosa juzgada material crea certeza jurídica, como ya antes dije. La mayoría de sentencias definitivas gozan de cosa juzgada material, así lo ha establecido el Legislador, para efecto de que haya certeza jurídica, y evitar lo contrario, es decir, que haya inseguridad jurídica, para ello la sentencia se vuelve ejecutoriada, a sabiendas, ya que ejecutoria, en nuestra Legislación tiene dos significados:

a)
Como documento que contiene una sentencia firme, y

b)
Como la sentencia que ya no admite recursos.


Los artículos 443, 444, 446, 447, 448 y 450 han utilizado la expresión ejecutoria en el primer sentido; en cambio el Art. 442 se refiere a la misma expresión en el segundo sentido, es decir, como una sentencia que no admite recurso alguno.


Hay una diferencia formal entre ejecutoria y una simple certificación, porque la certificación se expide de conformidad al Art. 1242 Pr.; y la ejecutoria, de acuerdo  al tramite dispuesto en el Art. 446 y siguientes, esto tiene una importancia práctica, en base al Art. 450 Pr. Por ejemplo cuando se extiende una ejecutoria el Juez lo hace de la siguiente manera: “xx Juez Primero de lo Civil de éste Distrito.... por cuanto: en el Juicio Civil Ordinario.... se encuentra la sentencia que literalmente dice: -Se transcribe la sentencia y al final dice “POR TANTO SE LIBRA LA PRESENTE EJECUTORIA”.


La certificación la emite el Juez que conoció en primera instancia; la ejecutoria la expide el Juez que pronunció la sentencia definitiva, es decir, la sentencia que causó estado.


Cuando se pide certificación, a diferencia de cuando se pide ejecutoria que se tiene que dar traslado a la parte contraria, y esta de no contestar puede ser acusada de rebelde, en otras palabras procedería el acuse de rebeldía, en él, no procede.


Cuando la sentencia es recurrida no puede ser firme, pues está pendiente el hecho que sea reformada, anulada, etc., dependiendo del tipo de recurso interpuesto.

Primera Instancia     


 Segunda Instancia 

Sentencia      



    (Sentencia) (Cámara) (Firme)


En tal caso será la Cámara la encargada de emitir la ejecutoria respectiva, pues fue ella quien resolvió definitivamente el conflicto, es decir, la ejecutoria vista como el documento que contiene una sentencia firme e inamovible, ante la cual ya no hay recursos. Una vez resuelto el recurso, cualquiera que sea, ya sea favorablemente o declarando inadmisible, es decir, pasada en autoridad de cosa juzgada, y por lo tanto susceptible que de ella se emitan las ejecutorias pertinentes, sirviendo, así, de excepción perentoria de cosa juzgada…
2.2.- Formalidades de la Sentencia Definitiva

El Art. 427 Pr. Menciona una serie de requisitos que deben cumplirse para dictar una sentencia definitiva. Las formas procesales son las circunstancias de tiempo, de modo y lugar en que deben de efectuarse los actos procesales. Los actos procesales deben estar escritos en idioma castellano, los actos procesales deben llevar indicación de lugar, hora y minutos, son las circunstancias de tiempo, modo y lugar, esas son las formas procesales.


Comienza el Juez por hacer referencia de su Tribunal “Juzgado <<Primero>> de lo Civil”, luego del lugar, por ejemplo “... En la Ciudad de San Miguel...”, después la hora y minutos, y posteriormente el tipo de Juicio, así, “... Juicio Civil Ordinario promovido por el Doctor Ovidio Bonilla Flores (generales), del actor “X” en contra del demandado “Y”, y sus respectivas generales, y seguido el propósito del Juicio, como sigue: Si se trata de una acción reivindicatoria, que se le condene al demandado a restituir el inmueble en disputa. Hasta aquí se ha dado cumplimiento al numeral primero del Art. 427 Pr. Y generalmente los jueces ponen una pequeña razón que literalmente se lee: “Han intervenido en este juicio el Actor y el Reo, de las generales antes expresadas, <<Si el reo no intervino, lo hacen constar>>, que no lo hizo por haber sido declarado rebelde.


El numeral segundo, del mismo Art. 247, dice: “Hará mérito, en párrafos separados que principiaran con la palabra CONSIDERANDO...”, hará méritos de los hechos y cuestiones jurídicas que se controvierten, de las pruebas conducentes y de los elementos principales de una de las partes, por otro lado expone fundamentos legales, citando las leyes y doctrina aplicables. Aquí los jueces, generalmente, lo hacen diciendo: “El Actor en la demanda presentada, en lo esencial manifestó...” <<Algunos jueces copian literalmente la demanda>> luego hace una historia de lo que ocurrió en el proceso; e inician diciendo “A potestad del demandado, contestó la demanda en los términos siguientes..” y copian literalmente la contestación de la demanda, y sino contestó, dice “... el reo fue declarado rebelde, por no haber contestado la demanda; a potestad se abrió a prueba el proceso por acceso de Ley, término en el cual se presentó la prueba siguiente...” y narran en qué consistieron los medios probatorios, y si no presentaron pruebas lo hacen constar, hacen relación de lo ocurrido en el proceso en todas sus etapas, esto en los considerandos.


Pero hay un CONSIDERANDO JURÍDICO que es cuando el Juez hace acto de valoración de la prueba presentada de una y otra parte, y éste es el que realmente interesa, del que habla el numeral tercero, éste dependerá del sistema de valoración de las pruebas que tenga que aplicar el JUEZ, existen tres sistemas de valoración de pruebas y son: a) sistema de la prueba tasada, llamado también, sistema de la prueba legal, sistema de la tarifa legal, sistema tarifario, etc. Que es el que se aplica en nuestro medio en materia civil; b) Sistema de la libre convicción o prueba libre; y c) sistema de la sana critica. Según el primero, la Ley de ante mano señala el valor de la prueba, debiendo, el Juez atenerse a ese valor, volviéndose un mecánico aplicador de la Ley, este es el sistema más antiguo y se creo por la desconfianza que el legislador tuvo hacia los jueces, por lo que la Ley de antemano señaló el valor de las pruebas. Este sistema de la tarifa legal es el que se aplica en nuestra legislación, como antes se mencionó, en el proceso laboral, parcialmente, pero en la legislación procesal civil, totalmente; modernamente ha sido muy criticado, el sistema de la tarifa legal por no dejar aplicar la experiencia de los juzgadores, su entendimiento, su lógica y su sentido común, razón por la cual los procesos modernos están informados con el sistema de la Sana Critica, ejemplo, el Derecho Procesal de Familia, el Derecho Procesal Penal y en parte el Derecho Procesal Laboral.


El numeral tercero del citado Artículo 427 estipula que el Juez va estimar el valor de la prueba fijando los principios en que descansa para admitir o rechazar aquella, cuya calificación la ley deja a su juicio. Cuando se dice “aquellas que la ley deja a su juicio, quiere decir, son únicas, porque en materia civil se aplica el sistema de la prueba tasada para valorar las probanzas, el Art. 321 es prueba de ello, el Juez no puede desconocer esa plena prueba, tanto la judicial, como la extra-judicial. Encontramos en el Código de Procedimientos Civiles, referente al sistema de valoración de las pruebas, los siguientes Artículos: 236, 370, 363, 428 y siguientes.

2.3.- Congruencia de la Sentencia Definitiva

El juzgador no puede ir más allá de lo que le han pedido o de lo que se ha discutido por las partes. Talvez esta sea “... la cualidad técnica más importante de la sentencia…” Como dice Luis Ribó Duran.

“Consiste en la vinculación entre la pretensión procesal y lo decidido en la sentencia. Por ello se dice que hay sentencia congruente con la demanda y con las demás pretensiones oportunamente deducidas en el litigio cuando la sentencia hace las declaraciones que aquéllas exijan, condenando o absolviendo al demandado y decidiendo todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto de debate. La sentencia no ha de contener más de lo pedido por los litigantes; de lo contrario, incurriría en incongruencia positiva. La incongruencia negativa surge cuando la sentencia omite decidir sobre alguna de las pretensiones procesales. Si la sentencia decide sobre algo distinto de lo pedido por los litigantes, se produce la incongruencia mixta. La sentencia incongruente puede ser objeto de impugnación por la vía del recurso oportuno.”


La incongruencia no quiere decir que el Juez va a resolver a favor de un litigante sólo en parte, ciertamente, puede hacerlo, lo que no puede hacer es dejar alguno o varios puntos sin consideración alguna; como tampoco puede basarse en algo que no ha sido alegado o discutido por ninguna de las partes.

Capítulo III

Los Términos Procesales

3.0.- Generalidades:


Término Procesal es el espacio de tiempo, dentro del cual se deben realizar los actos Procesales, o bien, se deben ejercer ciertos derechos. La importancia de los términos radica en que imponen orden en el ámbito judicial, establecen un orden en el proceso, porque no se puede dejar a antojo de las partes la realización de los actos procesales, incluso, el Juez mismo está obligado a apegarse a dichos parámetros de temporalidad procesal, ya que de dejarse a antojo de las partes o del Juez la realización de dichos actos Procesales, habría un total desorden dentro del proceso; por otro lado permite, también, que haya celeridad, por ejemplo, la Ley da un término para contestar la demanda, dependiendo de la clase de juicio el demandado contará con determinada cantidad de días para hacerlo, si tal término no existiera y se dejara al arbitrio del demandado, se incumpliera el principio de justicia, ya que él, podría no contestar nunca y detendría así la aplicación de justicia, sin embargo existe una figura procesal que solventa tal situación y de la que posteriormente hablaremos. De esa manera se evita que los procesos queden inconclusos  por negligencia de una de las partes que intervienen en un juicio, es por ello que la Ley ha dado un tiempo limitado a efecto de que se cumpla con el formalismo legal y así se dé continuidad por la vía regular al juicio, regular, en el sentido que no se caiga en una situación incidental o inesperada, así el juicio puede proseguir con la contestación del demandado o sin ella, en su total silencio, y siendo este último el caso, la Ley misma a presumido que el demandado en forma tácita se ha opuesto a la acción intentada en la demanda, y se presume que contestó en sentido negativo, no se aplica aquí aquel adagio que reza: “El que calla otorga”, en tanto la Ley por anticipado le atribuyo una contestación al demandado silencioso, negando todo.


En nuestra Legislación la palabra término es tomada como sinónimo de plazo, en consecuencia, hablar de término procesal y plazo, para nuestro legislador, es exactamente lo mismo, aunque por regla general, el legislador utiliza la expresión “término”, situación evidenciada en el Código de Procedimientos Civiles, donde aparece con mayor frecuencia término; pero para la Doctrina  no son términos equivalentes, doctrinariamente se distingue el término del plazo, entendiendo por término el señalamiento de un día y hora determinado, y por plazo, el conjunto de horas o días dentro de los cuales debe realizarse un acto procesal, y en casos especiales, en horas, meses y hasta años, en la mayoría de los casos, serían plazos, de acuerdo a la doctrina, por ejemplo, el demandado tiene seis días para contestar la demanda, si atendemos a la lógica doctrinal, estaríamos frente a un típico caso de plazo, en tanto es un conjunto de días en los cuales se tiene que realizar un acto procesal, para el caso planteado, contestar la demanda. (Art. 516 Pr.)


El Art. 981 Pr. Concede tres días para recurrir en apelación, si atendemos a la clasificación, anteriormente aludida, hecha por los diferentes autores, es decir, la doctrina, éste es un clásico caso de término procesal; al igual que el caso del Art. 436 en donde concede 24 horas para pedir explicación de una sentencia definitiva, estaríamos frente a un plazo de horas; y sería estrictamente un “Término” en el caso de los señalamientos para practicar determinada diligencia, como el caso de exámenes de testigos, contemplado en el Art. 306 Pr. Por eso el Juez cuando hace este señalamiento dice: “Para el examen de testigos que ofrece presentar la parte actora o demandada, según el caso, señálese las “nueve” horas del día “uno”, del mes “octubre” de dos mil, está señalando día y hora, esto es claramente un término procesal. (Art. 368 Pr.)
3.1.- Clasificación de los Términos Procesales
El caso del Art. 384, en consideración a la doctrina, es tal, un término procesal, sin embargo nuestra legislación evitó esa dificultad y los tomó como sinónimos.


Existen varias clasificaciones de Los términos Procesales, dependiendo de las consecuencias que estos producen en el curso del juicio, así: 1) Término perentorio, conocido también como término fatal; 2) Término no perentorio. Asimismo se clasifican atendiendo a su destinatario, así: 1) Términos individuales; 2) Términos comunes; 3) Términos singulares; 4) Términos plurales. Al igual que, dependiendo de su origen, así: 1) Términos convencionales; 2) Términos judiciales; 3) y, lógicamente, el Término de Ley ó legal. Así tenemos tres clasificaciones de los términos procesales.

3.2.- Los Términos Fatales

También conocidos como “Términos Perentorios”, por el hecho de hacer perecer los derechos afectados con su cumplimiento. Es, pues, aquel que transcurrido hace perder el derecho a la parte que no hizo uso de él, es decir, que el solo transcurso del tiempo hace que muera el derecho de aquella persona que no hizo uso oportuno de él, no es necesario la iniciativa de la contraparte para hacer caducar el derecho no invocado, no necesita de iniciativa alguna, es por ello que recibe el nombre de “fatal” o bien “perentorio”, llevando, ambas palabras, la idea de hacer perecer o morir.


¿Cómo saber cuando un término es perentorio? Por regla general, cuando la Ley quiere que un término sea perentorio, lo dice expresamente, y en algunos casos excepcionales lo hace en forma implícita, o sea, lo da a entender: el primer ejemplo de término fatal es el asignado para interponer recurso de apelación, aquí, la Ley lo dijo expresamente en el Art. 981 Pr. Éste término es improrrogable, basta que pasen los tres días para perder el derecho de apelar, por regla general y en términos normales, porque hay casos excepcionales, como cuando se da un justo impedimento, es decir, el potencial recurrente se hallare impedido justificadamente para presentarse a la oficina del Tribunal competente a interponer el recurso, para el caso del 981, el recurso de apelación, es, para él, inexistente la calidad de fatal del término y puede interponer dicho recurso aún y cuando hubiera transcurrido el término fijado por la Ley. ¿Cuál es la base legal de esto? El Art. 229 Pr. Establece: “Art. 229.- Al impedido con justa causa no le corre término alguno...” La filosofía del Legislador, al establecer los términos fatales, fue de sancionar a los litigantes ignorantes o negligentes, es decir, cuando media la impericia o el descuido. Este Artículo señaló expresamente la fatalidad del término, existen otras disposiciones que también contienen, en su texto, términos fatales, al igual que el 981, en forma clara, precisa e inequívoca, ejemplo, el Art. 537, en donde expresa e inteligiblemente a hecho referencia a la fatalidad del término, otro ejemplo, en ese orden de ideas, es el Art.  539, y éste, a la vez, es un término judicial, en tanto el Juez determina un límite y un máximo.


Hay, asimismo, disposiciones en donde implícitamente se dice que el término es fatal, lo da a entender, es decir, que en su tenor literal no se encuentra la expresión “perentorio” o ninguna que le sea sinónima, ejemplo el Art. 130, asimismo el Art. 426, éste último señala el término para interponer el recurso de revocación o mutación, como dice Somarriva: “El tiempo interpela por el hombre”.


En las Legislaciones modernas, por Ejm. La Ley Procesal de Familia, contiene un Artículo que resuelve definitivamente el dilema de la perentoriedad de los términos, y dicen: “Los términos contenidos en esta Ley serán perentorios”. Esto ayuda a la celeridad del proceso, porque no se necesita de la iniciativa de la parte contraria para hacer perecer el derecho del litigante negligente que no hace uso oportuno de sus derechos Procesales.

3.3.- Los Términos no Perentorios

Aquí ocurre todo lo contrario a lo que se da en los términos fatales, y es que en estos no se necesita de la iniciativa de la parte contraria para hacer perecer el derecho de la parte que negligentemente no hizo uso oportuno de sus derechos Procesales, en aquél, si es necesaria la iniciativa de la contraparte para hacerlos caducar, bien pidiendo la declaratoria de rebeldía, bien pidiendo el acuse de rebelde, de acuerdo al caso, esto es una evidente perdida de tiempo, ya que cuando se trata de términos perentorios los jueces actúan de oficio, una vez cumplido el término, siguen adelante con el proceso, no esperan que una de las partes haga petición alguna, lo que si ocurre en el caso de los términos en cuestión, los no perentorios, para los cuales, el Juez, si tiene que aguardar la iniciativa de la parte pasiva denunciando a aquel que tiene bajo su cuenta el impulso del proceso a efecto de que el Juez lo declare en rebeldía o lo acuse de rebelde, cualquiera que sea el caso.


Es de hacer notar que la Ley en ningún momento les dio el nombre de “no perentorios”, así en forma expresa, más aún, la Ley no dice nada, simplemente hace mención del computo real, en horas o días, dependiendo el caso, del término de que se trata, no dice que es perentorio o no lo es, ni tampoco lo deja implícito, en otras palabras, el término no perentorio es aquel en que el sólo transcurso del tiempo no es suficiente para hacer precluir el derecho del litigante que no hizo uso, en tiempo oportuno, de sus derechos Procesales, no, mientras la parte no hace perecer esos derechos por medio de la declaratoria o el acuse de rebeldía, según sea el caso.


Se puede decir, muy acertadamente que la mayoría de los términos contenidos en el Código de Procedimientos Civiles son NO PERENTORIOS, el más común es el señalado para contestar la demanda, Art. 516 Pr. Para cualquier clase de Juicio. Esto está regulado en el TITULO II.- DEL JUICIO CIVIL ORDINARIO.


Cabe señalar que el Art. 516, al referirse al término para contestar la demanda, utiliza la expresión “deberá”, entendido como una obligación del demandado de contestar la demanda dentro del término señalado por dicha disposición, podría entenderse que se trata de un término perentorio, en tanto tiene un tono imperativo, sin embargo no es así, el Legislador pudo ser más acertado utilizando la palabra “podrá” en reemplazo de “deberá”, haciendo alusión de la libertad que tiene el demandado para contestar dentro del plazo señalado, la demanda, si así lo quisiera, es por ello que resultaría más apropiado decir “podrá” pues el demandado no contestando dentro del término señalado en la Ley, podría, validamente, contestar la demanda en fecha posterior, un día después de transcurrido dicho término, dos días, tres, e incluso semanas y meses después de transcurrido dicho plazo, siempre y cuando el actor no hubiere hecho perecer su derecho por medio de la declaratoria de rebeldía, pues cuando esto ocurre, el demandado es declarado en rebeldía y se le tiene por contestada la demanda y el Juicio prosigue sin él, y ya no tiene derecho a contestar la demanda, salvo que se decida a participar del juicio, y siendo el caso, deberá aceptarlo en el estado en que se encuentre, esto es, que si ha pasado el término para presentar probanzas, ya no podrá hacer uso de medio probatorio alguno. 
La redacción del Art. 516 nos da motivo a equivocaciones, y es que la naturaleza de la contestación de la demanda es todo lo contrario a lo que se puede deducir de tal disposición, aquella no es obligatoria, pues no se puede obligar a nadie a participar en un juicio en el cual no se le ha probado que es deudor o bien que ha hecho mérito para ser requerido en juicio, sea de la naturaleza que sea. Pero en este caso, agotado el plazo para contestar la demanda, el demandado no ha perdido su derecho de contestarla, sigue latente hasta el preciso instante en que el Juez lo declara en Rebeldía, solicitada que haya sido ésta por la contraparte, se requiere de la iniciativa de su rival en juicio para efecto de declararlo rebelde o si procediera, según el caso, el acuse de rebeldía, pero, en cualquiera de estos casos, siempre tiene que ser a iniciativa de la contraparte, haciendo precluir el derecho de su adversario. 
Es por todo esto que el término para contestar la demanda es “No Perentorio”, porque, aún cuando la parte actora haya pedido la declaratoria de rebeldía, si el Juez no la ha declarado, puede el demandado, contestar la demanda y hacer uso de todos los derechos que vienen inmersos en el de contestación de la demanda, como por ejemplo, contra demandar, alegar excepciones dilatorias, esto último en juicios civiles ordinarios, ya que en otra clase de juicios, las excepciones dilatorias se rigen sobre la base de otras reglas.

3.4.- ¿Cómo se Integran los Términos Procesales?


¿Cuál es la forma en que se computan los términos Procesales?, es decir, ¿Cómo están integrados? ¿Estarán integrados por días laborables, feriados y no hábiles? La regla general es que los términos Procesales están integrados por días hábiles y días no feriados, así como laborables, esto ocurre en la mayoría de los casos de términos que aparecen en nuestra Legislación Procesal Civil. ¿Qué pasa cuando la Ley dice: “Las partes tienen tres días para apelar? Y no dice como se van a contar esos tres días; como la Ley no específico, vamos a aplicar la regla general, en otras palabras, que cuando el legislador quiere que los términos estén integrados por días no laborables y días hábiles, sencillamente no dice nada en forma expresa, no dice la forma en que van a estar integrados. 
Excepcionalmente los términos se computan únicamente en días hábiles, y cuando así lo quiere el legislador lo menciona en forma expresa. En materia civil, por tratarse de casos excepcionales, son muy rebuscados, por ejemplo, el término para interponer recurso de casación, ejemplo típico en que el término está computado únicamente por días hábiles, esto de conformidad al Art. 8 de la Ley de Casación. En el Código de Trabajo existen varios ejemplos, es el caso del término que tienen las partes para acudir al Tribunal Superior, dice el mencionado Código que son cinco días hábiles, Art. 577 del Código de Trabajo, pero aquí continúa siendo la excepción al igual que en materia civil, a contrario censu, la Ley Procesal de Familia; en materia de familia existe un Artículo que dice: “Todos los términos señalados serán días hábiles, esto es una ventaja para las partes porque no se incluyen los días no laborables.

3.5.- Efectos que Produce el NO Aprovechamiento de los Términos Procesales

La inmediata o eventual observancia de éstos efectos dependerá, en todo caso, del tipo de término que sea desaprovechado, con anterioridad se habló de la clasificación de los términos Procesales, siendo los más comunes y por ende los más importantes, los perentorios y los no perentorios, razón por la cual nos limitamos a su respectivo estudio. Si el término no aprovechado es perentorio, ipso iuri, hay una consecuencia, y es la preclusión de los derechos que no se invocaron, produce una inmediata caducidad de ese derecho, desde luego, y basándonos en el 229, citado con anterioridad, se aplica al litigante negligente o ignorante, la no-concurrencia de negligencia, descuido o ignorancia excusa al litigante que no hace uso de un derecho, es decir, un legítimo impedimento; sin embargo, normalmente, la consecuencia inmediata que produce el no-aprovechamiento de un término fatal es la caducidad del derecho descuidado, ya no se puede invocar, válidamente. “Art. 229.- Al impedido con justa causa no le corre término alguno, ni se le considera rebelde para tener por contestada la demanda ni por desierta la acción.” Así reza el citado Art. 229 Pr.c. Esto podría ser considerado la excepción a la regla general de las consecuencias del no-aprovechamiento de los términos fatales.


Por otro lado, podría tratarse de un desaprovechamiento de términos que no son perentorios, es decir, que no se aproveche un término no perentorio, y en tal caso las consecuencias son muy diferentes, el efecto no es inmediato en sentido estricto, ya que solamente coloca en la posibilidad a uno de los que intervienen en la causa
/ para que ocasione efectos negativos a la otra parte, iguales al caso anterior, de perder el derecho en descuido, como anteriormente se dijo, en los términos no perentorios, los derechos no se pierden en forma inmediata, se requiere la iniciativa de la contraparte, pues bien, ese es el efecto que produce el no-aprovechamiento de un término no perentorio, poner en la opción al litigante diligente de hacer perder, por iniciativa propia, el derecho del litigante negligente. En ese orden de ideas, cuenta, el litigante diligente, con dos herramientas apropiadas para sus propósitos, dependiendo del caso concreto, estas son, la declaratoria de rebeldía y el acuse de rebeldía, de las que hablaremos después; si se tratare de que el demandado no aprovecho el término asignado por la Ley para contestar la demanda, siendo que este es un término no perentorio, puede el actor pedir al Juez que lo declare rebelde, y haría, en tal caso, uso de la herramienta procesal llamada declaratoria de rebeldía, y una vez el Juez la declara, la rebeldía, se produce la consecuencia propiamente dicha, que es la caducidad del derecho olvidado.


Así planteado, podemos afirmar que el efecto que produce el no-aprovechamiento de los términos Procesales es uno solo, independientemente del término de que se trate, la diferencia es que en un caso el efecto es inmediato y en el otro caso la posibilidad mediata de conseguir el mismo fin, es decir, de hacer precluir el derecho que está siendo abandonado; en síntesis, se trate de términos perentorios y no perentorios, la consecuencia de su no aprovechamiento es la caducidad de los derechos no alegados, solamente que en el caso de los términos perentorios hay mayor certeza y en el caso de los no perentorios depende un tanto del azar, no es inmediato, requiere un acto exterior de parte de quien resultaría beneficiado de la caducidad de tal derecho.

CAPÍTULO IV

ACTOS PROCESALES DE COMUNICACIÓN

4.0.- Generalidades

Existe un principio, y que en materia jurisdiccional, es primordial, básico, indispensable, me refiero al principio de Publicidad, éste principio propugna que las partes litigantes conozcan los actos Procesales que se desarrollan en el juicio, es decir, las partes que se dan dentro del proceso y, lógicamente la causa en sí, garantizando así la transparencia y la igualdad de las partes en litigio. El Juez, para efecto de cumplir con ese principio, debe hacer saber a las partes todas sus providencias. Ahora bien, ¿de qué manera pueden, los Jueces, dar a conocer a las partes sus providencias? Existen tres instrumentos contemplados en la Ley, tales son: a) La Notificación; b) La Citación; y c) El Emplazamiento.

4.1.- La Notificación

La característica más distintiva de la notificación es que ésta solamente se hace a las partes, están excluidos los terceros que intervienen eventualmente en el proceso, como testigos, peritos, que son auxiliares en la administración de justicia, pero se excluyen de ser Notificados. El Legislador claramente plasmó su intención de que la Notificación fuera exclusiva para las partes del pleito, cuando en el Art. 206, dijo: “Notificación es el acto de hacer saber a la parte las providencias del Juez.”


Sin embargo, cabe entrar a aclarar, ¿quienes son las partes dentro de un pleito judicial? En sentido estricto lo son el Actor y el Reo, pero además de ellos pueden intervenir otros interesados en la causa, que también son considerados partes, sea porque sus intereses están aparejados a los de la parte actora o porque lo están a los de la parte Reo, éstos son terceros en la causa, no obstante por el hecho de tener intereses legítimos en el pleito, son llamados terceros coadyuvantes o terceros excluyentes, dependiendo del caso; las partes, es decir, actor y reo, a los que llamaremos partes primarias, y los terceros, sean coadyuvantes o excluyentes, tienen derecho a ser notificados por el Juez de sus providencias de conformidad al Art. 206 Pr.


La regla general, aplicada a lo anterior, es que quienes actúen judicialmente sean las partes formales, es decir, quienes tienen la calidad de procuradores de las partes, y siendo el caso, se les notifica a ellos; los que tienen calidad de procuradores, son aquellos que no actúan por intereses propios, sino en representación de otras personas, el caso típico, los Abogados de Profesión, siendo éste un Apoderado, pero también lo es el Sindico, por la Municipalidad, el tutor por su pupilo. En ningún momento y por ninguna circunstancia debe confundirse a la Notificación con la Citación, pues son cosas completamente diferentes conceptualmente hablando.


Continuando con la Notificación, ésta pude presentarse en tres formas distintas: a) personal; b) por esquela; y c) por edicto.


La regla general es que se haga en forma personal, y es que la intención del Legislador va encaminada a que la regularidad sea esa, es decir, que el Legislador quiso que se hiciera así, con la filosofía de resguardar el legítimo derecho de defensa de las partes y evitar a la vez que alguna de las partes, actor o reo, alegue falta de notificación en forma falsa, lo que podría ocasionar, en un momento determinado, la nulidad de lo actuado y sería una forma de frustrar los efectos de la justicia. Con ese propósito las partes tienen que señalar un lugar para oír notificaciones, ese lugar debe estar ubicado en el mismo lugar del juicio, o sea, el mismo lugar donde tiene su asiento el Tribunal que conoce de la causa. (Art. 1276 Pr.)


La Ley requiere que la parte actora diga en su escrito de demanda cual es el lugar en donde se le puede buscar; y el demandado debe hacer lo mismo en el primer escrito que él presenta, haciéndose parte del juicio, y éste es la contestación de la demanda. Si se interpretara literalmente el inciso primero del Art. 1276, se puede deducir que el actor no puede en un escrito posterior al de la demanda y que no sea ésta, señalar para oír notificaciones; se estaría violando el derecho de defensa y de petición, en tanto que dicha disposición expresa: “En los escritos de demanda y contestación y en cualquier instancia, deberán
/ las partes indicar la casa en que debe buscárseles en el lugar del juicio para las citaciones, notificaciones, y demás diligencias que ocurran.”


Cuando el citado Artículo dice “..... deberán las partes.....” es imperativo, es decir, que es obligatorio que se haga de esa manera, y un Juez estricto, apegado fielmente al texto legal y un tanto irracional, declararía inadmisible un escrito de demanda sin ese requisito, pero ello sería una violación al derecho de petición contemplado en la Constitución de la República. El Juez tiene que ser flexible, y de hecho la mayoría lo son; algunos jueces cuidadosos y recatados solucionan este defecto previniendo a la parte actora que no ha señalado lugar para oír notificaciones y no da curso a la demanda sino se cumple con ese requisito. Si relacionamos el citado inciso primero del 1276 con el Art. 193, deducimos que no es una obligación, sino una carga procesal, para el actor, señalar lugar para recibir notificaciones. Anteriormente no existía ese requisito y por ello surgió la necesidad de reformar el Art. 193 en mención. ¿Cuál era la consecuencia de no señalar lugar para oír notificaciones en el escrito de la demanda? El Juez no sabía dónde dirigir sus providencias a las partes y lo hacía por edicto, esto es, pegando en el tablero del Tribunal dichas providencias, claro, esto era una evidente violación al derecho de defensa y de audiencia, pues era posible que ni siquiera se diera por enterado de que se había dado determinada providencia de parte del Juez competente, y no hacer uso oportuno de sus derechos en tiempo y forma para defenderse.


Tanto la notificación, como la citación y el emplazamiento son ordenados por el Juez, pero quien le lleva a cabo, quien la ejecuta es el Notificador del Tribunal, y en algunos Juzgados el Citador. En todo Tribunal de la República existe la plaza de Notificador, que en las Cámaras de Segunda Instancia es conocido como Oficial Mayor.


Si atendemos literalmente lo contenido en el Art. 1276 se podría llegar a la conclusión de que toda notificación se hará en la casa señalada para el efecto, sin embargo, por razones de economía procesal y de darle celeridad al proceso y tomando en cuenta que hay providencias que son de poca importancia, el legislador dispuso lo siguiente: “Todas aquellas providencias que no sean citación o emplazamiento se harán los martes y los viernes, por edicto fijado en el tablero.” Entonces el legislador toma en cuenta que sean providencias de poca trascendencia, porque de lo contrario sería muy perjudicial que lo hiciera por medio de edicto fijado en el tablero del Tribunal, ya que atentaría contra el derecho de audiencia y de defensa, como antes se afirmó.


El legislador dispuso que fuera los días Martes y Viernes para que haya orden y que no se den notificaciones aisladas, sino en grupos.


¿Cuándo se tendrá por notificada a la parte interesada en el caso de notificársele por edicto? Se fijará al tablero por doce horas pasadas las cuales se tendrá por hecha la notificación, es decir, pasado el plazo, que es de doce horas, y que por cierto es fatal, se entiende que la notificación se ha realizado.


El legislador no a querido que las providencias importantes se notifiquen por edicto, en la forma anteriormente planteada. Hay algunas providencias que tienen otro tratamiento, según lo dispuesto en el Inciso tercero del Art. 220 Pr.:


“Cuando se trata de: 1) La primera notificación a la otra parte que deba intervenir en diligencias previas, o de jurisdicción voluntaria...” El legislador se pronunció porque esa primera notificación fuera en forma personal y no en un edicto fijado en un tablero en el Tribunal, en protección al derecho de defensa donde no hay controversia; 2) La declaratoria de rebeldía; 3) El auto de apertura a prueba; 4) La sentencia definitiva, y esta última de acuerdo al derecho moderno, se tiene que notificar personalmente aún y cuando el interesado haya sido declarado rebelde; otrora no se le hacían más notificaciones que la que contenía la providencia en donde se le declaraba la rebeldía.


Todas son importantes pues si el auto que ordena la apertura a prueba se notificara por edicto, y una de las partes no se diera por enterada, por ende, no se presentaría a aportar la prueba pertinente, y seguramente, perdería el juicio; la dejaría en un estado de indefensión, amparada únicamente por el azar.


La Sentencia Definitiva notificada por edicto sería muy perjudicial, hasta fatal, ya que transcurrido el término para recurrir en apelación, ese derecho se pierde, en tanto se trata de un término perentorio, y si el interesado ni siquiera se entera que hay una resolución desfavorable en su contra, no podría hacer uso de su derecho de alzarse; es por ello que el Legislador dispuso que esas notificaciones se hicieran en forma diferente a la de fijar un edicto en el tablero del tribunal.


El Art. 210 Pr. Afianza lo anterior, al rezar: “Toda citación o emplazamiento se hará a la parte en persona, pudiendo ser hallada; si no estuviere en su casa, ya sea propia o alquilada, o en que esté como huésped, se dejará a su mujer, hijos, socios, dependientes o criados mayores de edad, una esquela conteniendo un extracto breve y claro del auto o resolución y del escrito que lo motiva.”


Aquí se observa claramente la intención del legislador de notificar en persona.


Inciso segundo: “Y si no tuviera mujer, hijos, socios, dependientes ni criados, o no se encontraren en casa, se dejará la esquela a un vecino, y si éste no quiere recibirla, se fijará a la puerta de la casa.


La persona a quien se entregue la copia firmará su recibo si quiere, y el encargado de practicar la diligencia pondrá constancia de todo en la causa.


Las partes están obligadas a concurrir a la oficina si desean conocer íntegramente las diligencias que se les  ha hecho saber en extracto.”


Esta disposición cometió una omisión, se quedo corta en la mención de las personas que pueden recibir la notificación, y es que no sólo las personas que menciona pueden hacerlo, y es que el Artículo citado dice “... se dejará a su mujer, hijos, socios, dependientes o criados mayores de edad.....” Pero las mujeres son sujetos de juicio, igual que los hombres, y que por cierto, en una legislación y doctrina modernas, no se tiene que hacer distinción entre ambos, sin embargo, volviendo a la omisión del citado Artículo, éste debió ser más amplio, y decir “... se dejará a su cónyuge, hijos, socios, dependientes o criados mayores de edad...” En todo caso, tiene que ser una persona mayor de edad, so pena de nulidad.


Hay que buscar a la persona en la casa, ya sea propia o alquilada, continúa rezando el Art. 210, y cae en otro impropio, en el sentido de que no está ya en concordancias con las reformas hechas al Código de Procedimientos Civiles, en tanto, según ellas, se puede notificar, no necesariamente en la casa de la persona, puede ser en su oficina, o lugar de trabajo, en su negocio, etc. Art. 193 No. 7; 220; y 1276 Pr.


La Ley habla de edicto y de esquela, ambos son documentos en donde se insertan las resoluciones que se van a notificar. (Art. 221 – 1117) Edicto es cuando se fija al tablero del Tribunal la resolución notificada; esquela cuando se hace personalmente y por una u otra circunstancia no se encuentra a la persona y se hace llegar por otros medios, diferentes a la entrega personal, en donde se tiene que dar lectura a la totalidad del documento en cuestión, cosa que tiene que hacer el respectivo Notificador. Art. 218 Pr.

4.2.- La Citación

El Art. 204 dice: “Citación es la orden del Juez comunicada a alguno para que intervenga a algún acto judicial.”


Lo que se dice de la notificación se aplica, en gran parte, a la citación.


Encontramos aquí una abismal diferencia con lo que con anterioridad estudiamos, la notificación, allá se dijo “... comunica a la parte...” aquí el legislador no utilizó esa expresión y por el contrario dijo: “Citación es la orden del Juez comunicada a alguno para que intervenga a algún acto judicial, y cuando el legislador emplea la expresión <<comunica a alguno>> fue más general, porque puede ser un testigo, un perito, o cualquiera persona que intervendrá en un acto judicial, no necesariamente a las partes. Deducimos, fácilmente, que la Citación se hace a las partes y a cualquier persona interesada en el juicio, asimismo a personas que por una u otra causa tenga que intervenir en él; los testigos y peritos no son partes dentro de la causa, son medios probatorios que llegan en un momento determinado al juicio.


Parecería que el término citación es más amplio que el de notificación pues aquella se hace a todo el que por cualquier motivo intervendrá en el juicio, en cambio, la notificación, únicamente a las partes; sin embargo siendo cuidadosos en el estudio de la notificación cuando dice que es el hecho de hacer saber a las partes las providencias del Juez; cuando se cita a un testigo, se hace saber al testigo de la audiencia señalada para el examen del mismo, en el fondo hay una notificación, ya que el interés del testigo en esa audiencia es únicamente por el hecho de su participación, no de la existencia real de ella, es decir, que la intención no es dar a conocer al testigo que habrá una audiencia en tal fecha, sino que en esa audiencia él depondrá como testigo y eso es lo que le interesa; ciertamente se le tiene que informar ó hacer saber de la realización del acto judicial, y por ello, implícitamente hay una notificación.


La diferencia más notoria entre notificación y citación es de género a especie, la notificación es el género y la citación la especie.


Agrega el Art. 204, al referirse a la citación, “... para que asista o intervenga....” esto da la idea de un momento determinado que la citación lleva implícito, es decir, el señalamiento de un día, una hora y un lugar determinados; las partes o terceros son llamados en ese momento por el Juez para que intervengan en el juicio en la calidad en que lo harán.


Aquí hemos encontrado una diferencia sustancial entre notificación y citación: la notificación se da cuando se hace saber a las partes las providencias en términos generales; y citación es el señalamiento de un lugar, día y hora para asistir a formar parte de un pleito; cuando lleva implícito un momento, estamos ante una citación, cuando la notificación  lleva implícito  el momento para asistir a intervenir en un proceso, esa notificación degenera en una citación, por eso se dice que hay una relación de género a especie.


En principio la Ley quiere que la notificación sea exclusiva para las partes; y la citación pude ser, además de a las partes, a terceros que no tienen la calidad de partes, según el Art. 242, todo esto, so pena de no hacer fe.- Arts. 356, 368 y 384 Pr.


La Ley cometió otro desacierto, confundiendo dos cosas completamente diferentes, como son: la citación y el emplazamiento, cosa que es completamente equivoca. En varias disposiciones se encuentra ese error, por ejemplo, el Art. 210, el Art. 220 y otros en donde se menciona, indistintamente, citación y emplazamiento, tomándolos como sinónimos, al decir: “...citación ó emplazamiento...” En algunas ocasiones se apunta refiriéndose, bien a una o bien a la otra, en tal caso es correcto; pero en ocasiones se usan como sinónimos, y en tal caso si es incorrecto, ya que la citación difiere en gran medida del emplazamiento, este último se hace al demandado para que en tiempo y forma haga uso de su derecho, cualquiera que este sea, ya que el demandado cuenta con varios derechos, de los cuales puede hacer uso oportunamente, en conjunto o separadamente, dependiendo del caso. (Ver: derechos del demandado al contestar la demanda) También hay emplazamiento cuando la parte que cree haber recibido un agravio acude a una segunda instancia a recurrir, a impugnar la resolución que lo agravia, se emplaza al apelado, es decir, a aquella persona que resulta beneficiada con la resolución que está siendo atacada por un recurso. (Ver emplazamiento)


Cuando se presenta una demanda, la Ley habla de traslado, entendido éste término en dos sentidos; y se emplean dos palabras diferentes, audiencia y traslado; en lenguaje forense se entiende por traslado como el derecho que tiene la parte (formal, modernamente) interesada de sacar el proceso y llevárselo para su oficina, y la obligación que tiene el Juez de entregárselo.


Anteriormente, los jueces, al admitir una demanda, emplazaban y corrían traslado, entendido el traslado como el conocimiento llevado por el Juez a la parte demandada, en ese caso, para que se presentara a retirar los autos y se los llevara, bien para su casa si se trataba de la parte real, o bien para su oficina, si lo era la formal; sin embargo en la actualidad eso a caído en desuso, en obsolescencia, es una practica desfasada.


En tal sentido, el emplazamiento era precedido de un traslado; le informaban al demandado que había alguien promoviendo pleito en su contra y a la vez se le decía que llegara a retirar los instrumentos que conformaban el expediente judicial que lo contenía.

4.3.-
El Emplazamiento

Es el primer acercamiento del juzgador al demandado, dándole a conocer que su persona es requerida judicialmente para cumplir un compromiso u obligación, o bien para extinguir una relación jurídica.


En otras palabras, es el medio por el cual se le pone en conocimiento a una persona que tiene que acudir al Órgano Jurisdiccional en calidad de Demandado, ya sea para desmentir lo asegurado por su detractor, para aceptarlo, o bien para hacer sus propios reclamos. (Ver: Mutua petición y otros derechos del demandado al contestar la demanda)


El Art. 190 enumera las partes normales que se dan en un juicio: demanda, emplazamiento, contestación, prueba y sentencia. Y vemos el error antes aludido del legislador, al equiparar a la citación con el emplazamiento, pues dice: “Art. 190.- Las partes principales del juicio son: demanda, citación o emplazamiento, contestación, prueba y sentencia.” La confusión del legislador en tal sentido es comprensible, ya que entendemos que es citación el llamamiento que el Juez hace a alguno para que intervenga a participar de una actuación judicial; y por emplazamiento entendemos, al menos así lo establece el Art. 205, que “...es el llamamiento que hace el Juez al demandado para que comparezca a manifestar su defensa.”


Ambos actos de comunicación llaman a alguien a que se presente, en un caso a hacer uso de derechos legítimos y en el otro a participar de una providencia judicial; la diferencia es notoria y abismal, en el emplazamiento se informa al demandado que lo es, y que por ello tiene derechos, y puede hacer uso de aquellos que por su naturaleza, deben ser invocados por él, y aprovecharse de aquellos que se le conceden sin ese requisito; por otro lado la citación únicamente llama a alguien, por ejemplo a un testigo, para efecto que se presente a hacer su deposición, a participar en el juicio, en su calidad.


El Art. 210 está tácitamente derogado, el notificador tiene que dejarle copia al demandado de todos los autos que conforman el proceso; dejará copia de la demanda, del decreto que ordena el emplazamiento, y de todo lo actuado hasta ese momento, es esa la razón por la que el traslado después del emplazamiento ya no se usa, es innecesario, ya el demandado tiene una copia de todos los instrumentos que forman el expediente judicial, desde la demanda, hasta la orden que decreta el emplazamiento, sería una inútil perdida de tiempo el hecho que el demandado concurriera al tribunal a retirar los autos para estudiarlos.

4.3.1.-
El Emplazamiento por Esquela

Si la persona que se emplaza, personalmente, como debe ser, no se encuentra, se hace constar su ausencia y se les deja la copia a las personas a que hace referencia  la Ley: al cónyuge, (esposa o esposo) aunque no esté expresamente regulado así, a los hijos, empleados, dependientes, etc. (esta enumeración no es taxativa)


El notificador tiene que dejar constancia de todos los autos en el acta correspondiente y debe firmarla, so pena de nulidad, la contravención a esto produce nulidad relativa. El demandado o la persona que se está emplazando tiene que firmar, si así lo quiere, sabe o si puede hacerlo, y en cualquier caso, el notificador debe hacerlo constar en el acta que levanta.


La Ley no exige que el demandado imprima sus huellas digitales en el documento en el caso de no saber o no poder firmar, puede decirse que el legislador depositó su confianza en el notificador, de tal manera que éste únicamente hace referencia a tal circunstancia: “NO SABE O NO PUEDE FIRMAR” o si es el caso que simplemente no quiso firmar.


Esa confianza depositada en éste empleado da origen a que sea traicionada, ya que el notificador puede evitar el llevar el documento que contiene el emplazamiento, cosa que sería grave para los derechos del demandado, y hacer creer al Juez que lo ocurrido fue, o bien que el demandado no quiso, no pudo o no sabía firmar.


Es clara la falta de una visión objetiva de parte del legislador, en tanto que ha depositado una confianza ciega en el empleado que desempeña como notificador, y por otro lado a establecido un sistema de valoración de la prueba legal, ó prueba tazada, medida (Ver) por desconfianza en el juzgador; cosa que debería ser al contrario por ser el juzgador un técnico suficientemente probado para realizar la función de juzgar, es decir, por ser una persona que conoce ampliamente el derecho y que sus condiciones le son menos propicias para efecto de caer en una actitud indebida o corrupta. Pero el legislador dijo “Presenten dos testigos, y el Juez tiene que darle la razón, si el otro se presenta con un instrumento público, le quita la razón a aquel y se la da al otro”; por otro lado, el notificador puede obrar libremente, sin ninguna fiscalización legal.


La falsedad del emplazamiento puede demostrarse con una plena prueba, (Art. 321) por medio de testigos. Si el caso es que se pretende demostrar la falsedad de aquella por haber estado fuera del país (el supuestamente emplazado) necesita el documento respectivo de migración, es decir, el informe del movimiento migratorio, ya que ese documento extendido por el departamento de migración es considerado un Documento Auténtico. Aquí se ve más claramente lo dicho antes, y es que, el notificador, sólo tiene que decir que el emplazado no sabía firmar, y es considerado cierto, pero para declararse que el emplazamiento es falso, además de la irregularidad evidente y palpable que puede surgir, se tiene que probar con una prueba plena, sino es así, basta con la palabra del notificador.

4.3.2.-
El Emplazamiento por Edicto

El emplazamiento por edicto se hace cuando se ignora el paradero de la persona a emplazar, no se sabe dónde reside. (Arts. 205, 208 y el inciso segundo del 1276) Para que el heredero conteste la demanda y si ha muerto antes del emplazamiento se hace para darle continuidad al proceso. Si es el actor el que ha muerto se hace el emplazamiento para que los herederos presuntos continúen el proceso.

4.4.-
Efectos del Emplazamiento

El Art. 222 regula estos efectos, y en esta disposición se erró de igual forma que en reiteradas oportunidades en la legislación, al establecer una sinonimia entre citación y emplazamiento pues dice “Art. 222.– La citación o emplazamiento para contestar la demanda constituye al emplazado en la obligación de....”


El Legislador debió decir “El emplazamiento constituye al emplazado en la obligación.....”


Y es que el emplazamiento, como ya se dijo, es el instrumento del que se valen los jueces para llamar a aquella persona que está siendo demandada por alguien, y a la vez, con él, le informan de que está siendo objeto de litigio, y que por ello tiene que hacerse sujeto de litigio.


Es, pues, el demandado antes de ser informado de que existe un proceso que se encausa a efecto de requerirle algo que supuestamente debe, un ente pasivo, es por ello que lo vamos a considerar el objeto del pleito, sin embargo cuando éste se hace presente a la causa y contesta la demanda y hace uso de los derechos que le asisten como demandado, se convierte en sujeto del litigio, ya que se vuelve en ente activo, interrelaciona en la relación jurídica procesal, al grado que algunos tratadistas han hablado de un “cuasi contrato de litis contestatio.”


De tal manera que el emplazamiento únicamente puede hacerse a aquella persona que está siendo demandado, para que esté conocedora y a la vez para que se defienda, lógicamente, haciendo uso de los derechos que operan a su favor, bien, oponiendo excepciones, ya sean dilatorias o perentorias (Ver) o de cualquier otra forma.


Pero, en cuanto a los efectos que el emplazamiento produce, en primer lugar se menciona la competencia del juez, y ésta será la del lugar donde se realizó el emplazamiento, es decir, el lugar donde el demandado fue emplazado, que por regla general es el domicilio de éste pues el domicilio del demandado es el criterio de competencia más común. Por ello el emplazamiento tiene como primera consecuencia el establecer la competencia que se seguirá durante el transcurso del proceso, ya que podría, el demandado, cambiar su domicilio, para dilatar innecesariamente el juicio, pero sobre la base de ese efecto regulado en el Art. 222 aún cambiando su domicilio está en la obligación de seguir el juicio en el lugar donde fue emplazado, de allí que se dice que el Juez con el emplazamiento previene la jurisdicción, aunque la prevención de la jurisdicción opera en casos más concretos que analizaremos detenidamente más adelante.


Lo anterior por el hecho de que el criterio de competencia más usual es el del domicilio del demandado, es decir, que la demanda debe entablarse ante el Juez del domicilio del demandado, a esto se le considera la regla de oro en materia de competencia. Suponiendo que “A” demanda a “B” en juicio civil ordinario y que el domicilio de “B” es la Ciudad de San Miguel, el actor, en este caso “A”, tendría que ejercitar su acción en el Juzgado Primero de lo Civil de la Ciudad de San Miguel, y en ese lugar entabla la demanda, y el Juez la admite válidamente pues en ese momento él era el competente para conocer de esa causa, y si al momento de realizar el emplazamiento, el domicilio del demandado sigue siendo el mismo, será ese Tribunal, el primero de lo civil de la ciudad de San Miguel, el competente para conocer de toda la causa, aún y cuando el demandado cambie su domicilio en fecha posterior al emplazamiento; sin embargo es de aclarar que ese efecto de mantener la competencia no es consecuencia de la demanda, sino del emplazamiento, tal es el tema que nos ocupa, las consecuencias del emplazamiento.

Otro efecto del emplazamiento es Prevenir la Jurisdicción del Juez. De la interpretación de los Artículos 222 y 44, ambos del Código de Procedimientos Civiles, relacionados entre sí, se entiende que prevenir la jurisdicción significa adelantarse a conocer, pero ¿Quién tiene derecho a adelantarse a conocer? La competencia se previene con el emplazamiento para contestar la demanda, el que emplazó primero tiene derecho de conocer del litigio. Es lógico que al hablar de prevenir la jurisdicción o adelantarse a conocer de determinado pleito, hace suponer la existencia de dos o más jueces competentes, necesariamente, de lo contrario no podríamos hablar de ese privilegio de aquél que conoció primero, o bien que emplazó primero, siendo competentes dos o varios jueces y conociendo de la misma causa, será competente el que se adelanta en el emplazamiento,  pero si se tratara de dos jueces y uno de ellos no es competente, no podríamos hablar de la prevención de la jurisdicción como efecto del emplazamiento, pues conocería el Juez competente.

La prevención de la jurisdicción se puede dar únicamente en ciudades grandes, como por ejemplo en la Ciudad de San Miguel, que a partir de 1993 existen dos tribunales de lo civil, según la Ley Orgánica Judicial, conocen de los asuntos civiles y mercantiles que se promueven en la Ciudad de San Miguel. Los dos conocen a prevención, ya que los dos jueces son competentes.

Por ejemplo, en un caso de aceptación de herencia de una persona que falleció en la Ciudad de San Miguel. En derecho hereditario, el criterio de competencia más usual es el último domicilio del causante, es decir, del lugar donde vivía el causante antes de morir. En el caso anteriormente planteado, sería la Ciudad de San Miguel y los dos jueces migueleños son competentes. O si se diera el caso que se disputa un terreno ubicado en la Ciudad de San Miguel, asimismo, ambos jueces serían competentes. El criterio objetivo de competencia que es el lugar en donde está ubicada la cosa litigiosa, para el caso, el terreno, quiere decir que la parte interesada, o sea el actor o demandante, puede ir ante el Tribunal Primero de lo Civil o ante el Tribunal Segundo de lo Civil, ambos de la Ciudad de San Miguel, a libre criterio del interesado.

Pero ¿En qué caso es aplicable la prevención de la jurisdicción? Puede darse el caso que una persona entabla una demanda en contra de alguien que, o bien le es deudor moroso, o le está irrespetando un derecho de forma ilegitima, y lo hace ante el Tribunal Primero de lo Civil, y éste Tribunal no realiza los trámites pertinentes con la agilidad que el interesado esperaba, y transcurre el tiempo y no realiza el emplazamiento, es decir, en ese Tribunal le dilatan demasiado el proceso, ante esa situación el actor decide entablar la misma demanda, pero ante el Tribunal Segundo de lo Civil, concurriendo, lógicamente, la triple identidad del proceso, mismo sujeto, mismo objeto y misma causa, y en esas circunstancias se presenta ante el otro Juzgado a demandar, y le admiten la demanda, hasta aquí, hay dos jueces conociendo de la misma causa, pero ninguno ha emplazado, es decir, ninguno ha prevenido la jurisdicción, pero suponiendo que el Tribunal Segundo de lo Civil fue más diligente y emplazó primero, y así se adelanto a conocer, previene la jurisdicción, pero yendo a un caso extremo, si se diera el caso que también el Primero de lo Civil emplaza ese mismo día, y el demandado recibe ambos emplazamientos a la misma fecha, la solución es la misma conoce a prevención quien emplazó primero, aunque sea por media hora de anticipación, de acuerdo a los Artículos 44 y 222 Pr. Civil relacionados.

Aún y con todo lo que se ha dicho pudiera darse el caso, aunque parezca muy imposible, de que ambos emplazan en la misma fecha y hora, siendo que el citador lee los autos al demandado al momento de emplazarlo, sería ilógico que ambos notificadores lo hagan simultáneamente, por respeto, por lógica, uno debería aguardar el otro, y abría un diferencia de tiempo, por mínima que sea, pero partiendo de una suposición en que ambos emplazan simultáneamente, en un caso muy remoto, sería la Corte Suprema de Justicia quien tendría que resolver dicho conflicto y nombrar competente a uno de los dos tribunales. Esa situación puede dar lugar a una excepción dilatoria (v) y es la excepción llamada de LITIS PENDENCIA, porque el demandado viendo que ha sido demandado por la misma causa y por la misma persona, puede, validamente, alegar esa excepción, dilatando así el proceso, ya que como lo indica el nombre de dicha excepción, quedaría pendiente la litis, ya que probado ese extremo procesal, el Juez tiene que resolver “A lugar la excepción de litis pendencia” o sea que es cierto que están en tramite dos proceso idénticos, y si el Segundo de lo Civil emplazó primero le manda a pedir los autos al Primero de lo Civil, porque él ha prevenido la jurisdicción.

Lo que hacen los jueces en la práctica es lo siguiente: resuelven “Líbrese Oficio al señor Juez <<Primero de lo Civil>> para que informe de la situación jurídica del Juicio “xxx”, <<Mencionando el estado en que se encuentra y la fecha del emplazamiento>>”, eso no lo dice la Ley, es una cuestión de sentido común. Entonces, cuando se tiene ese informe, se puede determinar quien emplazó primero, y se aplica el efecto del emplazamiento llamado prevención de la jurisdicción, de tal manera que sea resuelto en una sola causa y en una sola sentencia.

Con todo lo anterior resultaría más apropiado y más técnico decir “prevenir la competencia” tal y como lo dice el Art. 44 reformado, ya que lo que está en juego es, precisamente, la competencia y no la jurisdicción (v).

Otro efecto que produce el emplazamiento es hacer nula la enajenación del objeto, cosa o derecho litigioso, bajo cualquier título que quiera Verificarse. Este efecto es muy importante, impide que la cosa, objeto o derecho reclamado, pase a una mano ajena de aquella a quien se le está reclamando, o bien vuelve nula dicha enajenación, por ejemplo, el juicio cuyo objeto de controversia es un bien inmueble, pero en este caso el demandante tiene que curarse en salud, es decir, tiene que solicitar al Juez oportunamente que ordene la respectiva anotación preventiva, de lo contrario, quedaría la parte demandada en su total libertad de enajenar el objeto que le está siendo reclamado, y evitar, así, los efectos de una sentencia desfavorable para él, obstaculizando los efectos de la justicia. Sin embargo la venta tiene que darse antes del emplazamiento para que pueda entorpecer los efectos de la justicia, ya que si se da posterior al emplazamiento, se vuelve nula. Es decir, que para que el demandado no venda el objeto antes del emplazamiento se da la anotación preventiva, por ello es considerado, dicho tramite, como un acto previo a la demanda; y después de realizado el emplazamiento, cualquier enajenación del bien litigioso es nula, cuando hablamos de enajenación del objeto, nos referimos al sentido más amplio de la expresión, tomada como la transferencia del dominio de una cosa, bajo cualquier título, venta, donación, permuta, etc. el ejemplo típico es la compra-venta, cuando se vende se enajena. En consecuencia queda garantizado el derecho del actor desde el momento del emplazamiento, por ello el actor va estar seguro, de proseguir con el juicio y de conseguir un triunfo judicial, que ese triunfo esa efectivo en la practica. 

En síntesis, si bien es cierto que el derecho del demandado es garantizado con el emplazamiento, no puede atenerse al hecho de esperar que el emplazamiento se efectúe para asegurarse el cumplimiento de su derecho, antes de eso tiene que pedir la anotación preventiva del objeto en litigio. Art. 1335 No. 3 C.c. y 222 Pr. c.

No obstante lo dicho hay una salvedad, y es que no es nula la venta, aunque sea objeto litigioso, con autorización judicial, o con autorización de las partes, y aún cuando, faltando esos requisitos, si se ha realizado la venta a un tercero que actúo de buena fe, tampoco podrá alegarse la ilicitud de la venta.

Es necesario, en todo caso, pedir la anotación preventiva de la demanda para que surta efectos contra terceros, y evitar el hecho que un tercero compre el objeto de buena fe, aún y cuando se ha Verificado el emplazamiento, y en tal caso sería válida la venta, pedir que se anote preventivamente la demanda, porque no tiene culpa quien compra de buena fe, en otras palabras, es necesario, como antes se dijo, curarse en salud, solicitando la anotación preventiva, cosa que de tratarse de un bien inmueble tendría que gravarse en el Registro respectivo. Por ello se dice que la anotación preventiva surte efectos contra terceros.

Las anotaciones preventivas son actos de seguridad, que protegen el potencial derecho de quien lo pretende, evitando la venta de ese derecho pretendido, a una persona que podría actuar de buena fe, ignorando que ese bien está siendo objeto de litigio. Todos los casos de anotación preventiva están enumerados en el Art. 719 del Código Civil.

CAPÍTULO V

LA DEMANDA

5.0
Concepto

Es la manifestación de voluntad de una persona que lleva inmerso un reclamo hecho ante un órgano jurisdiccional, para que otra cumpla alguna obligación, condición o promesa a favor de ella. Según Luis Ribó Duran “Constituye el más significado acto de incoación del proceso”.
/ Esa manifestación de voluntad debe presentarse formalmente, y por regla general, de forma escrita, conteniendo una parte introductoria que debe llevar los datos identificadores del proceso, del órgano jurisdiccional, de la reclamación y de las partes litigantes. Lo que se pide básicamente es que se comience un proceso, y que posteriormente se culmine con la decisión basada en la petición de derecho que se ha formulado en ese documento.

Algunos autores le agregan, además de decir que es un escrito, que es el primero, es decir, que dentro del proceso civil, la demanda, es el primer escrito que se presenta, postura que es debatida por quienes aseguran que en un juicio se pueden presentar otros escritos antes de la demanda, como en el caso de los actos previos, sin embargo, los actos previos son considerados “extra litigiosos” por ser propuestos a instancia de una de las partes, de la parte actora, antes de iniciarse el litigio, y no están incluidos en el ámbito jurisdiccional propiamente, sino que son actos preparatorios, generalmente, de tal suerte que la idea del primer escrito sigue teniendo cierto valor, acuñándolo para la demanda, ya que, efectivamente es el primer escrito presentado ante el órgano jurisdiccional que contiene la manifestación de voluntad de una persona.... solicitando que se inicie un proceso, comience su tramitación y culmine en una decisión que se base en la petición de derecho formulada en dicho escrito. O como dicen los tratadistas más modernos, es el medio de poner en movimiento el Órgano jurisdiccional, aunque este último concepto es dado específicamente a la acción, esta sin aquella no sería efectiva en el área civil.

5.1
Base Legal

El Art. 191 Pr. Al respecto, establece: “Demanda es la petición que se hace al Juez para que mande dar, pagar, hacer o dejar de hacer alguna cosa.”

5.1.1  “...es la petición...”

Generalmente, la demanda, se presenta por escrito, presentado ante el funcionario competente autorizado, esto tiene sustento constitucional, el Art. 18 de la Constitución dice: “Toda persona tiene derecho a dirigir sus peticiones por escrito, de manera decorosa, a las autoridades legalmente establecidas; a que se les resuelva, y a que se le haga saber lo resuelto.” En ese sentido la demanda es una petición que se hace al Juez ¿Para qué? Para que haga cumplir un derecho que se nos está siendo negado ilegítimamente, mandado dar, pagar, hacer o dejar de hacer alguna cosa, dependiendo de la naturaleza del reclamo.

En ese sentido el proceso contencioso inicia con la demanda, de ahí que, ciertamente, la demanda sea el primer escrito del juicio, con ella comienza el litigio propiamente, de ella se deduce el emplazamiento, si es válida. El juicio contencioso no puede iniciar con otro acto procesal diverso a la demanda, todos los actos anteriores a la demanda, son de mera jurisdicción voluntaria, y no contados como parte del juicio contencioso, tal es el caso de los actos previos a la demanda, como antes se anotó. Antes de la demanda no existe proceso contencioso, porque ella da pie a que comience el pleito, haciendo posible que se llame a la otra parte para que exponga sus alegatos, sea defendiéndose o aceptando lo alegado por el actor; y desde que hay un legítimo contradictor, hay, efectivamente, un juicio contencioso, y la solicitud que lo pidió no es tal, es una demanda propiamente.


En síntesis, lo que hace que un escrito sea considerado una demanda, no es el simple hecho de ser un documento gráfico, sino de estar dirigido a un Juez, reclamando ante éste el cumplimiento de una obligación ajena, establecida en su beneficio.

5.1.2
“...que se hace al Juez....”


Este requisito es lo que le da la naturaleza a la demanda, que sea un escrito dirigido al Juez, específicamente a un Juez competente, para que él resuelva lo que conforme a derecho corresponda, para la adecuada administración de justicia.


Se deduce, pues, que no todo escrito es una demanda, en tanto debe llenar ciertos requisitos, entre otros, de ir dirigido al Juez, y lógicamente reclamar de una persona diferente a la del demandante, una prestación o bien una satisfacción.

5.1.3
“...para que mande dar, pagar, hacer o dejar de hacer...”


El Legislador partió de la idea tradicional del contrato, para fijar las supuestas consecuencias de una demanda, y dice la Ley que el Juez mandará “dar, pagar, hacer o dejar de hacer” como resultado final del litigio, condenando al que resultare derrotado a una u otra cosa. El Art. 1309 del Código Civil dice: “Contrato es una convención en virtud de la cual una ó más personas se obligan para con otra u otras, o recíprocamente, a dar, hacer, o no hacer alguna cosa.” Y es que el legislador arranco de una idea civilista de las obligaciones y precisamente porque estaba regulando en esa área, a saber, en Derecho Procesal Civil, sin embargo y partiendo de que el Derecho Civil es un área totalmente independiente del Derecho Procesal Civil, de conformidad a las nuevas tendencias del Derecho moderno; no es propio atribuirle las mismas consecuencias de las obligaciones que nacen de los contratos a las sentencias judiciales, ya que éstas últimas pueden resolVer y no exactamente mandando a dar, pagar, hacer o dejar de hacer algo, y no significa que dejen de ser resoluciones judiciales por ello, por ejemplo la sentencia que declara los limites de dos fincas, no manda a dar, tampoco a pagar, menos a hacer o dejar de hacer una cosa, simplemente está declarando una situación jurídica, eso no le quita el carácter de demanda a la petición que ha hecho la persona interesada en que se declare tal situación; lo mismo ocurre con las llamadas demandas cautelares. (v) Pero la idea del legislador es que la regla general en las demandas es que Versen sobre reclamos de derechos pendientes, en donde se mandará, o bien, dar, pagar, hacer o dejar de hacer algo, suponiendo, tácitamente, que los derechos reclamados en una demanda, necesariamente nacerán en virtud de un contrato; sin embargo el concepto legal quedo reducido en forma inexcusable.


La demanda puede ser, también, en forma Verbal, en casos especiales, Art. 192 y 512 del Código de Procedimientos Civiles, para que la demanda sea Verbal o de palabra, lo reclamado en ella no debe exceder de diez mil colones; y para que sea escrita, la cosa litigada, debe tener un valor de diez mil un colon o más.

5.2
Admisibilidad de la Demanda

Se ha dicho abundantemente que la demanda es un escrito que se presenta al Juez, para que resuelva ciertos hechos “no muy claros”, que sean esclarecidos por él, pero ese escrito debe reunir ciertos formalismos que establece la Ley, ciertamente la Ley establece: “Art. 193.– La demanda escrita debe contener:

1º.
La designación del Juez o Tribunal al que va dirigida; 

2º.
El nombre, edad, profesión u oficio, documento de identificación y domicilio del demandante, y en su caso los mismos datos del representante legal o procurador;

3º.
El nombre del demandado, y su edad si fuere posible, su profesión u oficio y domicilio, y, en su caso los mismos datos de su representante legal o mandatario, pudiendo agregarse cualquier otro que ayude a identificarlos;

4º.
La cosa, cantidad, hecho o derecho que se pide, y el valor de la cosa si fuere determinada;

5º.
La narración precisa de los hechos y la invocación del derecho en que se funda, y el ofrecimiento de los medios de prueba pertinentes;

6º.
El petitorio, formulado con toda precisión;

7º.
La designación de la casa o lugar que señala el procurador para recibir notificaciones, e indicación del lugar donde se puede emplazar al demandado;

8º.
El lugar y la fecha de la demanda, en letras, firmada por el peticionario;

9º.
Los demás requisitos que exige este Código según la naturaleza de la demanda, y que leyes especiales exigieren.” 


A pesar de que los requisitos antes señalados son de forma, son indispensables para que una acción sea prospera, porque de una demanda bien formulada, dependerá el triunfo del actor; así como de una excepción bien fundamentada, depende el triunfo del demandado.


Con todo lo dicho, cuando el actor se presenta ante el Tribunal competente con el escrito de demanda, y reúne todos los requisitos enunciados por la Ley, el Juez está en la obligación de admitir la demanda, precisamente por lo dispuesto en la Constitución de la República, en su Art. 18.


Una vez admitida la demanda, cosa que se hace por medio de un decreto de sustanciación, el Juez, en el mismo decreto de sustanciación, ordena que se emplace al demandado, y dice: admítase la demanda, téngase por parte y emplácese.


El numeral primero del Art. 193 se establece para efecto de que la competencia del Tribunal esté bien definida, por la naturaleza misma de la acción intentada, y tomando en cuenta los criterios de competencia que se usan en materia civil.


El numeral segundo se refiere a las generales del demandante, para efecto de que esté bien identificado y no haya error en la persona del actor; asimismo pide los  mismos datos del demandado, en el numeral tercero del mismo Artículo. El juzgador tiene que saber a quien notificar y donde hacerlo, en caso de ser necesario. Art. 195 Inciso quinto “De toda resolución que se provea se sacarán las copias necesarias, para ser entregadas a las partes en el momento de la notificación.” El domicilio del demandado es el Criterio de competencia en razón del territorio más usado. Art. 35 Pr. c. 


El numeral cuarto menciona que se tiene que aludir a la cosa que se reclama y la cantidad, así como el valor de aquella o aquellas; esto para efecto de determinar la competencia del Juez y el tipo de juicio que se entablará, en tanto que la cuantía de la cosa litigada sirve de criterio de competencia, así como de criterio para establecer el tipo de juicio que es procedente, así como si no tiene un valor económico estimado, pudiera ser un juicio ordinario. El Art. 512 Pr. c. establece en que casos conocerá el Juez de Primera Instancia en Juicio Sumario, cuando el valor de la cosa litigada sea mayor de diez mil colones y no exceda de veinticinco mil.


Así, todas las formalidades establecidas en la Ley para la demanda, sirven para hacer que esta sea admitida por el Juez, ya que el juzgador está facultado por la Ley para no admitir una demanda, o simplemente hacer prevenciones al litigante descuidado para efecto de que subsane sus errores. Lo que antes hacían, y lamentablemente algunos jueces todavía hacen es decir “presentado en legal forma se proveerá”, cosa que es un atentado contra el derecho de defensa, modernamente los jueces están en disposición de señalar cuales son las formalidades omitidas por el litigante para que éste las subsane, e incluso, más modernamente el Juez subsana errores de derecho.

5.3
Inadmisibilidad de la Demanda

En el título anterior se dijo que para que el Juez admita la demanda, simplemente, el litigante, tiene que cumplir con las formalidades establecidas en la Ley, específicamente en el Art. 193 Pr. c. y teniendo la naturaleza que la misma Ley establece en el Art.  191, también del Código de Procedimientos Civiles.


Según Ossorio, se entiende por Inadmisibilidad la “Excepción (v.) que el demandado opone a la acción del demandante, sin entrar a discutir el fondo de la cuestión planteada, sino alegando otras circunstancias  que impiden la prosecución de la litis.” 


Esa excepción opuesta por el demandado conlleva a mantener el pleito in statu quo, ya que evade que se siga conociendo de lo principal; declarando inadmisible la demanda, el Juez se inhibe de conocer del asunto principal. 


Partiendo del principio dispositivo (v.) que impera en el derecho procesal civil, la inadmisibilidad de la demanda tiene que ser alegada por el demandado, es decir, que el demandado tiene que oponer dicha excepción.

“....se comunica al demandado la admisión de la demanda y se le entrega copia de la misma. Seguidamente se procede al trámite del emplazamiento del demandado para que comparezca en autos. Caso de haber varios demandados, cada uno será emplazado con nuevo plazo, que comenzará el día siguiente al en que se le haga el emplazamiento. Si comparece en juicio dentro del plazo señalado en aquél, se produce la presencia legal del demandado en juicio. Para ello, basta una declaración escrita en la que se limite a manifestar su voluntad de constituirse en parte. Obviamente, caso de inadmisión o repulsión de la demanda, no tendrán lugar estas actuaciones.” (Luis Ribó Duran. Obra Citada)

Cuando el requisito omitido por la parte demandante es esencial para proseguir la causa, el Juez la declara –la demanda– inadmisible, en tanto que la acción intentada en ella es válida, pero le falta un requisito esencial, pues si se trata de omisiones leves el Juez puede prevenir a la parte interesada e incluso hasta corregir errores de derecho, no así los de hecho.

Cuando el Juez previene a la parte demandante para que corrija un error cometido en el escrito de la demanda, le da un plazo prudencial para que subsane el error, sin embargo si no lo hace, declara inadmisible la demanda.

5.4
Ineptitud de la Demanda

Nuestro Código de Procedimientos Civiles no ha dado una definición de la ineptitud de la demanda, solamente la menciona en el Art. 439, y dice: “Todo demandante que no pruebe su acción en primera instancia o que la abandone, será condenado en costas. Será también condenado en costas el demandado que no pruebe su excepción, o que, no oponiendo ninguna, fuere condenado en lo principal, y el contumaz contra quien se pronuncia la sentencia. Si de la causa aparece que una de las partes no sólo no probó su acción o excepción, sino que obró de malicia o que aquélla es inepta, será además condenado en los daños y perjuicios.....” Pero de decir esto a dar un concepto o una definición, está muy lejos. Sin embargo, en lenguaje forense, en doctrina y en jurisprudencia el término ineptitud de la demanda es bastante usual, técnicamente sería más correcto decir que la acción es inepta, porque la demanda como el medio legal de ejercitar el derecho de acción no puede ser inepta, en cambio la acción intentada en ella si es inepta, es decir, que es la acción la que lleva el defecto.


Cuando el Art. 439 dice “... o aquélla es inepta...” se refiere a la acción, en tanto el citado Artículo comienza hablando exacta y expresamente de la acción, de allí que cuando dice “... aquélla...” señala a la expresión a que anteriormente se aludió, y es correcto, sin embargo y como antes se anotó, es frecuente que en la doctrina legal, en jurisprudencia y en resoluciones judiciales se diga: es inepta la demanda, por eso se le llama ineptitud de la demanda.


La demanda inepta es sustancialmente defectuosa e ilegal, en sí, y es desechada de oficio, sin ser alegada por parte, aún cuando el demandado no formule oposición alguna al ser detectado el defecto por el juzgador, es declarada de oficio la ineptitud de la demanda, y desechada tal acción. Por el defecto irremediable que lleva inserta la demanda en la acción ejercida en ella, no puede corregirse o enderezarse. La demanda inepta está destinada al fracaso, por contener un error insalvable, un defecto fatal que lleva a la acción a la muerte antes de nacer; la acción intentada en la demanda nace muerta irremediablemente.


Como la Ley no ha dado concepto ni definición, así como tampoco ha dicho en que casos se declarará inepta la acción contenida en una demanda le ha correspondido a la jurisprudencia mencionar algunos casos: según la jurisprudencia nacional la ineptitud de la demanda se puede dar en los siguientes casos: 1) Cuando el actor carece de derecho; 2) Cuando la acción es ejercida por una vía legal que no es la idónea; y 3) Cuando la acción se entabla contra una o más personas que no están obligadas a satisfacer la pretensión, es decir, cuando hay carencia de legítimo contradictor.


En el primer caso, cuando el actor carece de derecho, por ejemplo Juan Pérez demanda sobre un inmueble que está siendo poseído por otra persona y él tiene un título, pero resulta que al presentar el título, no está a su nombre, y él no tiene derecho alguno sobre el bien que está reclamando; en el segundo caso, cuando la acción es ejercida por una vía legal que no es la idónea. Hay casos en que la Ley dice cual es la vía legal que se va a utilizar, por ejemplo, las cosas que no tienen valor económico o sea que son de valor indeterminado, se ejercerán en juicio civil ordinario; o el caso del juicio civil ordinario de indignidad para suceder, cuando una persona se vuelve indigna para suceder, el objetivo del demandante es que se declare la indignidad para suceder, eso no tiene valor económico “Declárese que Juan Pérez es indigno para suceder”. Pero, teniendo que entablar un juicio civil ordinario, el actor por descuido o por ignorancia, dice que demanda en juicio civil sumario, o viceVersa, que tenga que entablar un juicio sumario y dice que es ordinario, estaría entablando la demanda por una vía que no es la idónea; el tercer caso, cuando falta el legítimo contradictor, referente a los casos de jurisdicción voluntaria, existe una jurisprudencia a nivel de Cámara (San Salvador) que declaró: “El legítimo contradictor en los juicios de rectificación de Partida de Nacimiento es el Sindico del lugar donde está asentada la Partida actualmente, porque el Sindico de otro lugar  no tiene nada que Ver.” Si se entablan diligencias de jurisdicción voluntaria de rectificación de Partida de Nacimiento de conformidad a la Ley del Ejercicio Notarial de la Jurisdicción Voluntaria y de Otras Diligencias, y se notifica a un Sindico diferente al del lugar en donde está asentada la Partida de Nacimiento, hay falta de legítimo contradictor, o sea que se sigan éstas diligencias de conformidad al tramite que establece el Código de Procedimientos Civiles, el punto es que el Sindico de una localidad que no es donde está asentada la Partida de Nacimiento a rectificar, está eximido de ser parte en tal causa. O si se diera el caso que Juan Pérez demanda a Gustavo Méndez por cualquier circunstancia, pero resulta que a quien iba a demandar era a Gustavo Mendoza, hay falta de legítimo contradictor, igual que en el caso antes planteado, y de igual manera que los casos de falta de idoneidad de la vía legal, como en el caso que el actor carece de derecho, ha establecido la jurisprudencia aludida que son casos de ineptitud de la demanda, o mejor dicho que son casos de ineptitud de la acción incorporada en la demanda.


La ineptitud de la acción intentada en una demanda tiene una gracia, y es que la parte perjudicada, es decir, el actor, puede volver a intentar su acción en un nuevo juicio, saneando el defecto que antes lo hizo fracasar, para esto no hay fundamento legal, la base es doctrinaria, y es que cuando se da la ineptitud no se absuelve ni se condena, el Juez no resuelve sobre el objeto principal, y como no entra a conocer de lo principal no da lugar a la cosa juzgada. (v.) El Juez, una vez declarado inepta la demanda, no puede entrar a conocer de excepciones perentorias, porque ello implicaría conocer de lo principal, la ineptitud de la demanda y las excepciones perentorias son incompatibles, y por lógica, tampoco puede entrar a conocer de excepciones dilatorias, ya que no tendría caso poner dilaciones a una causa para sanear cuestiones que pueden subsanarse, cuando aquella tiene un defecto irreparable como son los casos anteriormente señalados que dan motivo a declarar inepta la acción intentada en la demanda. El derecho del actor sobrevive a ésta tragedia procesal para él, porque puede entablar, posteriormente, su acción en una nueva demanda.

5.5
Consecuencias de declarar la Ineptitud de la Demanda

La consecuencia más inmediata y la primera que cabe mencionar es que el Juez no puede entrar a conocer acerca de lo principal, eso tiene mucha trascendencia dentro del juicio civil; segunda consecuencia, el Juez tiene que condenar a pagar costas Procesales, y, además, daños y perjuicios; tercer consecuencia, la acción queda incólume para ser intentada nuevamente por el demandante cuya acción fue declarada inepta, precisamente, a raíz de la primera consecuencia que se mencionó, que el Juez no puede entrar a conocer acerca de lo principal del juicio.


Son muchos casos que en la práctica pueden Verificarse, solamente en el caso de la causa primera, se suelen dar variedad de ejemplos de ineptitud de la acción intentada en una demanda, tal es el caso del heredero de un usufructuario que queriendo reivindicar el usufructo, cuando el usufructo se extingue por la muerte del usufructuario, esa sería una ineptitud típica, siendo que carece de derecho.


La ineptitud puede funcionar como excepción, y si éste es el caso, la tiene que alegar el demandado, esto dicho no es imprescindible, pues si bien es cierto se puede alegar como excepción, también puede ser declarada de oficio, ya que la demanda inepta es una demanda defectuosa e ilegal y ese defecto e ilegalidad que la corrompen puede ser ostensible al grado que el juzgador, sin necesidad de alegato del demandado, la declare de oficio, por ejemplo, en el caso planteado del heredero del usufructuario. Basta el defecto para que el Juez resuelva que la demanda es inepta.


Pero suponiendo que se alega como excepción, ¿cuál sería la naturaleza de esa excepción? En nuestra legislación sólo conocemos dos clases de excepciones, las perentorias y las dilatorias, si tratáramos de incluir la excepción de ineptitud en las excepciones perentorias, sería inapropiado ya que, éstas últimas atacan el asunto principal, y aquellas no atacan el derecho material, de hecho en la ineptitud, como en muchas ocasiones se ha dicho, el juzgador no puede entrar a conocer del asunto principal, en cambio las excepciones perentorias atacan, precisamente, el asunto principal, el derecho sustancial o material, tan así que al declararse inepta la demanda, se puede entablar nuevamente la acción en una nueva demanda, y siendo éste el caso, que el juzgador no entró a conocer de lo principal, no podría ser perentoria. La ineptitud de la demanda no da lugar a cosa juzgada, ni formal ni material. (v.) Por otro lado, la ineptitud cuando se declara se hace por medio de una providencia judicial llamada sentencia interlocutoria que le pone fin al proceso, haciendo imposible su continuación, en cambio las excepciones dilatorias lo que hacen es suspender el proceso, por regla general, para mientras se resuelve el incidente, que suele ser un incidente de previo y especial pronunciamiento. 
Las excepciones dilatorias sirven para denunciar la falta de presupuestos Procesales, no buscan, en ningún momento, dilatar el proceso, como es su consecuencia lógica, el objetivo del legislador al crear estas excepciones es quitar del camino procesal aquellos obstáculos que de no quitarlos a tiempo, podrían devenir en un proceso nulo, en otras palabras, buscan sanear el proceso, por ejemplo, incompetencia de jurisdicción, la ley quiere que quien conozca de un caso sea el Juez competente, y por ello el Juez que no lo es se tiene que declarar incompetente y pasar la causa a aquel que si lo es, dilatando eventualmente el proceso para efecto de lograr su propósito de sanear la causa. La ineptitud, por otro lado, acaba con la acción, extingue la acción, esa cualidad nunca la tendrán las excepciones dilatorias, cuando el Juez dice, declárese inepta la acción, la está extinguiendo, hacen que se venza el proceso pero no ataca el derecho material, por eso la doctrina le dio la calidad de excepción mixta, por el hecho que se pone en medio de unas y otras, y dado que nuestra legislación no reconoce ese tipo de excepciones, mixtas, ha sido la doctrina quien las ha nombrado así. 
La doctrina le dio la calidad de excepción mixta, al igual que a la excepción de cosa juzgada, porque tanto una como la otra tienen características de dilatorias y de perentorias, en el sentido que (1) hacen perecer el derecho del demandante, (2) sin entrar a conocer del asunto principal; siendo el primero consecuencia de las perentorias y el segundo de las dilatorias.

5.6
Anotación Preventiva de la Demanda

Es una medida cautelar que ordena el Juez, aplicable en los casos del Artículo 719 del Código Civil. La parte deberá pedir al Juez que declare la anotación preventiva y la decrete si procede de acuerdo a la Ley (Art. 719 en adelante del Código Civil) y se declarará  en la forma de una sentencia interlocutoria  con fuerza de definitiva, ésta (la anotación preventiva) es secreta, el legislador consideró que no era oportuno que la otra parte se percatara que se está promoviendo dicho trámite.


Como antes se apuntó, el Juicio inicia con el escrito de la demanda, y simultáneamente se pide al Juez que haga la anotación preventiva y se da una provisión, y se envía al Registro para ser anotada la provisión en el Libro respectivo. En el Registro hay varios libros, uno de ellos es el de anotaciones preventivas, y cuando se hace la anotación preventiva, se pone al margen de la escritura matriz.


Esa providencia judicial es apelable, ya que es una sentencia interlocutoria con fuerza de definitiva, (v.) se puede interponer el recurso de alzada, para que sea la Cámara quien decida sobre la aplicabilidad o no de la medida cautelar aludida.


Si de la sentencia definitiva resultare vencedor el demandado, se mandaría a cancelar la anotación preventiva de la demanda, no así si resultare vencido por el demandante (actor) hasta que la sentencia goce de firmeza, o sea esté pasada en autoridad de cosa juzgada. (v.)


Por su naturaleza, la anotación preventiva de la demanda, es transitoria, no puede ser de carácter permanente.

5.7
Requisitos de la Demanda

La demanda como un acto procesal de suma importancia, que es, está sometido a requisitos y debería estar sometida a ellos, pues su forma puede determinar la sentencia definitiva. Artículos 193 No 1, 1273, 1281, todos del Código de Procedimientos Civiles.


Se habla de Juez o Tribunal: cuando se menciona “Juez” se designa al Órgano Jurisdiccional unipersonal; y Tribunal, refiriéndose al Órgano Jurisdiccional colegiado, es decir, los integrados por dos o más jueces, por ejemplo, las Cámaras de 2ª Instancia y las Salas de la Corte Suprema de Justicia; segundo requisito, antes no era necesario poner más datos del actor que el nombre, ahora, es necesario, el nombre la edad, profesión, estado familiar, en fin, todas las generales para identificarlo e individualizarlo, y que no haya confusión de personas o error en la persona, por ejemplo, cuando el hijo lleva el mismo nombre del padre, y tendía a generar confusiones de responsabilidad, con las generales se evita, además un documento de identidad, la ley fue general, no hizo alusión a un documento en particular, puede ser la Cédula de Identidad Personal, el Pasaporte, La licencia de conducir, el Carné Electoral, etc. Para el Abogado, lo ideal es que presente su Carné de Abogado.


La parte material en un juicio es el titular (v.) de la pretensión reclamada, o mejor dicho, el que se presume titular del derecho cuestionado, o más correcto sería, el que reclama ser titular de ciertos derechos sometidos a juicio, ya sea como parte actora, o bien como demandado; la parte formal es la que representa a otra persona, es decir, no comparece reclamando un derecho propio, tal es el caso del procurador por su representado, del Sindico por la Comunidad, etc. (Art. 193 Pr. C) (Ver 5.1 de éste Capítulo)

5.8
La Contestación de la Demanda

“Art. 224.– Contestación es la respuesta que da el reo a la demanda del actor, confesando o contradiciendo la acción y sus fundamentos.” Este es el concepto que da nuestra legislación. Cuando una persona es emplazada, esta puede tomar una de varias actitudes, la primera, que conteste la demanda, y, que es lo que pretendió el legislador, en otras palabras, sería este lo normal dentro del proceso; la segunda posibilidad es que no conteste y alegue excepciones dilatorias; y también puede guardar silencio, es decir, no contestar, ni positiva ni negativamente la demanda.


No se puede confundir el hecho de que no conteste, pero alegue excepciones dilatorias al hecho que no haga nada y simplemente guarde silencio total.


Dándose el caso que el demandado conteste la demanda, puede hacerlo en varios sentidos, totalmente afirmativa; puede ser simplemente negativa; puede ser negativa, alegando a la vez, excepciones perentorias, y hasta dilatorias, en su caso; puede ser negativa, acompañada de una contra demanda o reconvención.


Lo cierto es que el Artículo 224 nos ha dado una definición reducida cuando nos dice que puede ser “...confesando o contradiciendo...” pues del demandado puede presentar una contestación mixta, cuando confiesa una parte y niega otra, puede ser afirmativa y negativa a la vez; el demandado puede aceptar una pretensión y rechazar otra, está en la total libertad de hacerlo.


El demandado cuenta con ciertos derechos, de los cuales puede hacer uso única y exclusivamente al momento de contestar la demanda, por ejemplo, reconvenir, el Art. 232 nos aclara: “Puede el reo hacer reconvención o mutua petición, cuando la acción en que se funda no exija trámites más dilatorios que la intentada por el actor, pero deberá hacerlo precisamente al momento de contestar la demanda; sin embargo, las partes conservan su derecho a salvo para interponer la demanda de reconvención o mutua petición por separado ante el Juez competente.”


En algunos casos, como en el Juicio Ejecutivo, el demandado tiene el derecho de alegar excepciones perentorias, precisamente en el instante de contestar la demanda, y no puede hacerlo en otro momento procesal. Art. 595 Inciso segundo Pr. C. 


Con relación a esos derechos del demandado que puede alegar únicamente al momento de contestar la demanda, funciona el principio de preclusión procesal, de allí la importancia de contestar la demanda en tiempo y forma. Los derechos Procesales hay que ejercerlos oportunamente, por eso cuando los demandados son declarados rebeldes acuden a probar un justo impedimento, el interés es de hacer presencia en el juicio contestando la demanda, para hacer uso de esos derechos que la Ley concede en esa oportunidad procesal.


Se ha dicho que la contestación puede ser totalmente afirmativa o totalmente negativa, de la primera se deduce la figura que conocemos como allanamiento total, en aplicación del adagio que reza “a confesión de parte relevo de prueba”. (Art. 230 Pr.) Ya que sería absurdo pedir una prueba cuando el demandado ha aceptado que la pretensión del actor es cierta, por ejemplo, ha dicho que si es cierto que le es deudor insolvente.


Sin embargo, cuando se trata de confesión parcial, es decir, que el demandado en la contestación acepta parcialmente los alegatos del actor, tendrá que haber término probatorio, para el sólo echo de probar aquellos que no han sido aceptados por el demandado.


En el antiguo derecho romano la confesión fue considerada la Reina de las pruebas, pero con el correr del tiempo ya no es así, la confesión como medio probatorio perdió la corona real, ya que en la escala de preferencia de las pruebas nuestra legislación la coloca en el tercer lugar, si se trata de una confesión judicial, ya que la confesión extrajudicial escrita se encuentra en el séptimo lugar.


En el Proceso de Amparo no se permite el allanamiento de la demanda, pues en este proceso se demanda al Estado o a una autoridad, de conformidad a la Ley de Procedimientos Constitucionales, si el demandado se allana, ese acto de allanamiento es nulo y sin ningún valor.


Una consecuencia jurídica del allanamiento es la conversión del juicio de hecho en un juicio de mero derecho. Y como antes se dijo, si es allanamiento parcial, se proseguirá normalmente con el juicio de hecho en lo tocante a lo negado por el demandado, no obstante concluir ese procedimiento con relación a lo aceptado por aquél. Art. 230 y 514 Pr. C.

La demanda por si sola crea consecuencias, como que no se pueda entablar la misma acción en otro Tribunal, y si así fuera diera lugar a la excepción de Litispendencia, de la que antes se habló, y que es considerada así: “con esta palabra se designan todos los efectos de carácter procesal que desencadena la presentación de la demanda y aún antes de que ésta sea admitida. Dentro de dichos efectos, destacan los siguientes. El perpetuo iurisdictionis, por el que el tribunal competente en el momento de presentarse la demanda lo sigue siendo aunque cambien circunstancias esenciales; por ejemplo, que el demandado cambiara de domicilio al saberse reclamado. El perpetuo legitimationis, por el que la legitimación activa o pasiva de las partes en el momento de presentarse la demanda no cambiará aunque muden circunstancias que modificaran dichas legitimaciones. Una vez iniciado un proceso, no puede iniciarse otro con el mismo contenido; el demandado de este segundo proceso podría oponer la excepción de litispendencia. Por último, hay que tener presente la importancia de la litispendencia en relación con la acumulación de autos.” <<Luis Ribó Durán>>

5.9
Acumulación de Autos

“Es la acordada, de oficio o a instancia de parte, cuando en el mismo juzgado o tribunal se tramitan varias demandas contra un mismo demandado, aunque los actores sean distintos, con tal que en dichas demandas se ejerciten idénticas acciones. Si tales demandas pendieran ante dos o más Juzgados de lo Social de una misma circunscripción, también podrá acordarse la acumulación de todas ellas. cuando el trabajador formule demanda por alguna de las causas que configuran el auto despido y por despido, la demanda que se promueva posteriormente se acumulará a la primera de oficio o a petición de cualquiera de las partes, debiendo debatirse todas las cuestiones planteadas en un solo juicio. Acordada la acumulación de autos, podrá ésta dejarse sin efecto respecto de uno o varios de ellos, si concurren causas que justifiquen su tramitación separada.

Es una de las formas de acumulación procesal. Se contrapone a la de acciones en el sentido de que se acumulan procesos ya iniciados y en marcha, en lugar de acciones que coinciden, desde el inicio o desde que se acumulan, en un solo proceso. Se trata de una aplicación de la pluralidad sucesiva de pretensiones al caso de los autos acumulados. Denominados también reunión de pretensiones, tiene lugar siempre que existen dos o más procesos incoados y que, en definitiva, se acumularán. De ahí el término de acumulación aplicado a la materialidad documental de los procesos ya iniciados. En todo caso, de la acumulación resulta una situación de acumulación de acciones.”

CAPÍTULO VI

LOS MEDIOS PROBATORIOS Y SISTEMAS DE VALORACIÓN

6.0
La Prueba

“Es el acto procesal mediante el cual se pretende conseguir el convencimiento psicológico del juzgador sobre la existencia o Veracidad de los datos contenidos en las alegaciones y que habrá de tener en cuenta en la sentencia. Con la palabra prueba se designa indistintamente la actividad probatoria (la necesidad o no de ella), los medios de prueba (testifical, pericial, etc.), o el resultado de la prueba. En todo caso, y como actividad de comprobación o de Verificación, la prueba no es solo una actividad de las partes, sino también del juzgador, destinatario único de aquélla, ya que la misma lleva el designio de formar su convicción.” <<Luis Ribó Duran>>

6.1
Sistemas de Valoración de las Pruebas


El juzgador tiene que partir de ciertos parámetros legales para darle a las pruebas el valor que les corresponderá, pero el hecho de decir, que el juzgador se tiene que sujetar a ciertos parámetros legales es sin alusión al sistema tarifario, en donde el juzgador se tiene que apegar fielmente al valor que la ley ha dado previamente a los medios probatorios, más bien, en cualquier sistema de valoración de las pruebas, el juzgador se tiene que ceñir a lo preceptuado en la ley, de hecho, es la ley la que determina que sistema de valoración se aplicará en un momento histórico dado, y el juez, en todo caso, se sujetará a lo dispuesto por la Ley, la diferencia es que en unos casos, como el mencionado, el juzgador no tiene libertad de criterios, y en otros el juzgador es quien decide con toda libertad, tal como ocurre en el sistema de la libre convicción, en donde basta con que el juzgador esté convencido de la Veracidad o falsedad de los actos controvertidos para que sean considerados así en la sentencia definitiva. Existen varios sistemas de valoración de las pruebas, así: a) Sistema de la prueba tasada, llamado también prueba legal, sistema tarifario, prueba medida o tarifa legal; b) Sistema de la libre convicción o prueba libre; y c) Sistema de la sana crítica.


En el primero la ley, en forma previa, ha dado el valor a los medios probatorios, es decir, que de antemano señala el valor de la prueba, y el Juez tiene que atenerse íntegramente a lo dispuesto en la ley, en la valoración legal, se convierte el juzgador en un técnico aplicador de la Ley. Es, éste, el sistema más antiguo de los mencionados, y nació a raíz de la desconfianza del legislador para el juzgador, y fue por esa desconfianza que el legislador le dio el valor a las pruebas.


Este sistema de la prueba tasada es el que se aplica en el Código de Procedimientos Civiles, es decir, en el proceso civil; en el proceso laboral, parcialmente; lo mismo en el proceso mercantil y otros que dependen del proceso civil.


Los tratadistas modernos han criticado en el sistema de la sana critica el hecho de restringir al juzgador e impedirlo de utilizar su experiencia, su sentido común y la lógica jurídica.


Los derechos Procesales modernos están informados por el sistema de la Sana Crítica, por que en él se le permite al juzgador hacer uso de todos aquellos conocimientos necesarios para que haya una Verdadera justicia, como antes se mencionó, la experiencia, el sentido común, etc.


El Doctor Bonilla Flores expone un caso de película, en donde un testigo en su deposición asegura que observó al imputado a aproximadamente cuarenta metros de distancia, y describe el color de la ropa que aquél bestia, que era a rayas, y detallaba, incluso los colores de ella, y el abogado contrario le pregunta: ¿Pudo observar, el camanance de mi cliente? La lógica dice que a esa distancia no es posible Ver claramente a una persona, más si el acontecimiento fue a las seis de la tarde y el clima era lluvioso, sin embargo en un sistema de valoración de la prueba legal, bastaría que dos testigos depongan para hacer plena prueba, aún y cuando sus deposiciones sean poco creíbles, la posibilidad de vulnerar el sistema de justicia es más latente en ese sistema, el sistema es frágil en sí.


En el segundo sistema se fue al otro extremo, ya que en él, el Juez es libre, totalmente, en la observación de la prueba, puede dirimir, el Juez, el conflicto con la prueba o aún en contra de ella, éste es un sistema peligroso en manos jueces deshonestos e interesados, afortunadamente este sistema es de muy poca aplicación en nuestro medio, prácticamente se reduce al caso del Tribunal de Jurado en materia procesal penal, el Jurado resuelve por su libre convicción, solamente tiene que sentirlo en su conciencia, estar convencido de los hechos para resolver de esa manera, al grado que se les cuestiona de la siguiente forma: ¿Tiene el honorable Tribunal del Jurado la íntima convicción que el imputado Juan Pérez es culpable? Y contestan: SÍ o NO.


El tercer sistema consiste en que el Juez debe valorar la prueba aplicando la lógica, la experiencia, el sentido común y hasta la sabiduría, en consecuencia, no se trata de un libre razonamiento como sucede en el sistema de la libre convicción, aquí el Juez tiene que fundamentar la sentencia, lógicamente que el Juez debe ser honesto, sin embargo, el Juez, en éste sistema de la sana crítica, no puede aplicar su conocimiento privado, sino que tiene que hacer una valoración fundamentado en la lógica jurídica.


El numeral tercero del Art. 427 dice: “El Juez va estimar el valor de la prueba fijando los principios en que descansa para admitir o desechar aquellas cuya calificación la ley deja a su juicio.” Cuando dice “...aquellas que la ley deja a su juicio...” quiere decir, son únicas, porque en materia civil se aplica el sistema de la prueba tasada (Art. 321 Pr.) y el Juez no puede desconocer esa plena prueba, pues la ley le está diciendo cuanto vale la confesión judicial y extrajudicial, etc. Art. 236, 363, 368, 370 y 428 Pr.- “Es el sistema de apreciación de la prueba que consiste en vincular al juzgador a una valoración preestablecida. La ley, a tal fin, fija un determinado efecto para el resultado de un medio probatorio; de aquí que también se hable en este caso de prueba legal. Entre otros supuestos de esta clase de prueba, cabe señalar la de que la confesión hace prueba contra su autor; el carácter de prueba plena de la confesión bajo juramento decisorio, pese a la concurrencia de cualquier otra prueba. Se contrapone al sistema de la libre apreciación de la prueba, que libera a la convicción judicial de resultados preestablecidos, sin perjuicio de que la apreciación habrá de ser crítica y basada en las reglas de la lógica. En todo caso, la valoración de la prueba, especialmente en los casos en que surgen contradicciones entre lo que resulta de diversas pruebas, es la apreciación conjunta de la prueba, que es una forma de corregir los desequilibrios resultantes de una valoración limitada o fragmentada.” <<Luis Ribó Duran>>

CAPÍTULO VII

Contestación Vrs. no Contestación de la demanda, sus Efectos Procesales y los Derechos del Demandado en Uno u Otro Caso

7.1
La Rebeldía

“Es la falta de personación del demandado en el proceso dentro del término previsto en el emplazamiento. Es la incomparecencia o ausencia inicial en el juicio, con la correspondiente inactividad del rebelde en el litigio cuestionado. Toda vez que la comparecencia es un derecho y no una obligación, la incomparecencia en juicio no se sanciona; pero hay preclusión de las etapas procesales tramitadas mientras dura la rebeldía. El rebelde puede personarse en cualquier estado del juicio, pero éste no retrocederá su procedimiento, sino que proseguirá la marcha procesal, si bien teniéndole ya por parte. El estado jurídico de rebeldía, que es independiente de la voluntariedad del demandado para incurrir en aquélla, no influirá en la falta de defensa; pero no significa que la sentencia tenga que ser favorable a la demanda.....” <<Luis Ribó Durán>>   

Es pues, el silencio injustificado del demandado en el juicio, lo que lo lleva a ser considerado rebelde. En nuestro ordenamiento jurisdiccional y jurisprudencial, en materia civil, es ampliamente aplicada la declaratoria de rebeldía, no así en otras áreas jurisdiccionales, como el proceso de familia, de inquilinato, y otros similares, dado que el Legislador quiso dar, al silencio del demandado, otro efecto procesal diferente a la rebeldía. En estos casos, el legislador quiso que hecho el emplazamiento, si el demandado no contesta en el término de ley se le nombrará al Procurador Adscrito al Tribunal para que represente los intereses del demandado.


¿Cuál fue la filosofía del Legislador al crear la institución de la rebeldía? Partiendo del carácter particular de los actos procesales, y que por ende de la naturaleza dispositiva de los mismos, se impulsa el proceso a iniciativa de las partes. Cada una en su momento procesal hace lo propio para dar impulso al proceso. El primer acto procesal es el realizado por el actor, la demanda, el demandado en reacción a la demanda, contesta, bien afirmando o contradiciendo, existiendo, en el grado de tentativa, la posibilidad de desatarse el conflicto, por ser negado por el demandado las pretensiones del demandado, sin embargo, si el demandado no contesta la demanda, se violentaría su derecho de defensa seguir el proceso sin su comparecencia, además que, por no haber hecho de su parte lo propio para impulsar el proceso, éste quedaría detenido, hasta que aquél decida contestar la demanda, y eso entorpecería el derecho del actor a que se le resuelva lo que ha pedido, derecho que le es conferido por la Constitución de la República; pero el Legislador dijo: “Art.  530.– Si el demandado no comparece a sacar el proceso dentro del término legal, vencido éste, pedirá el demandante que se le declare rebelde; y,  constándole así al Juez, lo declarará rebelde y tendrá por contestada negativamente la demanda”
/  


En una forma la declaratoria de rebeldía es una manera de proteger los derechos tanto del actor, como del demandado, del actor pues se da curso a la causa en donde su contraparte se niega a comparecer; y del demandado, por que se le otorga el beneficio de la duda, y no se aplica el aforismo “el que calla otorga”, al contrario se le tiene por contestado en sentido negativo, debiendo, el actor, probar sus alegatos en forma fidedigna; pudiendo el demandado triunfar en el pleito, aún sin haber sido parte de él.


De aquí se deduce que la contestación del demandado no necesariamente será en forma expresa, puede ser “ficta”, y esto ocurre cuando no contesta y se le declara en rebeldía, porque hay una presunción de derecho (contestación negativa)

7.2
La Rebeldía Hace Precluir el Derecho de Contestar la Demanda


Para efecto de que el derecho del demandante se mantenga, es decir, que no se quede suspenso ante el silencio del demandado, éste último aprovechado de la naturaleza de la contestación de la demanda, es decir, que no es obligatoria y además que goza de un plazo no perentorio, aunado al principio dispositivo, el demandado podría detener el curso de la causa, y dejar insatisfecha la pretensión del demandante, burlándose así de un derecho “legítimo” de aquél.


Es pues, ésta causa, en beneficio del demandante, en tanto que pone en movimiento la causa y permite que los actos Procesales no se congelen y queden en el olvido.

7.3
La Rebeldía Hace Contestada la Demanda en Sentido Negativo

Una vez declarada la rebeldía por incomparecencia del demandado, dice la Ley, se tiene por contestada la demanda en sentido negativo, y si la demanda no fuere acompañada de los documentos pertinentes para que la causa sea de mero derecho, será suficiente para confirmar la naturaleza de un juicio de hecho, con todas las formalidades de tal. Esta consecuencia de la declaratoria de rebeldía es en beneficio de los intereses del demandado ausente, para que se respete su derecho a presumirse inocente, de acuerdo a los preceptos constitucionales. Además que el demandado puede en todo momento presentarse a interrumpir la rebeldía, haciéndose parte en la causa, solamente que con la carga de aceptar el proceso en el estado en que se encuentre, salvo que impugne la rebeldía, por haber estado impedido con justa causa para comparecer.


En otras palabras, y como antes se dijo, la declaratoria de rebeldía es una institución que protege los intereses del actor y del demandado, en el sentido antes señalado.


Si el demandado no contesta, el juicio continúa, pero y dado que el demandado no se defiende, el actor, en todo caso, tiene la carga de la prueba sobre sí.

7.4
La Declaratoria de Rebeldía


Como antes se dijo, el primer beneficiado de que se dé la declaratoria de rebeldía es el actor o demandante, en todo caso, es el único que tiene presencia procesal, y por ello es quien tiene que pedirla, pero aún y con el principio dispositivo del proceso civil, es el Juez el Director del proceso y es él quien declara la rebeldía. Art. 2 y 530 Pr.


El demandante pide la declaratoria de rebeldía y el Juez declara la rebeldía en la forma que lo establece el Código de Procedimientos Civiles.


La palabra rebelde es sinónimo de contumaz, y en términos generales lleva implícita la idea popular de la persona renuente, desentendida y negligente.

7.5
La Declaratoria de Rebeldía como Sanción Procesal


Además de lo anterior, la declaratoria de rebeldía trae consigo de manera imbíbita, una sanción procesal y consiste en que al declarado rebelde no se le continúan haciendo notificaciones ni citaciones, de acuerdo al Art. 532 Pr. La última notificación que se le hace al rebelde es la que informa de la interlocutoria en donde se le declaró en rebeldía y nada más, sin embargo esto ha sido cuestionado, por vulnerar el derecho de defensa del demandado, ha sido severamente criticado y con mucha razón, ya que si se ha dicho que no es obligación contestar la demanda y menos aún en un tiempo determinado, sino que es una carga procesal, no es lógico ni justo sancionar a una persona por no hacer algo a lo que no está obligado.


La declaratoria de rebeldía no debería llevar encerrada una sanción para el demandado que no contesta, no solamente por los impedimentos que pudieran justificar su ausencia procesal, sino que también por que como derecho que tiene de contestar la demanda, puede hacer caso omiso de él, y renunciar tácitamente al mismo, y no Verse en la situación de ser sancionado por no apersonarse.

7.6
La Declaratoria de Rebeldía, una Institución que hay que Rescatar


Como ya se dijo, esta Institución fue consentida en el proceso civil porque en el momento histórico, se creyó que era lo más adecuado, tanto para el demandante como para el demandado, pues de una manera muy especial mantenía en pie los derechos de ambos, en otras palabras, con ella no se desconocían derecho de una ni de otra parte, sin embargo con el constante evolucionar del pensamiento jurídico se ha llegado a la conclusión de que en cierta manera se violenta el derecho del demandado declarado rebelde, y efectivamente es así, ya que el declarado rebelde queda totalmente aislado de la actividad procesal, pareciera que el legislador quiso desobligar al juzgador de notificar al rebelde por el hecho de haber sido declarado como tal, y tal cosa si es atentatoria al derecho de defensa, pues el proceso se convierte en unipersonal, en tanto que el único que tiene participación en el juicio es el demandante, y el declarado rebelde guarda silencio. El carácter contencioso del juicio se vuelve puramente formalista, ante la expectativa de que el rebelde se presente en cualquier momento a interrumpir su rebeldía, o en el momento procesal oportuno a impugnarla. No hay legítima defensa para el demandado, y de acuerdo al tenor literal de nuestra legislación, ni siquiera cabría notificarle, al rebelde, de la sentencia definitiva, para que en tiempo y forma interponga el recurso que estime conveniente, ya que tal providencia se notifica por medio de edicto en el tablero del tribunal; sin embargo hay jueces con un criterio más amplio y notifican personalmente al demandado declarado rebelde de la sentencia definitiva para que de ella pueda recurrir en la forma que lo estime, sea en alzada o en cualquier otro recurso que proceda.


En el moderno proceso de familia se da un trato especial al caso de que el demandado guarde silencio y no se apersone al juzgado a que se le tenga por parte, y ese trato especial consiste en que se le nombra al Procurador Adscrito al tribunal para que lo represente, sin embargo es el Procurador quien impulsa el proceso en todas sus etapas y realiza una representación del “procesalmente ausente”. Pero es de hacer notar que la rebeldía, como institución procesal, no existe en este proceso, se da una resolución final en un proceso en que quien ha sabido de las providencias judiciales es un funcionario del Ministerio Público ajeno totalmente a los intereses del demandado, y que en la mayoría de los casos, lamentablemente, está interesado únicamente en el sueldo que gana como Procurador, sin dedicar el menor empeño en su trabajo, aceptando la resoluciones como vengan y dejando que las providencias judiciales se den por inercia, no obstante, el Legislador de Familia ha tenido causas históricas, sociales y culturales para regular de esa manera la no-contestación de la demanda, por la clase de juicios que en esa materia se ventilan, puede, incluso, decirse, que es lo más apropiado, no así en el proceso civil.


En el proceso civil es necesaria la declaratoria de rebeldía, pero replanteada, de manera que sea plenamente para proteger los derechos de demandante y demandado, y no para poner a uno en ventaja y al otro en desventaja, sería correcto suprimir el carácter sancionador de la declaratoria de rebeldía, por las razones antes dichas y democratizar así el juicio civil, en el sentido que el declarado rebelde conserve su derecho de seguir de cerca las providencias judiciales, aún y cuando éste no haya contestado la demanda y no se presente a que se le tenga por parte. En otras palabras la naturaleza y nombre de esa institución no deben obedecer a la terquedad del demandado en no contestar la demanda, sino al derecho que él tiene de hacerlo o no hacerlo, y de no hacerlo, que se le tenga en rebeldía de contestar la demanda, retomando la idea del proceso de familia de nombrarle un Procurador que le represente, sin que aquél pierda su derecho de seguir de cerca la acontecido en el proceso, cuando se trate de providencias judiciales que la Ley exige que se notifique personalmente, se haga así al demandado, además de a su procurador nombrado. Así se estaría rescatando la “DECLARATORIA DE REBELDÍA” como institución procesal.

7.7
Los Derechos del Rebelde y Algunos Efectos de la Declaratoria de Rebeldía


El efecto más relevante es que la sentencia definitiva pronunciada en el proceso causa estado si no se interpone recurso contra ella, de conformidad al Art. 534 Pr. El demandado se declara en rebeldía y el proceso sigue su curso hasta llegar a la sentencia definitiva, esa sentencia va a quedar firme en contra del demandado aunque no haya intervenido en el juicio. Esta es la causa principal por lo que antes afirmamos que la declaratoria de rebeldía debería ser despojada del carácter sancionador, y realizar las respectivas notificaciones y citaciones al demandado declarado rebelde, en tanto que el privar al rebelde del conocimiento de la causa que se instruye en su contra es inconstitucional: “Art. 3.— Todas las personas son iguales ante la ley....”; “Art. 8.— Nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda ni a privarse de lo que ella no prohíbe.”, todos, preceptos constitucionales; además del principio de presunción de inocencia reconocido en nuestro ordenamiento constitucional.


El demandado declarado rebelde tiene derecho a apelar contra la sentencia definitiva que le cause agravio. “Art. 534.— La sentencia pronunciada en rebeldía en primera o segunda instancia causa ejecutoria contra el rebelde si no interpone apelación o suplica, en su caso, dentro de los tres días siguientes al de la notificación hecha a la parte presente.”


En el anterior artículo la Ley ha cometido una de sus más grandes ironías, concediendo al rebelde el derecho a apelar de la sentencia definitiva pronunciada en primera o en segunda instancia, pero el rebelde no es notificado de ella, y si lo es, no en forma directa, sino por medio de edicto fijado en el tablero del tribunal, pero la Ley dice que se entenderá pasada en autoridad de cosa juzgada tres días después de la notificación hecha a la parte presente; es ilógico que se le conceda el derecho de apelar sino tiene conocimiento de la existencia de la resolución.


Además del derecho de apelar a una sentencia adversa, el demandado rebelde tiene derecho a alegar excepciones perentorias y en algunos casos también a alegar excepciones dilatorias. Art. 131 Pr.


Ante el primer derecho, de apelar, en tanto que la resolución pronunciada causa ejecutoria contra el rebelde sino interpone el recurso de apelación dentro de los tres días siguientes al de la notificación, pero ¿cómo conocerá el rebelde de la existencia de la sentencia en su contra?, si el Juez no continúa haciendo notificaciones, y por ende no le notifica de la sentencia definitiva, ni aún siendo en su contra, si se entera es por razones ajenas a los medios Procesales de comunicación, es decir, que se enterara si tiene “suerte”, siendo lo más común es que la sentencia sea desfavorable a la parte demandada declarada rebelde y el ausente lo ignore totalmente y por ello se encuentra impedido de apelar de esa resolución. 


Si nos referimos al derecho del rebelde, de interponer excepciones perentorias, amen de que el Art. 131 Pr. establece que dichas excepciones pueden alegarse en cualquier estado de la causa,  esto está íntimamente vinculado a otro derecho del rebelde como es el de interrumpir la rebeldía, que puede hacerlo en cualquier estado del proceso, antes de la sentencia, esto porque el rebelde puede tener interés en participar en el proceso, en cualquiera de las providencias judiciales, pero una vez pronunciada la sentencia, se fenece la causa, y no queda más que recurrir, caso que proceda.


Se ha dicho, con relación a las excepciones perentorias, que pueden alegarse en cualquier estado del proceso, pero también se ha dicho que el rebelde, en determinado momento puede alegar excepciones dilatorias, pero ¿cómo? Si las excepciones dilatorias, al menos en los juicios ordinarios se alegan antes de contestar la demanda y sin contestarla, pues la excepción dilatoria es un mecanismo de denunciar la falta de presupuestos Procesales, es decir, es una forma de corregir una demanda defectuosa, para evitar en lo futuro un proceso nulo, y en algunas clases de juicios, las excepciones dilatorias se alegan al momento de contestar la demanda; pero en el caso del rebelde, se le tiene por contestada la demanda, y el término para contestar, procesalmente ha precluído, es decir, ha pasado la etapa de contestación, entonces el rebelde tiene derecho a impugnar (v) la rebeldía, haciendo perecer las consecuencias de la dicha declaratoria, entre ellas, la de no contestar, siendo así, el demandado que impugna la rebeldía tiene derecho de contestar la demanda, alegar excepciones dilatorias e incluso alegar excepciones perentorias, en el caso que se deban alegar al momento de contestar la demanda.


El demandado declarado rebelde tiene derecho a interrumpir la rebeldía, hay que tener presente aquí que la declaratoria de rebeldía se dio por ausencia del demandado, entonces, se interrumpirá le rebeldía cuando el rebelde se presente al tribunal, ya sea en forma personal o por medio de su representante legal, dado que la rebeldía es precisamente la ausencia procesal del demandado, pero ese demandado tiene derecho de apersonarse al proceso en cualquier momento procesal, antes de la sentencia, este derecho lo dispone el Art. 533 Pr.


Desde el momento en que se declara la rebeldía se le notifica al rebelde de ello y desde ese momento puede presentarse de interrumpirla, prosiguiendo el juicio normalmente, pero el legislador no podía dejar en incertidumbre al demandante al retroceder el proceso sólo porque el demandado se presenta a interrumpir la rebeldía, este último tiene la carga procesal de tomar el proceso en el estado en que se encuentra al momento de interrumpir la rebeldía, aún perdiendo el derecho de aportar pruebas si el término para ello ha concluido. La interrupción de la rebeldía puede ser expresa o tácita, no es necesario decir que se está interrumpiendo la rebeldía, basta con que se haga presencia procesal.


No obstante todo lo anterior, el demandado puede impugnar la rebeldía, algunos autores, muy ilustrativos, llaman a esto “purga de la rebeldía”, pero como quiera que sea la denominación, es otro derecho del rebelde, y encuentra su asidero legal en el “Art. 229.— Al impedido con justa causa no le corre término, ni se le considera rebelde para tener por contestada la demanda ni por desierta la acción.”


Y es que la rebeldía se le aplica al demandado que no contesta la demanda porque no quiere o que por ignorancia no lo hace, más aquél que hallándose impedido de realizar ese acto procesal, no lo hace, se le excusa y se le da una nueva oportunidad, tanto así, que una vez declarado el justo impedimento, después de notificada la declaratoria de rebeldía, se le da un plazo para “continuar su acción o excepción”. Sin embargo el demandado no cuenta con mucho tiempo para proceder a impugnar la rebeldía, el Art. 538 le concede tres días: “Si el actor que desertare lo hubiere hecho por causa legítima, o el reo la hubiere tenido para ser rebelde, podrá dentro de tercero día, contado al siguiente al de la notificación de la declaratoria, pedir que se le reciba a prueba sobre dicha causa: el Juez dará traslado por tres días a la parte contraria y con lo que conteste o en su rebeldía, recibirá a prueba el artículo por ocho días con todos cargos, y vencidos dictará la resolución que convenga dentro de los tres días siguientes sin otro procedimiento.”


Cabe hacerse una pregunta ¿En qué se beneficia el demandado rebelde en impugnar la rebeldía? O ¿Por qué querría demostrarle al Juez que tuvo un justo impedimento para no contestar la demanda? Ya que una vez probado ese extremo, ha logrado purgar la rebeldía, si prueba que al momento del emplazamiento estuvo gravemente enfermo y dado a eso no contesto la demanda, habría cumplido con su objetivo: impugnar la rebeldía. Pero cual es el valor procesal de impugnar la rebeldía y no simplemente interrumpirla, siendo esto último más fácil y no requiere probar nada. Hay derechos que solamente se pueden ejercer al momento de contestar la demanda, como antes se ha anotado, por ejemplo, el derecho de contrademandar o reconvenir, solamente al momento de contestar la demanda se puede hacer mutua petición. Art. 232 Pr.; y en algunos casos, como en los juicios ejecutivos y de familia, ejercer el derecho de alegar excepciones dilatorias o perentorias, que en los casos antes señalados, se tienen que ejercer precisamente al contestar la demanda, no se pueden invocar en otro momento procesal.


Si interrumpe la rebeldía, toma el proceso en el estado en que lo encuentre, a diferencia de lo que ocurre si impugna la rebeldía, que puede hacer retroceder el proceso hasta el inicio, siendo esto una ventaja para el demandado que había sido declarado rebelde.


En síntesis, los derechos más importantes del rebelde son:

a) Alzarse contra una sentencia firme desfavorable (Aunque no tenga muchas oportunidades reales);

b) Alegar excepciones dilatorias o perentorias (en algunos casos es necesario impugnar la rebeldía para alegar las excepciones perentorias, y las dilatorias, para su procedencia, la purga de la rebeldía es requisito sine qua non, en todos los casos)

c) Interrumpir la rebeldía;

d) Impugnar la rebeldía; y

e) Reconvenir o contrademandar (Caso que se impugne la rebeldía)

El interés, básicamente, de invocar cualquiera de los derechos antes mencionados es realizar una mejor defensa procesal. (Desde la óptica del demandado)


Primera etapa: Transcurrido el término de ley para contestar la demanda, después de hecho el emplazamiento, la parte actora pide la declaratoria del rebeldía, y concediéndosele, se le tiene por contestada la demanda en sentido negativo, hay una consecuencia; Segunda etapa: Art. 530 Pr.; Notificación de la declaratoria de rebeldía, según el Art. 538 Pr. el demandado cuenta con tres días contados desde el siguientes al de la notificación para probar un justo impedimento. Si la notificación se Verifica un cinco de mayo, el demandado cuenta con los días seis, siete y ocho de mayo para hacerlo; Tercera etapa: El Art. 538 Pr. dice que se tiene que dar traslado a la parte contraria (actor) por tres días, aquí, puede ser que el actor se oponga, que acepte el justo impedimento o que guarde silencio, si se opone viene una Cuarta etapa) Abrir a prueba por el término de ocho días, se abre a prueba el incidente, y si hay oposición el término es para probar la existencia del justo impedimento; si no hay oposición, puede ser desde dos perspectivas: a) que el actor diga “no me opongo siempre y cuando pruebe lo alegado” o que diga, simplemente “no me opongo”, en el primer caso habría lugar a abrir a prueba, en el segundo no tendría caso probar el justo impedimento, si no contesta deviene otra consecuencia jurídica representada en otra figura procesal, que es el acuse de rebeldía, ya que el citado artículo dice “dará traslado por tres días a la parte contraria y con lo que conteste o en su rebeldía, recibirá a prueba....”


Si el demandado presenta prueba documental adjunta a la solicitud de impugnar la rebeldía, y el actor no contesta, se vuelve innecesario abrir a prueba.


Pero volviendo al silencio del actor, como se trata de un traslado y no de un emplazamiento, se le acusa de rebelde, esta figura, no obstante su parecido a la declaratoria de rebeldía, no es lo mismo que esta, puesto que la declaratoria de rebeldía, en primera instancia, sólo se da en un momento procesal, cuando el demandado no contesta la demanda, en pocas palabras, sería prácticamente imposible declarar rebelde al actor en primera instancia. Ver Art. 539 Pr. c.

7.8
La Declaratoria de Rebeldía en Segunda Instancia


Anteriormente se ha dicho que la declaratoria de rebeldía solamente se da en dos momentos procesales, en primera instancia, cuando el demandado no contesta la demanda y ante ella se mantiene en total silencio, en absoluta ausencia; en segunda instancia, también se puede dar la declaratoria de rebeldía, aunque con algunas diferencias. Según el Art. 980 Pr. “Apelación o alzada es un recurso ordinario que la ley concede a todo litigante cuando crea haber recibido agravio por la sentencia del Juez inferior, para reclamar de ella ante el tribunal superior.”


Pero, cabe hacerse una pregunta ¿Qué tiene que Ver el recurso de apelación con la declaratoria de rebeldía? Simple, cuando la declaratoria de rebeldía se da en segunda instancia es porque una de las partes, quien haya recibido agravio, se alza contra una resolución del tribunal inferior, pudiendo tratarse, incluso, de la sentencia definitiva. Los recursos sirven para impugnar las resoluciones judiciales, y en el caso del recurso de apelación, cuando se apela de una sentencia definitiva, es decir, de la pronunciada a quo, hace que el proceso se eleve a una segunda instancia, ante un Tribunal inmediato superior en grado, por regla general, es una Cámara de Apelaciones o de Segunda Instancia. Pero admitido el recurso de apelación, de conformidad con la ley, se tiene que “avisar” a las partes, tanto a la parte apelante, como a la parte pasiva del recurso. Según el Art. 995 Pr. “El auto de admisión de este recurso, en cualquier causa, contendrá siempre la calidad de emplazamiento a las partes para que acudan a usar de sus derechos ante la Cámara de Segunda Instancia, dentro de tres días.....”


Es, pues, ese “aviso” que se le hace a las partes sobre la “admisión del recurso” un emplazamiento con todas las formalidades de Ley, llegando a la razón principal de que en primera instancia se declare rebelde el demandado que no contesta, y es que no contesta un emplazamiento, al igual que en segunda instancia, se da el emplazamiento, y aquí en segunda instancia, el más interesado en que prosiga la causa es el apelante, por ello existe la posibilidad que el vencedor en primera instancia y sujeto pasivo del recurso se muestre negligente a actuar como parte en segunda instancia, y por ello se le declare rebelde. Tanto en primera, como en segunda instancia se da un emplazamiento, en un caso para hacer saber al demandado que existe un proceso judicial en su contra, y en segunda, para hacer saber al vencedor del proceso cuya resolución se pretende impugnar que se ha admitido un recurso contra la sentencia que lo beneficiaba y por ello “la lucha judicial continúa”, aunque en segunda instancia el Verdadero conflicto legal es entre el apelante y la sentencia que se impugna.

CAPÍTULO VIII

El Acuse de Rebeldía


“Art. 1015.— Si habiéndose otorgado la apelación por el Juez inferior tan sólo en el efecto devolutivo, creyese el apelante que debió otorgarse también en el suspensivo, puede solicitar ante el tribunal superior, por artículo previo, que se suspenda la ejecución de la sentencia apelada. La Cámara, previo traslado por tres días de la parte contraria y con lo que diga, o en su rebeldía, acusada que sea.....”

El artículo anterior establece expresamente un traslado por tres días a un litigante, y dice “... con lo que diga, o en su rebeldía...” pero anteriormente habíamos dicho que la declaratoria de rebeldía solamente procede en dos momentos específicos del proceso, en primera y segunda instancia, una vez en cada caso, es decir, en primera instancia, solo hay un momento procesal para declarar la rebeldía, y es cuando el demandado no contesta la demanda existiendo un formal emplazamiento; y en segunda instancia, cuando el apelado no se constituye en parte, existiendo también un emplazamiento, en los términos antes anotados. Pero el Art. 1015 Pr. habla de rebeldía, refiriéndose a un traslado, no hay aquí emplazamiento, el proceso, por lógica, ya está en curso, y para el caso especial de la anterior disposición, se ha elevado a una segunda instancia, y es allí donde se da el traslado, en estos casos hay una figura a propósito semejante a la declaratoria de rebeldía y es el acuse de rebeldía.


Otra disposición que hace referencia al acuse de rebeldía es el Art. 1262 que dice: “Transcurrido cualquier término y acusada la rebeldía, se mandarán sacar los autos, con escrito o sin él....”


En nuestra legislación son pocos los artículos que mencionan esta institución, las antes mencionadas y disposiciones como el Art. 446 Pr. que dice: “Si las partes pidieran ejecutoria de la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada en el primer caso del artículo anterior, se resolverá su solicitud de la manera establecida en el artículo 444. Si la ejecutoria se pidiere en el segundo caso, se traerá con lo que dentro de tercero día diga la parte contraria, y con lo que exponga, o en su rebeldía, acusada que sea.....”


La Ley no ha dado ninguna definición de esto, y todos los artículos que mencionan al acuse de rebeldía, la asignan a la falta de comparecencia de una de las partes cuando se corre traslado o se concede audiencia a ellas, es decir, que cuando a una de las partes se le corre traslado y no se presenta a evacuarlo, se le acusa de rebelde, y como siempre, es la parte diligente e interesada en el curso del proceso quien pide que se del acuse de rebeldía.


En algunas ocasiones el legislador no dice expresamente que se trata del acuse de rebeldía, pero se deduce, por ejemplo el Artículo 551 Pr. que dice: “El Juez a quien se pidiere la acumulación, dará audiencia por tres días a la parte contraria, y con lo que ésta exponga o en su rebeldía, resolverá  si procede o no la acumulación..”


La disposición anterior no aclaró expresamente si se trataba de una declaratoria de rebeldía o de un acuse de rebeldía, pero con lo que antes se ha dicho de ambas figuras Procesales, se deduce que obligatoriamente se trata de acuse de rebeldía.


Cuando una de las partes (actor o reo) deja pasar el término de ley sin hacer uso de su derecho, siempre y cuando ese derecho no se trate de contestar la demanda o la apelación en segunda instancia, se le da el acuse de rebeldía.

8.1
Efectos del Acuse de Rebeldía
a) Hace precluir el derecho a evacuar una audiencia o un traslado a la parte contra quien opera el acuse;

b) Al acusado rebelde se le tiene por conforme con la actuación solicitada por la contraparte, que da origen al acuse, es decir, que al silencio se le da un efecto positivo, aplicándose el adagio que dice “el que calla otorga”;

c) Permite el impulso del proceso, y el Juez accede a lo solicitado, caso que proceda. (Sí es improcedente, no lo admite aunque la contraparte no se oponga)

De lo anterior se deduce, que cuando una de las partes solicita algo al Juez, para concedérselo, éste, manda llamar a la otra parte, y lo hace por medio de una audiencia o de un traslado, y cuando la parte llamada no acude a evacuar el traslado o la audiencia, se da el acuse de rebeldía.

8.2
Diferencias entre el Acuse de Rebeldía y la Declaratoria de Rebeldía
1ª
La Ley da una interpretación diferente a la no-contestación en uno y otro caso, en la declaratoria de rebeldía, se presume que el emplazado contesta en sentido negativo; en el acuse de rebeldía, ocurre todo lo contrario, la Ley ha dado un sentido positivo al silencio del acusado rebelde, como sí éste no se opusiera a las pretensiones de la contraparte.

2ª
Cuando se da el acuse de rebeldía, se le continúan haciendo notificaciones y citaciones al acusado rebelde; en la declaratoria de rebeldía solamente se le notifica que se le ha declarado rebelde y el proceso prosigue sin tomarse en cuenta al emplazado.

3ª
El acuse de rebeldía procede para cualquiera de las partes, siempre que no se presente a evacuar una audiencia o un traslado; la declaratoria de rebeldía, por su parte, solamente contra el emplazado, en primera instancia únicamente el demandado tiene la calidad de emplazado, en segunda instancia el apelado, que también tiene la calidad de emplazado. (Ver)

Capítulo IX

Fin de la Primera Instancia y Comienzo de la Segunda
9.0
Generalidades


No todos los recursos ordinarios regulados en nuestra legislación, elevan la causa a segunda instancia, solamente el de apelación y el de revisión; otros recursos ordinarios, por ser del conocimiento del mismo tribunal que conoció de la resolución recurrida, no elevan la causa a segunda instancia, es decir, no causan segunda instancia, tales son: el recurso de mutación o revocación y explicación o reforma en lo accesorio. En su momento histórico, también el recurso de súplica llevaba a otra instancia, a la tercera instancia, que ahora no es ya sino parte del andamiaje de los recuerdos jurídicos.

Todo juicio tiene como finalidad y fundamento definir una situación jurídica, es por ello que se deben evacuar las diferentes etapas legalmente previstas, dentro de lo normal; es decir, que según el legislador, un juicio, lógicamente desarrollado dentro de una instancia, tiene un fin previsto en la ley; al igual que comienza, termina; y, ese fin tiene especial importancia, ya que es ahí donde se declara con ciertas solemnidades, que el demandado efectivamente <<debe pagar>>, que ciertamente ha usurpado una porción de terreno o que es oportuno subastar públicamente sus bienes para satisfacer una obligación líquida; o por otro lado, que la demanda es infundada, absolviendo al demandado; por ser una cuestión definitiva, puede causar un agravio a una de las partes.

Por tratarse de la sentencia definitiva, ha puesto fin a una instancia. En ese momento solamente resta ejecutar lo sentenciado, lógicamente si tiene efectos positivos; lo cierto es que una de las partes puede mostrarse agraviada por la decisión final del Juez, con lo que estaría concluyendo el litigio, afectando sus derechos, probablemente de una manera injusta.

Pero el legislador, con un criterio muy avanzado, previó esos posibles daños injustificados que podría sufrir una de las partes en la sentencia, o en cualquier etapa del proceso e instituyó los llamados recursos, que no son otra cosa que una vía de denunciar las resoluciones judiciales, de ilegales, de incongruentes o simplemente de gravosas.

9.1
Ejecución de la Sentencia


El Art. 190 Pr. Ya citado en más de alguna ocasión, incurrió en omisión, ya que al enumerar las partes principales del juicio, se quedó con la sentencia como última etapa procesal, como dejando a la libre voluntad del condenado, el cumplir con dicha sentencia; sin embargo, los jueces tienen potestad absoluta de hacer ejecutar lo juzgado por ellos y esa etapa de ejecución es una etapa normal dentro de un juicio y no solamente normal sino principal.

Pero debido a que el desfavorecido cuenta con tres días, contados a partir del día siguiente al de la notificación en que se le dio a conocer su derrota, para interponer recurso de apelación, esto de conformidad a los Arts. 980 y 981 Pr. Salvo que en ese momento, renuncie a ese derecho y dejé así expedito el camino para ejecución sin que se cumplan los tres días del 981.

En la practica ocurre que al momento de celebrarse un contrato, cuando no existe siquiera la expectativa de surgir un proceso legal, alguno renuncia al derecho de apelar, sobre todo del decreto de embargo, sentencia de remate y de otras providencias propias del juicio ejecutivo; en relación a esto hay una muy sensata doctrina legal que reza “Temas: Garantías de orden constitucional y procesal; Infracción del debido proceso; Particulares; Renuncia a recursos procesales; Debido proceso. Máxima: En la renuncia anticipada al ejercicio de los recursos procesales, entran en juego garantías de orden constitucional y procesal, que de no ser reconocidas y respetados impedirían la adecuada tutela y la consiguiente salvaguardia de los derechos de los particulares, provocando un estado de desigualdad e indefensión con infracción del debido proceso. Temas: Recursos procesales; Renuncia a recursos procesales; Violación a derechos constitucionales; Violación de derechos. Máxima: La renuncia anticipada al ejercicio de los recursos procesales carece de valor legal, por que de aceptar esta tesis, sería aceptar también que se violen derechos establecidos en la Constitución de la República. (Doctrina legal 1021/1997 Valle y otro vrs. Iraheta)

En síntesis puede decirse que nadie puede renunciar a un derecho que aún no tiene, es decir que jurídicamente no le ha nacido.
9.2
Suspensión de la Ejecución por Elevación a Segunda Instancia
“Art. 990 Pr.— Luego que un litigante presente su escrito de apelación, queda circunscrita la jurisdicción del Juez para solo declarar si es o no admisible en uno o en ambos efectos, y cualquier otra providencia que dicte, se reputará atentatoria; pero esto no obsta para que termine cualquiera diligencia comenzada ya en el caso de presentarse el escrito de apelación.”
La apelación es un recurso ordinario, procede contra las resoluciones de un juez inferior en grado, sólo puede interponerse en los casos determinados legalmente. Puede producir efecto devolutivo o efecto suspensivo. Se admite en ambos efectos sólo cuando la ley lo dispone expresamente. Se debe interponer ante el mismo tribunal que dictó el auto recurrido (Art. 988 Pr.) quien tiene facultad de admitirlo o declararlo inadmisible; pero será competente para conocer y decidir del recurso referido, una vez admitido lógicamente, el tribunal superior en grado. Interpuesto el recurso de apelación, el juez lo admitirá, en uno o en ambos efectos, según sea procedente de acuerdo con las previsiones legales. Arts. 983, 984 y 985 Pr.
Pero nuestro código de procedimientos civiles ha ido más allá de simplemente expresar en qué tipo de resoluciones procede el recurso de apelación, en el Art. 986 también aclara en qué casos no procede, es decir, en que casos se niega.

El Art. 980 Pr. Dice: “Apelación o alzada es un recurso ordinario que la ley concede a todo litigante cuando crea haber recibido agravio por la sentencia del Juez inferior, para reclamar de ella ante el tribunal superior”

Para que haya segunda instancia, tiene que haberse admitido el recurso de apelación en ambos efectos. Art.983.- Dos son los efectos que produce la apelación: el uno suspensivo y el otro devolutivo. Por el Segundo se da únicamente conocimiento de la causa al superior, sin quedar embarazado el inferior para llevar adelante la ejecución provisional de sus providencias. Es así como la apelación admitida en efecto suspensivo ó en ambos efectos eleva a una segunda instancia.
9.3
Admisión de la apelación
Art. 991.- Siempre que se interpusiere apelación está obligado el Juez, antes de toda otra cosa y sin tramitación alguna, a concederla o negarla, conforme a la ley, debiendo expresarse si se admite en uno o en ambos efectos. Si la otorga simplemente, se entiende otorgada en los dos efectos, y para que lo sea únicamente en el devolutivo, es menester que lo exprese así el auto. Nunca podrá admitir el Juez la apelación con la fórmula: en cuanto ha lugar en derecho.

Art.- 993.- Cuando el Juez hubiere otorgado la apelación simplemente o en ambos efectos, remitirá el proceso original al tribunal superior en el día, si residiere en el mismo lugar, y sin perdida de tiempo, si residiere en lugar distinto.


¿Qué se necesita para que la apelación sea admitida? En realidad poco; por tratarse de un recurso ordinario, la ley no ha establecido requisitos demasiado rigurosos para su interposición y admisión, como ocurre con el de casación, simplemente creer haber recibido un agravio por la sentencia del Juez inferior (ver 980 Pr) Lógicamente ese agravio debe ser real y jurídicamente válido o mejor sería decir, procesalmente válido.

Es decir, que debido a que la ley misma ha sido quien ha reservado el derecho a los litigantes, para que al concluir un litigio, si no les es favorable y les ocasiona alguna especie de agravio, interpongan algún recurso, entre otros, el de apelación, regulado en el Art. 980 Pr. ya citado, está dentro de lo que podría considerarse normal el hecho de subir a una segunda instancia.
9.4
Modo de Proceder en Segunda Instancia


Independientemente del derecho a hacer uso del recurso de hecho, el apelante, además de necesitar de la admisión del Juez inferior, necesita que la Cámara de Segunda Instancia estime procedente el recurso, según el Art. 1002 Pr.

En segunda instancia siguen vigentes principios y formas procesales que en primera instancia ya han sido superados, por ejemplo que el apelante (que en primera instancia sería el demandante) se presente a retirar los autos por el término ordinario y lo devuelva, agrando un escrito llamado “expresa agravios”, según los Arts. 1003 y 1005 relacionados, ambos del código de procedimientos civiles.


Ese acto de presentarse a hacerse parte en segunda instancia, es personal y en una audiencia, pues el escrito presentado es el de apelación y ya ha sido presentado con anterioridad. Art. 1004 Pr.


En segunda instancia técnicamente no hay emplazamiento, porque ese acto procesal es exclusivamente dirigido al demandado para que se presente a hacer uso de sus derechos, por existir una demanda en su contra; en segunda instancia no hay demandante y demandado, de hecho se dice que se trata de una lucha entre la sentencia del Juez y el agraviado por ella y por eso se habla de apelante y apelado, en donde al apelado se le llama para que manifieste su opinión y aporte elementos porque es algo que le atañe directamente; sin embargo si relacionamos al Art. 1006 Pr. que habla de correr traslado al apelado para que conteste a aquél escrito llamado “expresa agravios” con otro escrito llamado “responde agravios”, con el Art. 995 Pr. Extraemos la idea que siempre si existe el emplazamiento en segunda instancia; y, ciertamente si hacemos memoria, de cuando  hablamos de la declaratoria de rebeldía, dijimos que solamente se da en un momento procesal en primera instancia y en otro momento procesal en segunda instancia y debido a que la declaratoria de rebeldía se da únicamente cuando no se responde ante el hecho de ser “emplazado legalmente”, se deduce que en segunda instancia hay emplazamiento y consecuentemente hay declaratoria de rebeldía.

En síntesis, tanto el apelante como el apelado, retiran el proceso para estudiarlo, el uno, expresar y el otro responder, agravios. Arts. 1004, 1006 y 1007 Pr. Al apelante se le entrega el proceso y al apelado se le corre traslado (Ver)


Lógicamente el término de seis días a que se refiere el Art. 1007 es un término no perentorio y no es común.

Si el Juez admite la apelación en efecto devolutivo únicamente, queda expedita su jurisdicción para hacer cumplir sus providencias y llevar adelante la tramitación del juicio hasta ponerlo en estado de sentencia definitiva, si la apelación fuera de una sentencia interlocutoria. En cambio si ha sido admitida en ambos efectos, es decir, en el efecto suspensivo o simplemente ha sido admitida, queda del todo suspensa su jurisdicción, al grado que cualquier providencia diferente a la de admitir o rechazar el recurso es considerada atentatoria y partiendo del supuesto que es admitido el recurso, y, además, en ambos efectos, no le queda más, al Juez inferior, que realizar la remisión de autos al Tribunal superior (ad quem)

9.5
Apelación Adhesiva

Aquí se aplica los principios reinantes en la reconvención y los mismos fines de economía procesal de ella. El apelante al presentar su escrito de responde agravios, al igual que el demandado al presentar el suyo de contestación de la demanda, puede presentar sus propias alegaciones y dado que en segunda instancia lo que está siendo cuestionado es la resolución del Juez y que en esa resolución judicial pueden sucumbir ambas partes, en alguna porción de sus pretensiones y mostrarse agraviados, igualmente podrían apelar indistintamente. Es el caso que uno de los litigantes apela y el otro se adhiere y lo hace precisamente al momento de responder agravios, en atención al precepto de reconvenir en el mismo escrito de contestación de la demanda y lógicamente en ese mismo momento procesal. Art. 1010 Pr. relacionado con el Art. 232 Pr.

El escrito presentado por el apelado sufriría una pequeña variación, según el 1012 del código de procedimientos civiles, el nema ya no sería simplemente de responde, sino que pasaría a ser “responde y alega”.


El litigante que apeló anticipadamente, recibiría un traslado para responder agravios y respondería con un escrito llamado responde; lógicamente, repentinamente paso a tener calidad de apelado, además de apelante, se deduce que, podría ser declarado rebelde sino responde a la apelación adhesiva. Esto se deduce al combinar los Arts. 1010, 1011, 1012 y 995, todos del código de procedimientos civiles. Surge la pregunta ¿Será que en éste caso se da la declaratoria de rebeldía en dos oportunidades? Pues los dos tienen calidad de apelados y a ambos se les corre traslado, el cual tiene calidad de emplazamiento de acuerdo al 995 Pr. En realidad, debido a que la adhesión de la apelación solamente se da cuando se responde agravios, Art. 1010 Pr. En ese caso, el simple hecho de existir apelación por adhesión nos dice que el apelado no pudo ser declarado en rebeldía, y que efectivamente no la hubo, quedando en pie la idea que la declaratoria de rebeldía solo puede darse en un momento procesal, en segunda instancia.
9.6
Conversión de la Apelación


Como ya se mencionó, la apelación puede admitirse en efecto devolutivo o en efecto suspensivo, éste último, conocido también como, ambos efectos. Puede ocurrir que se admita en efecto devolutivo y el litigante estime que debió proceder en ambos efectos. El Art. 1015 Pr. Regula el derecho del que pueden hacer uso los litigantes cuando se encuentren en tal situación, es decir, del derecho que consiste en convertir el efecto devolutivo en ambos efectos, de la apelación admitida.

“Si habiéndose otorgado la apelación por el Juez inferior tan sólo en el efecto devolutivo, creyese el apelante que debió haberse otorgado también en el suspensivo, puede solicitar ante el tribunal superior, por artículo previo, que se suspenda la ejecución de la sentencia apelada. La Cámara, previo traslado por tres días a la parte contraria y con lo que diga, o en su rebeldía, acusada que sea, pasado dicho término, debe decidir dentro de tercero día sobre éste incidente, accediendo o no a la pretensión, según fuere de justicia, y acordando, en su caso, que se expida despacho al Juez inferior para que suspenda la ejecución de la sentencia y remita lo actuado.”

Hay dos cosas vinculadas al hecho de solicitar que se modifique el efecto de la apelación: a) Se trata de una excepción dilatoria y por ende debe ser resuelta por medio de una sentencia interlocutoria; y b) Se produce un traslado y al inobservarlo, puede ocurrir el acuse de rebeldía.


Pero la conversión de la apelación no solamente sirve al apelante que quiera convertir el efecto devolutivo en efecto suspensivo; también le aprovecha al apelado que pretenda hacer lo contrario.
Es, pues, la oportunidad procesal que tienen, tanto el apelante como el apelado, para conseguir que la admisión del recurso de apelación en uno o en ambos efectos se convierta en admisión en ambos efectos o en un solo efecto, respectivamente.

Nuestro código de procedimientos civiles en ningún momento nominó expresamente una figura procesal llamada “conversión de la apelación”, sin embargo lo regula en el caso del Art. 1015, para el apelante en los términos ya apuntados y en la circunstancia contraria se contempla en el Art. 1016, al expresar: “Si la apelación se hubiere otorgado en ambos efectos, no habiendo debido otorgarse más que en el devolutivo, puede el apelado, moviendo artículo previo, pedir que se mande poner en ejecución la sentencia; y oyendo al apelante, de la manera prevenida en el artículo anterior, mandará la Cámara en el término prefijado, si lo creyere justo, que se libre despacho al Juez inferior, con las inserciones convenientes, para que lleve a efecto la sentencia apelada y continúe la causa conforme al artículo 983 reteniendo los autos originales.”

Tanto el Art. 1015 como el Art. 1016, regulan la conversión de la apelación; el primero en provecho del apelante, pues es a éste al que conviene que la apelación se admita en ambos efectos y como consecuencia lógica, que el tribunal superior siga conociendo de la causa; el segundo sirve a los fines del apelado, a quien le aprovecharía todo lo contrario, pues es el tribunal inferior el que le está siendo favorable.

La resolución que resuelve ese incidente no admite recurso alguno. Art. 1017 Pr.
9.7
Las pruebas en Segunda Instancia


La regla general que se aplica en segunda instancia es que no hay término probatorio. Es así que cuando el Art. 1019 Pr. dice “En segunda instancia sólo podrá recibirse la causa a prueba en los casos siguientes…” Está abriendo la posibilidad a una excepción a la regla general.
1º
En los casos de los artículos 1014 y 1018; <<del mismo Pr.>>

2º
Para probar hechos que propuestos en primera instancia no fueron admitidos;
3º
Para examinar los testigos que, habiendo sido designados nominalmente en el interrogatorio, no fueron examinados en primera instancia, por enfermedad, ausencia u otro motivo independiente de la voluntad de la parte; pero en este caso el examen sólo recaerá sobre los testigos que no fueron examinados, y por los puntos propuestos en el interrogatorio en que se designaron nominalmente.

El único punto en el que valdría la pena detenerse aquí sería sobre lo establecido del artículo 1014 específicamente sobre las nuevas excepciones, por el hecho que no aclara qué tipo de excepciones y podría pensarse que procederían tanto dilatorias como perentorias, sin ser eso correcto. Lo cierto es que esas nuevas excepciones deben sobrevenir estando ya en alzada y lógicamente solo podrían sobrevenir las de tipo perentorio, de hecho en primera instancia las excepciones dilatorias deben alegarse de una sola vez y las que se aleguen de forma diferente serán rechazadas de oficio. Art. 130 Pr. En cambio las excepciones perentorias pueden oponerse en cualquier estado del juicio y en cualquiera de las instancias, antes de la sentencia. Art. 131 Pr. (Ver excepciones dilatorias y perentorias)

Si se alegan excepciones, que tendrían que ser perentorias como ya comprobamos, se abre a prueba en segunda instancia. Art. 1020 Pr. “La recepción a prueba se pedirá en el tiempo señalado para expresar o contestar agravios, o al promoverse los incidentes de falsedad o de verificación de escrituras.”
9.8
Alegatos de Bien Probado

Otro punto que sigue sin cambios en el tiempo aquí en segunda instancia, y que en primera ha caído en total desuso, es el de los alegatos de bien probado, que no son otra cosa que conclusiones, luego de evacuarse el término probatorio, en caso que haya habido, para sustentar mejor y en base a criterios de buen derecho las alegaciones sustentadas por las pruebas ventiladas, es decir, que las partes exponen las consecuencias jurídicas que extraen de las pruebas que se han practicado. Según el Art. 1025 Pr.


“Vencido el término probatorio, caso de haber tenido lugar, se dará traslado por seis días a cada una de las partes para que aleguen de bien probado, y se procederá como dispone el artículo 1008.”


En la práctica esto ha resultado incongruente con el principio de celeridad procesal: 1) Porque los términos no son comunes; 2) Porque dichos términos no son perentorios; y 3) Porque  podrían ser utilizados para dilatar injustificadamente el proceso (Ver términos procesales)
9.9
Recurso de Hecho


¿Cuándo?, ¿Quién? y ¿Por qué?... El recurso de hecho no es otra cosa que el mismo recurso de “apelación”, es decir, se trata del mismo recurso ordinario establecido en el artículo 980 Pr. O casi cualquier recurso, no solamente el de apelación puede sufrir la variante de presentarse de hecho. Se necesita simplemente de el recurso sea presentado por el Juez a quo y resuelto por el tribunal ad quem, es decir, que sea de la clase de recursos que se presentan al tribunal que conoció de la sentencia recurrida, para que éste se pronuncie únicamente sobre su admisibilidad y sea resuelto por un tribunal superior, una vez admitido ¿Por qué? Porque “Negada la apelación por el Juez <<a quo>> debiendo haberse concedido, podrá el apelante presentarse al tribunal superior dentro de tres días contados desde el siguiente al de la notificación de la negativa… pidiendo que se admita el recurso…” Art. 1028 Pr.

Es el mismo Art. 1018 Pr. quien da las respuestas sobre ¿Cuándo? ¿Quién? y ¿Por qué?: Cuando se recibe la notificación de haberse negado la admisión del recurso, sea de apelación o cualquier otro, contando con tres días; Se trata de un interés del apelante y es él quien procura que sea admitido el recurso que ha interpuesto; Tomando en cuenta que el Juez a quo podría estar manteniendo un criterio errático y en base a ello, negar indebidamente la procedencia del recurso, en vista de eso, el legislador ha querido amparar al litigante en el sentido de permitirle presentarse directamente al tribunal superior y plantear su interés de discutir asuntos no considerados en primera instancia o pasados por alto.

2ª Parte

Eventos que Dilatan y otros Actos que se dan Eventualmente en el Proceso
Capítulo X

La Contra-Demanda

“Art. 232.— Puede el reo hacer reconvención o mutua petición, cuando la acción en que se funda no exija tramites más dilatorios que la intentada por el actor, pero deberá hacerlo precisamente al contestar la demanda; sin embargo, las partes conservaran su derecho a salvo para interponer la demanda de reconvención o mutua petición por separado ante el Juez competente.”


En capítulos anteriores me he referido a la demanda, aquí volveremos al mismo tema, con una pequeña variante, y es que me referiré a un acto procesal que se da eventualmente en el proceso, cuando el que es emplazado ante la demanda del que reclama de él cosa alguna, y a su vez tiene que reclamar de aquel, y en su escrito de contestación, además de contestar, incorpora una re-petición, es decir que adiciona sus reclamos, técnicamente eso es lo que se conoce como mutua petición o reconvención. Si se está siendo demandado, se contesta y a la vez se demanda, pero en el mismo escrito de contestación, y así se vuelve competente a un Juez que podría no serlo.


En la práctica suele ocurrir que las personas al ser demandadas se den por aludidas y se sientan ofendidas y acudan a toda clase de medidas para “vengarse” de la medida tomada por su contraparte.


Como ya mencioné, uno de los derechos del demandado es reconvenir y que ese derecho lo puede ejercer única y precisamente al momento de contestar la demanda y en ese mismo escrito. Éste es el único caso en donde el escrito de contestación de la demanda lleva imbíbita una demanda.


Sin embargo, el simple hecho de ser demandados por alguien no nos coloca en opción de reconvenir, así como tampoco el tener algo que reclamar de nuestro demandante nos proporciona ese derecho, ya que existen presupuestos procesales que deben cumplirse para que proceda la reconvención, entre otros, que la acción no exija tramites más dilatorios que la acción intentada en la demanda, que se interponga oportunamente, etc.

La reconvención es un indicador de que no ha habido declaratoria de rebeldía, en tanto que supone una contestación a la demanda dentro del término legal—convencional, ya que pudo contestar dentro del exegético periodo contemplado en la Ley y antes que el actor pidiera la declaratoria de rebeldía. Tácitamente hay una convención entre actor y demandado, que consiste en proporcionar al demandado tiempo extra para acudir a contestar la demanda y valerse de los derechos que la Ley le confiere en ese momento procesal.

Nuestra legislación no ha dado una definición de reconvención, únicamente aparece el concepto, en el precitado artículo 232 del Código de Procedimientos Civiles. En lenguaje forense es comúnmente llamada contrademanda, y esto encuentra su fundamento y explicación en la definición que proporciona el tratadista Eduardo Pallares, quien dice: “Es la demanda que el demandado endereza en contra del actor, precisamente al contestar la demanda; en otras palabras es la demanda que el reo hace valer contra el actor en el mismo juicio en que es demandado.”

En sentido estricto no puede considerarse demanda, ya que no lo es, en tanto que el concepto reza claramente que la demanda es el primer escrito que se presenta ante Juez competente, y el demandado responde con una contestación escrita y con ciertas formalidades, y cuando en ese escrito de contestación se incluye una petición adicional al pleito, que para ese entonces es principal, se le conoce como mutua petición, reconvención o contrademanda.

Pero otro tratadista, Vicente Carabantes, dice: “La reconvención o mutua petición es la petición o nueva demanda que dirige el demandado contra el actor ante el mismo Juez que lo emplazó, en oposición a la demanda del contrario.”

Aquí sostendré una tesis muy diferente a la que sostienen los citados tratadistas, pues ambos caen en inconsistencias doctrinales, y diré que reconvención es la contestación que incluyendo petición va dirigida al Juez que ha realizado el emplazamiento, contra el que interpuso la demanda, como primer, y eventualmente, único escrito reclamatorio; llevando imbíbita la finalidad de que las partes adquieran la calidad de actor y reo indistintamente.

Técnicamente, cuando el demandado dirige el escrito donde contesta a los términos de la demanda, si en él incluye una petición expresa para el demandante, no se trata de una demanda. No puede el demandado contestar a la demanda con otra demanda, tal cosa provocaría que se dieran dos juicios diferentes y que la idea que contrademanda perdiera valor práctico. Ambos tendrían que contestar a sus respectivas demandas, lo cierto es que el demandado contesta efectivamente, y sea que lo haga allanándose a las pretensiones del actor o rechazándolas, será reconvención si incluye allí sus propias pretensiones.

La idea de la contrademanda nació por razones de economía procesal, así para las partes, como para el Órgano Judicial, y es que evita tramites innecesarios.

Algunos autores hablan de un primer y segundo juicio, en la reconvención es totalmente improcedente hacerlo, como incorrecto es hablar de una primera y segunda demanda, en tanto que la demanda nace como tal y existe la tentativa que el juicio se desarrollé en términos normales, es decir, que el demandado conteste la demanda, simplemente. Pero aquí, el demandado no puede contestar a esa demanda con otro escrito de demanda, como ya dije antes, lo hace como regularmente se hace, con un escrito de contestación a la demanda, y en él incluye una pretensión formal, lo que la convierte en una reconvención.

Es oportuno analizar la definición que nos da el tratadista español Luis Ribó Duran: “Es una forma de ampliar el objeto litigioso añadiendo nuevas pretensiones al proceso ya iniciado. Pero, en lugar de tratarse de una ampliación formulada por el demandante, la reconvención es una ampliación que procede del demandado...” De esta primera parte de dicha definición podemos criticar que si bien es cierto, ambas pretensiones se ventilarán en la misma causa, no quiere decir que se fundirán en una sola, no se trata de ampliar pretensiones, más bien se trata de agregar pretensiones al proceso, ya que es lo que hace el demandado, agregar sus propias pretensiones en contra de su agresor procesal, pero es acertado decir que se agregan pretensiones a un proceso ya iniciado. 
Duran, en un intento por salvar su error, agregó que la ampliación procede del demandado, pero empeoro su situación entrando en una nueva contradicción y puso más al descubierto su error, y es que el demandado no podría ampliarle las pretensiones al actor, sería como decir que el demandado agrega más pretensiones en contra de sí mismo, como recordando al demandante que tiene más que reclamarle, y si bien es cierto podría darse el caso en un presupuesto excesivamente remoto, tal cosa no sería reconvención. Pero continúa diciendo Duran “... Este, en lugar de contestar a la demanda defendiéndose de ella, pasa al ataque esgrimiendo una o más acciones contra el demandante y que, por sí mismas, podían ser objeto de un proceso independiente...” Aquí si llegó al colmo del error, y es que un requisito para reconvenir es hacerlo al momento de contestar la demanda y en el mismo escrito de contestación, no podría el demandado evadir el hecho de contestar la demanda del actor y reconvenir, eso degeneraría a la “reconvención” en una demanda independiente, y pondría al primer demandante en la opción de pedir la declaratoria de rebeldía si aquél confiado en que ha demandado también no necesita contestar a la demanda en su contra, y lógicamente ambas demandas formarían expedientes separados y procesos independientes, pero la cosa no llega ahí, Duran entra en una nueva contradicción cuando dice que el demandado en lugar de defenderse pasa al ataque esgrimiendo una o más acciones contra el demandante, y aquí es de hacer notar que las pretensiones que agrega el demandado por ser muy suyas no atacan las pretensiones del actor sino que pretenden hacer valer lo suyo. El demandado se coloca en una situación de “Sí me reclamas lo que te debo, te reclamo lo que me debes”. Continúa, Duran, diciendo con toda propiedad  “...Sólo puede ser reconvenido o destinatario de la reconvención el demandante. La pretensión objeto de la reconvención ha de ser materia para la que sea competente el tribunal que conoce del proceso ya iniciado. Como que no es imprescindible que la reconvención se formule de manera expresa y basta que su utilización resulte de la actuación en autos del demandado, puede decirse que cabe la reconvención implícita.

La economía procesal se logra disminuyendo la cantidad de expedientes judiciales existentes, que sería igual decir, que se disminuirá la cantidad de procesos. Escriche sustenta esta teoría cuando dice que con la “...reconvención se disminuyen los litigios...”

10.1
Principios Constitucionales que Apoyan la Reconvención

Los artículos 3 y 18 de la Constitución (de 1983) son el asidero legal de la reconvención o mutua petición.

“Art. 3.— Todas las personas son iguales ante la Ley”

“Art.  18.— Toda persona tiene derecho a dirigir sus peticiones por escrito, de manera decorosa, a las autoridades legalmente establecidas; a que se le resuelvan, y a que se les haga saber lo resuelto.”

Comúnmente suele aplicarse los principios constitucionales para el Derecho Penal, donde se tienen que respetar integralmente todas las garantías constitucionales, para efecto de no vulnerar derechos ciudadanos, por ser el área del derecho que afecta los derechos más elementales de la persona humana, como es la libertad, y en casos extremos, hasta la vida: igualdad, presunción de inocencia, etc. Con todo, al derecho civil le son aplicables principios constitucionales, de hecho ningún ordenamiento legal secundario puede escapar a la influencia constitucional, eso es lo que llamamos imperio de la Ley, o Estado Constitucional de Derecho en contraposición al simple estado de derecho.

10.2
Requisitos de la Reconvención o Mutua Petición


La reconvención requiere una serie de requisitos para su validez, como ya dije, no se puede invocar a capricho del demandado. No es suficiente que concurra uno de los requisitos, existe un grupo de requerimientos indispensables y son:

1) Tiene que ser ejercida por el interesado, es decir, por la parte material, tomando en cuenta la clasificación que hace el Maestro Carnelutti de las partes, quien las divide en formales y materiales. En este sentido no ha regulado nada el legislador, pero la jurisprudencia se ha encargado de suplir el vacío legal.

2) La Reconvención tiene que ser interpuesta en el preciso instante de contestar la demanda, y además en el mismo escrito. Eso por el cuasicontrato de litis contestatio (ver)

3) Que la acción que se ejerza en la reconvención no exija tramites más dilatorios que los de la acción ejercida en la demanda. Cabe recordar que en materia Civil los juicios se clasifican según su complejidad en verbales, sumarios y ordinarios. El Juicio Sumario funciona bajo la formula ( 3 días para CONTESTAR ( 8 días para PROBAR ( 3 días para SENTENCIA; el juicio ordinario funciona en base a la formula ( 6 días para CONTESTAR ( 20 días para PROBAR ( 12 días para SENTENCIA. Así, si en la demanda se propone un juicio ordinario y la contrademanda propone un juicio sumario, éste último por ser menos dilatorio y por ser la acción de la reconvención, se adhiere al juicio ordinario, y la reconvención sí procede.

4) El Juez que conoce de la contrademanda tiene que ser competente en razón de la materia, es decir, que lo reclamado por el demandado como reconvención tiene que ventilarse ante la competencia del mismo Juez que lo está emplazando, de lo contrario no puede prosperar dicha acción, si así fuera se perdería la lógica de la competencia judicial en razón de la materia. Ejemplo si el demandado es empleado del actor e intenta hacer mutua petición por haber sido despedido injustificadamente, no puede reconvenir, porque el Juez no es competente en razón de la materia. Nuestra legislación no dijo nada al respecto, pero la lógica es tal que  existe jurisprudencia al respecto.

10.3
La Competencia en Razón del Territorio en la Reconvención


Es criterio casi universal de competencia en razón del territorio el domicilio del demandado, el actor debe entablar su demanda ante el tribunal que es competente para aquél, es decir, aquel Juez que tiene su competencia territorial en el lugar del domicilio del demandado; sin embargo, cuando el demandado decide contrademandar, lógicamente por estar siendo emplazado por un Juez que es competente para él, no tiene que seguir la regla mencionada, pues de la reconvención sería competente el mismo Juez que lo está emplazando, de hecho esa es la lógica de la reconvención.


Así pues, el Juez que conoce de la demanda se vuelve competente en razón del territorio para conocer de la reconvención. Por ejemplo, se entabla una demanda en el Juzgado de lo Civil de la Ciudad de San Miguel, por lógica deducimos que el demandado tiene domicilio en esa Ciudad, pero el actor tiene su domicilio en la Ciudad de San Salvador; cuando el demandado contesta la demanda y reconviene, el Juez de la Ciudad de San Miguel se vuelve competente por razón del territorio, aún y cuando el demandado que es en la contrademanda viva en San Salvador, por el hecho que ese Tribunal ya comenzó las primeras diligencias, y dado que la acción del demandado se conocerá en la misma causa donde él ha sido emplazado. Lo anterior es en atención del principio principal que motiva a la reconvención, economía procesal.


El procedimiento que la Ley señala para tramitar la acción que se ejerce en la demanda es el que se aplica para tramitar la acción ejercida en la reconvención; el procedimiento de la acción de la demanda absorbe  al procedimiento de la acción de la reconvención. Si la demanda es en juicio civil ordinario, y la reconvención, normalmente se ventilaría en juicio civil sumario, se ventilará junto al juicio civil ordinario siguiendo los términos y formalidades de éste para ambos, es decir que la acción contenida en la reconvención se ampliaría adoptando forma de juicio civil ordinario, así:

DEMANDA (  SE VENTILA EN JUICIO CIVIL ORDINARIO

SEIS



VEINTE



DOCE

Término para contestar -
    Término probatorio-
  Término de Sentencia


La acción de la contra demanda se ventila en juicio civil sumario
Adoptaría la formula anterior, aunque normalmente no sea así.

10.4
La Reconvención Dilata el Proceso


El acto jurídico que hace nacer un proceso civil es una declaratoria de voluntad con ciertas formalidades, a lo que técnicamente llamamos demanda; presentada ésta y admitida por el Juez, viene la siguiente etapa procesal, el emplazamiento, si se tratare de un juicio civil ordinario, ese emplazamiento contendría  el plazo de seis días para que el emplazado conteste la demanda, y eso precisamente, constituye la siguiente etapa del proceso, la contestación de la demanda y es ahí donde se da la eventualidad de la reconvención, pues el proceso en términos normales solamente incluiría un proceso, el iniciado por el actor, y el demandado contestaría a ese emplazamiento; pero en el escrito de contestación el demandado agrega una pretensión suya contra el que lo demanda, y el proceso ya se encontraba en una etapa bien definida. Aquí viene el efecto que nos ocupa que se origina de la reconvención: la acción ejercida en la reconvención hace que se suspenda el tramite de la acción contenida en la demanda, mientras las dos acciones se equiparan, una vez esto ocurre, siguen avanzando juntas. La reconvención es una verdadera demanda incorporada en la contestación y por ello debe reunir los requisitos del artículo 193 del Código de Procedimientos Civiles.


Normalmente, y es lo que se espera, que el demandado conteste la demanda y que lo haga allanándose o rechazando, pero independientemente que niegue o se allane, puede reconvenir, es decir, demandar en ese mismo escrito, a quien lo ha demandado, y eso equivaldría a entablar su demanda por la misma vía utilizada por su rival. Como se puede deducir uno de ellos ha entablado primero la acción y como la reconvención coloca al actor en situación de demandado, lo coloca en la necesidad procesal de contestar demanda en el proceso donde él es actor, pero para contestar la demanda hay un término bien puntualizado en la Ley, y para entonces ha transcurrido, en tanto que el término para contestar la demanda es un término exclusivo para el demandado, y aquí el actor accidentalmente se convirtió en demandado, entonces su acción se debe suspender, para que él cuente con un término a fin de hacer uso de sus derechos, contestando la contrademanda. Se suspende la acción del actor, para colocar la acción de la reconvención en igualdad procesal con la de aquél, y a la vez para garantizar el derecho de defensa del reconvenido, quien debe contestar la demanda que contra él se tramita, de ahí en adelante los términos serán comunes para ambos.


Jurídica y materialmente la reconvención hace que dos juicios sean uno sólo, ya que se resuelven en una misma sentencia y en una misma instancia, y al final se pronuncia sobre los dos reclamos en la misma sentencia, absolviendo a ambos, condenando a ambos o condenando a uno y absolviendo a otro, indistintamente.


Lo importante es que en el término probatorio ambas partes presenten pruebas para fundamentar sus respectivas pretensiones como para desvirtuar la del otro, es decir, que el término probatorio es común para ambas acciones y para ambas partes, lo mismo ocurre con el término para resolver, tan así, que el Juez tiene que resolver en la misma sentencia, ambas pretensiones.

Capítulo XI
Las Excepciones


La demanda se plantea con la intención de que alguien cumpla forzosamente con algo que voluntariamente no ha hecho, el requisito sine qua non es que haya un demandado, es decir, un legítimo contradictor, éste al ser emplazado puede lanzar alegatos oponiéndolos contra la pretensión del actor, ya sea denunciando la falta de capacidad para demandar, la deficiencia en la demanda; o bien para atacar directamente la acción, tratándose de hechos excluyentes, o siempre que se trate de una defensa sustantiva, alegando inexistencia de la obligación.


Las excepciones se oponen de diversa manera, dependiendo de la naturaleza de ellas; existen las que necesariamente se deben oponer al momento de contestar la demanda, como las hay de las que se pueden alegar en cualquier estado de la causa, antes de pronunciarse la sentencia definitiva.


En cualquier caso, las excepciones son formas de esgrimir, ya sea de manera evasora o agresiva, los ataques que el demandante lanza en contra del demandado.

Es de suponer que el demandado se va a oponer a las pretensiones del actor, si alega alguna clase de excepciones, sobre todo si se trata de excepciones perentorias. No obstante puede el demandado alegar excepciones y posteriormente allanarse a la demanda, aceptando en todo los términos de ella, ya que cuando se alegan excepciones dilatorias (Ver) generalmente, no se contesta la demanda.

Uno de los derechos del demandado, antes de contestar la demanda, alegar excepciones dilatorias, siempre que se trate de juicios que se tramiten como ordinarios.

Las excepciones son efectivamente, una manera de bregar contra la demanda, acusándola de insuficiente o de improcedente, atacando los fundamentos de aquella, o la manera de plantear las pretensiones en la misma.

11.1
Las Excepciones Dilatorias

En un sentido general y común, la expresión dilatar significa volver más prolongado un procedimiento. Dilatar es sinónimo de retrasar, demorar, diferir, prorrogar, suspender, rezagar, postergar, entretener, posponer y en definitiva dificultar la acción del demandante, quien tendría que aguardar a que se evacue la excepción dilatoria para ver proseguir la causa en la que él reclama cosa alguna.

Generalmente las excepciones dilatorias proponen artículos de previo y especial pronunciamiento, es decir, mientras se resuelve sobre aspectos que probablemente no son de la esencia de la acción, y que no obstante eso, pueden dejarla sin efecto. Por ejemplo “A” debe a “B” una cantidad de dinero y “C” siendo hijo de “B”, entabla acción judicial contra “A”, alegando tener poder bastante para hacerlo, pero sin presentar el testimonio de escritura pública que lo demuestre, “A”, como demandado, no contesta la demanda, por el contrario alega la excepción dilatoria de falta de personalidad en la parte actora; el demandado en ningún momento alego inexistencia de la deuda o pago, simplemente que quien lo estaba demandando no tenía personalidad para hacerlo. Este es un típico caso de artículo de previo y especial pronunciamiento provocado por una de las tantas excepciones dilatorias que existen. Se difiere el curso del proceso, se suspenden las consecuentes etapas del proceso: la contestación de la demanda no se verificó y lógicamente no se abrirá a pruebas la causa, aunque sí el incidente; pero aquí cabe hacer una aclaración, que ese incidente no necesariamente necesita de ser probado y el caso arriba planteado es típico en que se da una excepción dilatoria y no se abre a pruebas el incidente porque el defecto consta en la demanda que es donde el actor debió anexar el respectivo testimonio, pero si se tiene que notificar a la parte actora para que se de por enterado de lo que se está proveyendo y resuelto el incidente, con lo que conteste el actor o en rebeldía acusada, se declara inadmisible la demanda. Pero aquí no hubo una sentencia definitiva, de hecho el Juez no entró a conocer sobre la causa principal, es decir, sobre la existencia de la deuda, sino que aquí se dio una sentencia interlocutoria de las que ponen fin al proceso haciendo imposible su continuación.


Entonces, las excepciones dilatorias son armas que emplea el demandado para ofuscar el camino de la parte actora, provocando que su acción no prospere de forma inmediata sino que se vea entorpecida y probablemente frustrada definitivamente.


Las excepciones son de tres clases, a ellas me referiré en los siguientes apartados, y a sus tratamientos dependiendo de la clase de juicio.

11.2
Tramite de las Excepciones Dilatorias en el Juicio Civil Ordinario

1)
¿En qué momento se interponen?

2)
¿Cómo se interponen?

3)
¿Cómo se tramitan y resuelven?


Las actitudes que puede tomar el demandado son variadas, entre otras, puede omitir contestar la demanda, pero sin quedarse procesalmente inactivo, la actitud que adoptaría sería la de oponer excepciones dilatorias


Con respecto a las primeras interrogantes, el Artículo 130 del Código de Procedimientos Civiles, nos da una respuesta clara, concisa y sencilla cuando nos dice que se deben alegar “... de una sola vez, en el término para contestar la demanda...” Ese término para contestar la demanda es de seis días, por disposición del Artículo 516.


Ese término de seis días con que cuenta el demandado para alegar todas las excepciones dilatorias es fatal, aún y cuando el término para contestar la demanda no lo sea, esa situación se deduce del mismo Artículo 130: “El demandado deberá alegar de una sola vez todas las excepciones dilatorias  que tuviere, dentro del término señalado para la contestación de la demanda; las que propusiere en otra forma o fuera de dicho término, le serán rechazadas de oficio y sin tramite alguno.”


Pero surge una interrogante ¿cuál será el nuevo plazo para contestar la demanda? Si el citado Artículo 130 no dice nada, por sí sólo, pero relacionado con el Art. 520: “En el caso de los artículos anteriores, el plazo para contestar la demanda será de tres días y comenzará a correr desde el día de la notificación de la providencia en que se manden a entregar los autos al demandado para que conteste, en cumplimiento de la sentencia ejecutoriada que declaró sin lugar las excepciones dilatorias.”


Cuando el demandado alega excepciones dilatorias se abstiene de contestar la demanda y si se da el caso que dichas excepciones sean declaradas sin lugar, se le notifica y se le concede un nuevo término para contestar la demanda, que según el 520 es de tres días.


EL TÍTULO II del Código de Procedimientos Civiles comienza refiriéndose explícitamente al Juicio Civil Ordinario de Mero Derecho; y los artículos subsiguientes dejan la idea que el Juez ya sustanció todas las excepciones dilatorias que se alegaron en el juicio ordinario, mientras que el 520 parte del supuesto que se declaran sin lugar las excepciones dilatorias; y llegamos a la conclusión que de la interposición de excepciones dilatorias se puede obtener 2 resultados: que se admitan o que se declaren sin lugar.


¿Por qué el Artículo 520 no contempla las dos posibilidades y se limita al sentido negativo? Porque cuando el Juez declara que a lugar las excepciones dilatorias es equivalente a decir que se admitió que la demanda era defectuosa y el actor tiene que subsanar su demanda; y es que las excepciones dilatorias estaban denunciando falta de presupuestos procesales, y si prosperan vuelven cierta la tesis del demandado que había una demanda defectuosa. Si se tratare de oscuridad en la demanda, el actor tiene que replantearla en términos más claros. Si se trata de informalidad, el actor tiene que formalizarse.


Si se trata de incompetencia del Juez y se declara que a lugar, el Juez se tiene que abstener de conocer y remitir el proceso al Tribunal que sí es competente.


Es por ello que el 520 no habla de la posibilidad que se declare a lugar las excepciones dilatorias, porque esa disposición se refiere al nuevo plazo para contestar la demanda, cuando se rechazan dichas excepciones; y no tendría caso hablar de un nuevo término para contestar cuando no hay demanda que contestar.


El demandado tiene la carga procesal de contestar una demanda válida, que reúna los requisitos de ley. Cuando la demanda es defectuosa se alegan las excepciones dilatorias pertinentes para efecto de sanearla y evitar un proceso nulo


Nuestra legislación, por su lado, no ha enumerado taxativamente las excepciones dilatorias, no obstante, se encuentran mencionadas casi en su totalidad en el Artículo 133 inciso segundo.


¿Cómo se oponen?


De una sola vez, y se puede decir que, sin contestar la demanda, porque el demandado tiene que alegar de una vez todas las excepciones que conozca y crea que operan a su favor; de lo anterior deducimos que las excepciones dilatorias solamente pueden interponerse en primera instancia. Art. 130.— 


El Artículo 1014 puede tender a confundir en cuanto a que las excepciones dilatorias se pueden alegar solamente en primera instancia, ya que dicho artículo habla de nuevas excepciones en segunda instancia, y en ningún momento aclara que clase de “nuevas excepciones”, y por el conocido adagio “Donde el legislador no distingue, el interprete tampoco distingue”; sin embargo, al relacionar esa disposición con el Artículo 130 (1014—130) sin dudas podemos concluir que en segunda instancia no se puede alegar excepciones dilatorias, y que cuando el 1014 habla de nuevas excepciones, forzosamente se refiere a excepciones perentorias.


¿Cómo se tramitan y resuelven?


Como resabio histórico es propio  hacer mención del trámite que se asignaba a las excepciones dilatorias hasta antes de 1993, cuando el 25 de marzo se reformó el Código de Procedimientos Civiles en ese sentido. Dicha reforma fue publicada en el Diario Oficial Número Veinte, del 28 de julio de 1993.


“Art. 132.— <<Antes de le reformas>> En los juicios ordinarios las excepciones dilatorias deben decidirse en juicio sumario antes de procederse adelante; las perentorias se resolverán en la sentencia definitiva.”


Claramente decía que las excepciones dilatorias se debían resolver en juicio sumario, es decir, que se interrumpía el proceso, se abría uno nuevo, pero sumario, con todas las formalidades de un juicio de esa clase; la reformas de esa disposición resolvió enormes problemas prácticos, y es que la ley daba carácter de juicio a un mero incidente, desacierto que trajo consecuencias negativas, entre otras: 1) Que los jueces, dándoles tramite de juicio sumario, emplazaban al actor y si no contestaba le declaraban en rebeldía, con todas las consecuencias que ello conlleva.


El Juicio Sumario tiene el siguiente trámite:

DEMANDA ( EMPLAZAMIENTO (con tres días para contestar) ( CONTESTACIÓN ( APERTURA A PRUEBA (por ocho días) ( SENTENCIA (en tres días) Art. 975.— 


Entonces los jueces basados en la letra de esa disposición equivoca, cuando se interponía una excepción dilatoria, la tomaban como una demanda y corrían traslado, y si el “demandado”
/  no contestaba, lo declaraban rebelde; y si posteriormente el demandado no contestaba la demanda, también lo declaraban rebelde. 


La resolución que se pronunciaba tenía todas las formalidades de una sentencia definitiva. (Art. 427) Así, había dos resoluciones pronunciadas con las formalidades de sentencia definitiva, la que resolvía el “incidente” y la que resolvía el asunto principal.


Pero era en realidad aberrante cuando en esa resolución que se daba en el juicio sumario resolviendo excepciones dilatorias, se apelaba, y se admitía el recurso de apelación, en base a que el Artículo 984 Inciso tercero dice: “También se concede apelación en ambos efectos, salvo los casos expresamente exceptuados, de las sentencias definitivas pronunciadas en los juicios sumarios...”


Esa excesiva dilación procesal era evidentemente contraria al principio de pronta y cumplida justicia, y fue la razón primordial de la reforma de esa disposición, al grado que las excepciones dilatorias en la actualidad se resuelven in limini litis, es decir, como verdaderos incidentes.


Pero al actor se le tiene que dar audiencia cuando se interpone una excepción dilatoria, y puede darse el caso que no conteste ni contradiciendo ni apoyando la solicitud del otro, y aquí la ley no dijo nada, pero existe una regla, cuando no se evacua un traslado o se deja de contestar una audiencia, como no sean para contestar la demanda, se da el acuse de rebeldía. (Ver Capítulo VIII)


La aportación de pruebas para el incidente no es indispensable, puede ocurrir, aunque no muy frecuentemente, que el actor admita que su demanda es oscura o que efectivamente  hay informalidad, como podría ocurrir que el defecto sea notorio o conste en el mismo escrito de demanda o en sus anexos; en cualquiera de los casos apuntados, sería innecesario aportar pruebas, el Juez resolvería, suficientemente, con la audiencia correspondiente, que en ningún momento puede omitirse.


Otro caso concreto que volvería innecesaria la apertura a prueba del incidente es cuando se alega falta de personalidad como excepción dilatoria. El apoderado del actor acompaña un documento (Testimonio de Escritura Pública de Poder General Judicial) pero el Notario ante quien se otorgó olvidó sellarlo, y así es un documento sin valor alguno, no habría que abrir a pruebas para comprobar que dicho documento no reúne las formalidades de ley; el defecto consta en un documento anexo (Poder)

11.3
Tramite de las Excepciones Dilatorias en el Juicio Civil Sumario


El Artículo 975 y siguientes establece el procedimiento del juicio sumario y la fórmula de esa clase de juicio.

DEMANDA (
CON TRES DÍAS PARA CONTESTAR  ( CONTESTACIÓN ( TÉRMINO PROBATORIO
( DE OCHO DÍAS ( SENTENCIA ( EN TRES DÍAS


El juicio sumario es mucho más breve que el ordinario; una acción se va a canalizar por la vía del juicio sumario en dos casos: 1) Cuando la ley lo ordene expresamente, es decir, cuando la ley literalmente diga que determinada acción se va a tramitar en juicio sumario, el ejemplo típico, la ley dice que las acciones posesorias se tramitan en juicio sumario; y 2) Cuando lo reclamado en la demanda tenga valor económico oscilante entre diez mil un colón y veinticinco mil colones; tomando el valor de la cosa litigada como criterio de competencia, y además determinante de la clase de juicio. Art. 512.


El Art. 133 establece el procedimiento y la forma de diligenciar las excepciones dilatorias en los juicios extraordinarios; el Art. 10 aclara que los juicios civiles extraordinarios se dividen en ejecutivos, sumarios y verbales.


Aún y cuando el Art. 133 no diga expresamente que dicho trámite se aplicará al juicio sumario, se limita a decir que se aplicará a los juicios extraordinarios, y como el juicio sumario es una especie de aquellos, por lógica debemos incluirlos en el 133.

“Art. 133.— En los juicios extraordinarios las excepciones dilatorias que se opongan, no suspenderán el curso de la demanda y se sustanciarán y resolverán con la causa principal, sin que se pueda formar por razón de ellas, artículo especial en el juicio; pero deberá guardarse en la sentencia el orden correspondiente de modo que, declarándose probada la excepción, no entrará el Juez a conocer de lo principal de la demanda.”


El inciso primero del 133 nos hace ver una diferencia muy enorme entre la tramitación de las excepciones dilatorias en el juicio sumario y en el juicio ordinario, pues en el último se abre un artículo de previo y especial pronunciamiento, a diferencia de lo que propone el citado inciso para los juicios sumarios, cuando dice que “... Sin que se pueda formar en razón de ellas artículo especial...” tenemos claro que el proceso seguirá su curso normal aunque se haya interpuesto excepciones dilatorias.


Entonces si el demandado alega excepciones dilatorias en juicio sumario, esas excepciones no suspenden el curso normal del proceso, que sigue en los términos normales, y las excepciones se resuelven junto a la causa principal, es decir, que el Juez va a ir conociendo simultáneamente de la acción principal entablada por el actor y de la excepción dilatoria interpuesta por el demandado.


Hay aquí un término probatorio de ocho días, término que será utilizado en común por el actor y por el demandado; en donde el actor probará el asunto principal de su demanda y el demandado probará tanto lo conducente a su defensa  como lo referente a la excepción dilatoria, sino se tratara de una excepción perentoria, porque se ser así, el demandado tendría que probar únicamente la excepción.


Debemos suponer que el demandado tiene que contestar la demanda y en ella alegar todas sus excepciones que operen a su favor, para que se vayan resolviendo en la causa principal.


Cuando el demandado contesta la demanda y alega excepciones dilatorias, el Juez tendrá por contestada la demanda y por alegadas las respectivas excepciones dilatorias y el Juez ahí se queda, aguardando que una de las partes disponga el término probatorio, que en todo caso será de ocho días. Art. 975.


Lo que se hace aquí es permitir que el demandado utilice el término probatorio del juicio para probar sus excepciones, de ahí que si fuera el caso que la excepción dilatoria ya estuviera probada en la misma demanda o en los documentos anexos de ella no significa que se omitirá el término probatorio.


Si siendo el caso que la excepción dilatoria del demandado ya está probada, porque consta en la demanda, para ella no es necesario el término probatorio, eso no quiere decir que no se abrirá el juicio a prueba, pues la acción principal aún tiene que probarse; el hecho que el demandado en las excepciones se vuelva actor no quita que la acción del demandante sea la principal, pues sin ella no habría alegado excepciones dilatorias, éstas siempre dependen de aquella.


Luego de los ocho días, viene la sentencia y siendo que el juicio no se suspendió para resolver excepciones dilatorias, el Juez va a pronunciarse sobre ellas además de lo del asunto principal, lógicamente deberá guardar un orden; primero debe pronunciarse sobre la excepción dilatoria, para sanear el proceso antes de la sentencia definitiva y quitarle los defectos a la demanda, siempre y cuando sean admitidas y prosperas las excepciones dilatorias alegadas, y hasta entonces pronunciarse acerca de lo principal, si queda causa; más cuando declare sin lugar las excepciones dilatorias pues siendo así el Juez resolverá sobre la causa principal de una vez, sin más tramites ni diligencias.


Si se da el caso que el Juez declare A LUGAR las excepciones dilatorias, porque efectivamente hay defectos en la demanda, ¿Tendrá oportunidad el actor de corregir los defectos de su demanda? Ciertamente NO, porque estaría modificando el contenido de ella, y tal cosa es totalmente inadmisible e inaceptable.


Después de la sentencia definitiva termina la primera instancia, pero si al momento de resolver sobre las excepciones dilatorias se dio lugar a ellas, el Juez no puede entrar a conocer del asunto principal. Si por cualquier defecto se da a lugar las excepciones dilatorias, el actor no puede corregir su demanda en ese juicio, pero como el Juez no pudo llegar a pronunciarse sobre lo principal, no se podrá entender pasada en autoridad de cosa juzgada.


Pero como esa resolución que declara a lugar las excepciones dilatorias, por ser una interlocutoria de las que ponen fin al proceso, es apelable en el efecto suspensivo. Art. 984 Inciso 3º, Ordinal segundo.


Al entablar nuevamente la demanda se pierde tiempo, recursos económicos y humanos y se corre el riesgo de perder la acción vía prescripción.

11.4
Inciso Segundo del 133 ¿Excepción o Regla General?


El Inciso segundo del Art. 133 plantea una salvedad a todo lo dicho hasta ahora, y es que menciona una lista expresa y taxativa de excepciones dilatorias para las que no se aplicará el procedimiento del inciso primero del mismo 133, cuando dice: <<Inciso Segundo>> “Lo dispuesto en este artículo no tiene lugar en las excepciones...” Con la lectura de estas primeras frases del inciso segundo y del inciso que le precede tenemos la impresión que vamos a entrar a conocer algunos casos muy excepcionales y particulares, la estructura del 133 así lo sugiere, pero continuamos en la lectura: “...de evicción, excusión, incompetencia de jurisdicción, ilegitimidad de la persona de alguna de las partes, oscuridad e informalidad de la demanda, en cuyos casos el Juez las resolverá conforme a lo prescrito en el artículo precedente, teniendo lugar lo ordenado en el artículo 520 de éste Código.” Habiendo exceptuado a casi todas las excepciones dilatorias existentes, entonces ¿Es ese inciso una regla general o una excepción?


Al principio pudimos haber llegado a la conclusión que casi siempre íbamos a aplicar el inciso primero en la tramitación de las excepciones dilatorias para el juicio sumario, y seguir en esa idea al comenzar con el inciso segundo, que plantea una salvedad, y que generalmente al generarse el incidente de las excepciones dilatorias, no se suspenderá el proceso y que ellas se resolverán en la causa principal, siguiendo el orden lógico, como quedó apuntado, pero la verdad es otra, ya que cuando el inciso segundo plantea las salvedades, hace mención de casi todas las excepciones dilatorias existentes, y que ellas se resolverán en la misma forma que se resuelven en el juicio civil ordinario, esto es, en forma incidental. (Ver 10.2)

11.5
Tramite de las Excepciones Dilatorias en el Juicio Ejecutivo

“Art. 595.— La notificación del Decreto de embargo hecha al ejecutado, equivale al emplazamiento para que éste comparezca a estar a derecho y a contestar la demanda dentro de tercero día.

Las excepciones de cualquier clase deberán alegarse al contestar la demanda. Si el demandado, dentro del término legal correspondiente, no la contestare, o contestándole confesare su obligación o no opusiere excepciones, no habrá término del encargado.

Si se opusieren excepciones, se abrirá el juicio a prueba por ocho días con todos cargos, y el demandado podrá alegar nuevas excepciones y probarlas dentro del término probatorio.”


¿En qué momento se oponen? En el momento de contestar la demanda, cualquiera que sea su clase.


No hay ninguna duda con respecto al momento en que las excepciones deben oponerse, al momento de contestar la demanda y en el mismo escrito, lo que si no está claro es que se debe hacer primero, lógicamente se tiene que guardar un orden, esto es, contestando primero y luego alegando las excepciones que operen, siempre en el mismo escrito: “En nombre de mi poderdante NN vengo a contestar la demanda en el Juicio Ejecutivo entablado por NN en contra de mi patrocinado <<en sentido negativo>> negando la existencia de la deuda por “a”, “b” y “c” razones; y a la vez alegando las excepciones “x”, “y” y “z”; en consecuencia le pido que tenga por contestada la demanda en los términos expresados y por opuesta de mi parte las excepciones dilatorias referidas.


El 595 es oscuro, pues en ningún momento aclaro cómo se van a tramitar, pero está implícito que el legislador no quiso que se suspendiera el juicio ejecutivo, en tanto que ordenó que las excepciones, de cualquier clase, se alegaran al momento de contestar la demanda y en el mismo escrito. Pero cabe aclarar que en el juicio ejecutivo no funciona la regla general del inciso segundo del 133, de tal manera que aquí, cualquier excepción que se oponga se va a sustanciar junto a la causa principal.


El Juicio Ejecutivo tiene la misma fórmula del juicio sumario.


Antes la ley exigía que las excepciones de toda clase se tuvieran que alegar dentro del término probatorio, pues así lo exigían los españoles y dado que el Código de Procedimientos Civiles fue copiado del español. Sin embargo eso fue reformado y el Juicio Civil Ejecutivo fue equiparado al Juicio Mercantil Ejecutivo, ya que la Ley de Procedimientos Mercantiles expresamente dice que las excepciones deben alegarse al contestar la demanda, y además agrega que ante el silencio del demandado no se abrirá a prueba, e inmediatamente después, el Juez, falla.

El Art. 595 es una disposición con una clara filosofía capitalista y de hecho el juicio ejecutivo ha sido creado con el fin de beneficiar a los acreedores, estableciendo un procedimiento breve, para que en un corto tiempo, sin muchas dilaciones, logren en cumplimiento de las obligaciones que el deudor ha contraído. Por eso el legislador no permite la interrupción del juicio con excepciones dilatorias, de lo contrario el deudor/demandado haría uso de las excepciones dilatorias para retardar el cumplimiento de su obligación.


Por ello las excepciones dilatorias en el juicio ejecutivo se resuelven junto a la causa principal y ahí si se aplica lo establecido en el inciso primero del Art. 133, guardando un orden lógico; primero resuelve lo referente a las excepciones alegadas y si las declara sin lugar, es decir, si son rechazadas, entra a conocer sobre la acción ejecutiva, en otras palabras, al juicio ejecutivo se aplica el inciso primero del 133 relacionado con el 595. 
Pero hay algo más, que puede alegar excepciones a posteriori, cuando dice que podrá alegar nuevas excepciones y probarlas dentro del término probatorio... Según el 595, solamente cuando se alegan excepciones se abre a prueba; si el demandado en el escrito en que contesta la demanda alega excepción alguna, tiene otra oportunidad para alegar nuevas excepciones y probarlas. ¿Cuándo se van a alegar esas nuevas excepciones? En el término probatorio... Pero el 130 dispone que las excepciones dilatorias deben alegarse de una sola vez... ¿Por qué aquí se permite que se aleguen nuevas excepciones? La respuesta es que deben ser nuevas excepciones y que no puede tratarse de excepciones dilatorias, porque esas debieron alegarse de una sola vez al momento de contestar la demanda. Por nuevas excepciones debe entenderse a aquellas que nacen después de contestada la demanda, de lo contrario no se considerarían nuevas excepciones; por ende esas nuevas excepciones, necesaria y forzosamente deberán ser perentorias y estas pueden alegarse en cualquier estado de la causa y en cualquiera de las instancias. Art. 131.


El ejemplo típico de la excepción perentoria es el pago; cuando el actor entabla la demanda, el demandado es moroso y todavía cuando contesta la demanda continuaba en mora, pero el demandado alega excepciones y el juicio ejecutivo se abre a pruebas; en ese estado, el demandado paga su deuda y lo hacen constar en Acta Notarial; si el actor prosigue maliciosamente el juicio ejecutivo, el demandado puede oponer la excepción perentoria de pago y dicha excepción nació después de contestada la demanda, y por ende sí es una nueva excepción.

11.6
Tramite de las Excepciones Dilatorias en el Juicio Verbal


La forma en que se tramitan las excepciones dilatorias en el juicio verbal es similar a la forma en que se tramitan en el juicio sumario, con la diferencia que en el juicio verbal dichas excepciones se pueden alegar en forma oral, por el contrario, en el juicio sumario se tienen que alegar por escrito, por la misma naturaleza del juicio.


En la práctica, en la tramitación del juicio verbal se suele cometer ciertos errores, principalmente porque los jueces le dan tramite de juicio sumario, por su similitud, no obstante el código le da un tramite diferente al juicio verbal.


En el Art. 472 y siguientes se establece que será una audiencia; el legislador ha querido ser lo más breve posible en esta clase de juicios.

“Art. 478.— Si la demanda versare sobre hechos en que las partes no estuvieren de acuerdo, ni pudiesen justificarse en la misma audiencia, el Juez recibirá la causa a pruebas por ocho días, más el término de la distancia de los testigos, en caso necesario. Todas las diligencias del juicio verbal, bien se terminen el mismo día o en diferentes, serán firmadas por el Juez, los testigos que se presenten, los interesados y el Secretario. Si alguno de los interesados o testigos no supiere o no quisiere firmar, se expresará así en la diligencia, todo pena de nulidad. Art. 313.

Aquí es donde se encuentra el parecido con el juicio sumario, puede ser que no haya necesidad de abrir a prueba porque en la misma audiencia se aportó toda la prueba o hubo conformidad de las partes, de lo contrario, el Juez puede abrir a prueba por ocho días, pudiendo ampliar ese plazo por el término de la distancia de los testigos.


El 479 habla de excepciones dilatorias y es la única disposición que lo hace, de la siguiente manera:

“Art. 479.— Si el demandado opusiere excepciones dilatorias de las comprendidas en el inciso 2º del artículo 133, se resolverán previamente conforme a lo dispuesto en dicho artículo y los dos anteriores al presente, reduciéndose el término de prueba a cuatro días.”


Este artículo a pesar de haberse referido al inciso segundo del 133 especificó que el término probatorio tiene que ser de cuatro días, pero antes no especificaba y remitiéndose al segundo inciso del 133, se entendía que era de ocho días, pero eso fue reformado, ya que el legislador quiso que el juicio verbal fuera lo más breve posible.


Actualmente hay coincidencia entre el término probatorio del 133 y el estipulado en al 479, ambos son de cuatro días.


Entonces cuando el demandado alega excepciones dilatorias en el juicio verbal, por la naturaleza de ese juicio y poca importancia del mismo, se resuelven de la misma manera que en el juicio sumario, y el referido artículo 479 añadió que se reduciría el término probatorio a cuatro días, especificando que esa era la única característica que no se copiaría del 133, porque anteriormente ahí se establecía como término ocho días, amen que se reformó dicho artículo, tácitamente se derogo la parte reductora del 479.


Es de aclarar que esta clase de juicio prácticamente ha caído en desuso, precisamente por lo insignificante de lo reclamado en ellos, por lo que se hace innecesario ahondar en el tema.

11.7
Tramite de las Excepciones Dilatorias en el Juicio de Inquilinato


Las excepciones dilatorias se resuelven de conformidad al inciso primero del Art. 133 del Código de Procedimientos Civiles, de conformidad al artículo 38 de la Ley de Inquilinato, que literalmente dice: “En los demás casos de terminación del contrato y desocupación del inmueble, a que se refieren los artículos 24 y 25, de la demanda presentada se oirá por tres días al inquilino, haciéndosele el emplazamiento en la misma forma ordenada por el artículo 47 y conteste o no el demandado, se abrirá el juicio a pruebas, a solicitud de parte o de oficio, por el término de ocho días, vencido el cual pronunciará sentencia, con las formalidades del Código de Procedimientos Civiles, dentro de los cinco días siguientes al último del término. El fallo recaerá tanto sobre lo principal como sobre las excepciones de toda clase que se hubieren opuesto por el demandado.”


Quiere decir que las excepciones dilatorias deben conocerse y resolverse junto a la causa principal, en la sentencia definitiva y por ende deben alegarse en el preciso momento de contestar la demanda. Aquí se aplica totalmente la regla del inciso primero del 133, porque a pesar que el Art. 10 no lo diga, el juicio de inquilinato es un juicio especial y tiene las cualidades de un juicio extraordinario. El juicio de inquilinato es muy similar al juicio ejecutivo.


La Ley de Inquilinato no dice como se aplicarán, solamente dice que el fallo resolverá tanto lo principal como las excepciones de toda clase, se aplica en este caso, la ley general, para el caso, el 133 inciso primero del Código de Procedimientos Civiles.


Relacionando el Art. 38 de la Ley de Inquilinato con el inciso primero del 133 se deduce el trámite a seguir en las excepciones dilatorias alegadas en el juicio de inquilinato.

11.8
Tramite de las Excepciones Dilatorias en el Juicio de Familia


A pesar que éste trabajo versa exclusivamente de los procesos civiles y que Familia es un área totalmente independiente de aquella, analizaré brevemente  cómo operan las excepciones dilatorias en el proceso de familia, para ello es necesario saber las partes de dicho proceso y son las siguientes:

DEMANDA  (  EMPLAZAMIENTO  Y  CONTESTACIÓN  ( EXAMEN PREVIO ( AUDIENCIA PRELIMINAR   (   AUDIENCIA DE SENTENCIA   (   SENTENCIA


En la audiencia preliminar se da el saneamiento del proceso y la conciliación de las partes, o mejor dicho, un intento por conciliar a las partes, es decir, que el Juez además de sanear el proceso para evitar devenir en actos jurídicos nulos, intenta conciliar a las partes y resolver el conflicto de manera pacífica y diplomática.


La intención del legislador fue hacer un juicio breve; en dos audiencias se desarrolla prácticamente todo; en la audiencia preliminar se resuelven las excepciones dilatorias, allí se sanea el proceso y se da la conciliación de las partes; en esa audiencia preliminar puede concluir el proceso de familia con el acuerdo de las partes.


Las excepciones dilatorias en este juicio se alegan al momento de contestar la demanda y se resuelven en la audiencia preliminar, porque esa es la fase de saneamiento del proceso, y como en éste proceso por ser moderno impera el principio de oralidad, ese saneamiento debe darse en una audiencia y es precisamente la audiencia preliminar.


Las excepciones dilatorias nacen desde que se presenta la demanda, en cambio las excepciones perentorias pueden sobrevenir en el curso del proceso y ha sido justo, lógico e histórico que las perentorias se aleguen en cualquier estado de la causa y las dilatorias solamente en el periodo de contestatio. Art. 50 Ley Procesal de Familia...
“El demandado al contestar la demanda, deberá alegar todas las excepciones dilatorias o perentorias que obren a su favor.

Las excepciones perentorias sobrevinientes podrán ser alegadas en cualquier estado del proceso, antes de la sentencia.”


En esta clase de juicio se ha controlado, en cierto modo, el uso irracional de las excepciones dilatorias, ya que éstas tienen como consecuencia más inmediata la dilación del proceso y el demandado puede valerse de ello para alargar el cumplimiento de sus obligaciones.


Pero aquí el legislador ha facultado al juzgador para advertir al demandante acerca de los errores u omisiones en su demanda, para que sean debidamente corregidos. Entonces el Juez previene a la parte que su demanda es oscura, que hay informalidad, etc.


Ver artículo 95 y siguientes de la Ley Procesal de Familia.

Capítulo XII
La Litispendencia

(Una Excepción Dilatoria)

12.0
Concepto


Se trata de un proceso suspenso, de cuyo conocimiento se discute por encontrarse el demandado emplazado por dos tribunales diferentes, bajo la misma pretensión y por el mismo actor.


Entonces cuando decimos “de cuyo conocimiento se discute” es claro que dos jueces se disputan el conocimiento de una causa, por haberse presentado la misma demanda en diferentes tribunales competentes en razón de la materia. Es importante aclarar que tienen que ser competentes ambos jueces para que la litispendencia proceda como excepción dilatoria y prospere, de lo contrario lo que procedería sería una excepción de incompetencia de jurisdicción.


Se trata, pues, de un pleito pendiente. Se aguarda para entrar a conocer, mientras se decide quien de los jueces competentes va a conocer.


¿Cuál es la razón jurídica? Una de mucho peso: que haya orden procesal y certeza jurídica. Porque si no se entrara a resolver, incidentalmente, quien va a tener el conocimiento en ese tipo de causas, se corriera el riesgo de que los dos jueces resolvieran de lo mismo y la poderosa posibilidad que las resoluciones sean contradictorias entre sí, colocaría a las partes y a la administración de justicia en un verdadero caos, donde cada litigante querría hacer valer la resolución que le favorece y recurrir de la que le desfavorece.

12.1
Fundamento Legal


Existen dos artículos que relacionados entre sí nos sirven de fundamento para que exista la litispendencia y son el 44 y el 222, pero de estos es oportuno citar el segundo y luego el 44. 

“Art. 222.— La citación o emplazamiento para contestar la demanda constituye al emplazado la obligación de seguir el litigio ante el Juez que para él era competente al tiempo del emplazamiento, aunque después deje de serlo; previene la jurisdicción del Juez; hace nula la enajenación de la cosa o derecho demandado bajo cualquier título que se verifique, e interrumpe la prescripción conforme al Código Civil. 2242.”

“Art. 44.— De dos jueces competentes, conocerá el que primero prevenga. La competencia se previene por la citación o emplazamiento para contestar la demanda.”


En las disposiciones citadas encontramos la solución al problema de la litispendencia ¿Quién conocerá? Quien prevenga la jurisdicción. La competencia se previene con el emplazamiento para contestar la demanda.


Prevenir la jurisdicción significa adelantarse a conocer y ¿cómo se hace esto?: emplazando primero al demandado.


Y como ya se dijo, la prevención de la jurisdicción requiere la existencia de dos o más tribunales competentes, de lo contrario no podríamos hablar del privilegio de adelantarse a conocer previniendo la jurisdicción. Si se tratara de un solo Juez competente, pues ese Juez competente sería el que conocería, independientemente que él hubiera emplazado primero o no; y aquí de lo que se trata es de adelantarse a conocer y que uno de dos o más jueces competentes se gana el derecho de dirigir el litigio, por encima del otro.

12.2
La Triple Identidad del Proceso


Otro requisito sine qua non para la litispendencia es que concurra la triple identidad del proceso, es decir, que sean las mismas partes, (demandante y demandado) la misma cosa litigada y debe tratarse de la misma acción entablada en ambas demandas. Material y jurídicamente debe tratarse de la misma causa; sustancialmente no deben diferir en lo más mínimo, tiene que concurrir la triple identidad del proceso: causa, objeto y sujeto.


Si se trata de una demanda de usurpación de inmueble (Juicio reivindicatorio) entablado por “xx” en contra de “yy”, esa fórmula debe mantenerse, es decir, que tiene que ser el mismo juicio reivindicatorio entablado por “xx” en contra de “yy”, en todos los tribunales donde se esté procesando, para que se suspenda y resolver quien emplazó primero para deducir de ello quien conocerá en forma única y exclusiva de la causa.


La herramienta idónea para depurar ese tipo de error procesal es la excepción dilatoria de litispendencia.

12.3
Procedencia de la Litispendencia


Es preciso que las resoluciones judiciales generen certeza jurídica y que sean cumplidas al pie de la letra, para ello es necesario que los litigios entre los particulares sean resueltos por un ente facultado para ese fin, y en ese sentido, el ente encargado de dirimir esos litigios es el órgano judicial, por medio de los tribunales competentes; cada tribunal tiene competencia, en razón del territorio, en razón de la materia y en razón de la cuantía. Sin embargo por la magnitud de determinadas poblaciones se torna indispensable el establecimiento de varios tribunales con la misma competencia, es decir, que sean competentes para conocer en la misma materia en el mismo lugar, para efecto de evitar la lentitud de los tribunales por exceso de trabajo en los mismos. Pero el hecho que haya varios tribunales competentes en la misma localidad puede generar, en determinado momento, ciertos inconvenientes, sobre todo, cuando uno de ellos sea más ágil y eficiente en el manejo del asunto judicial.


Puede presentarse el caso que interponiéndose una demanda ante uno de los tribunales competentes, ese no resuelva lo conducente y transcurra el tiempo y no emplace al demandado y pase el tiempo suficiente para desesperar al actor y llevarlo a la determinación de presentar su misma demanda ante el otro tribunal, y con la debida propiedad lo haga.


El conflicto surgiría si uno de los tribunales emplazara y luego lo hiciera el otro, bien en un periodo corto, al grado que el demandado no haya hecho de su parte lo oportuno y procedente a su defensa, o bien ya contestada la demanda ante el otro tribunal y repentinamente el demandado se vea con dos emplazamientos. Eso sería atentatorio contra la certeza jurídica de las resoluciones judiciales y contra todos los principios que se deben respetar en la administración de justicia, por ello es procedente la interposición de la excepción dilatoria de litispendencia porque es la forma legal de resolver ese dilema.


La litispendencia evita inconvenientes a las partes y colabora con la efectiva administración de justicia.


Pero qué pasaría si no hubiera forma de determinar que tribunal emplazó primero constando en los autos llevados por ambos tribunales la misma hora y fecha de emplazamiento. En la practica este fenómeno es casi imposible, porque resultaría muy irreal que ambos notificadores realizaran el emplazamiento en el mismo y preciso instante, por la naturaleza misma del emplazamiento, es decir, que tiene que ser personalmente y que se le tiene que hacer lectura de los autos al demandado y de eso se deja constancia; sería muy embarazoso que ambos notificadores hicieran eso simultáneamente. La única posibilidad práctica es que los notificadores hagan constar una hora con cierta cantidad de minutos atrasados o adelantados y parecer que ambos lo hicieron en el mismo momento, por un error cronológico.


Lo cierto es que la ley no ha dado una respuesta en ese caso y sería la Corte Suprema de Justicia la encargada de decidir cual de los tribunales debe seguir conociendo del litigio.

JUZGADO 1º DE LO CIVIL
Misma demanda

DEMANDA
(
      (
Mismas    partes      (     1 Juicio

JUZFADO 2º DE LO CIVIL
Misma     acción

Capítulo XIII
La Acumulación Procesal

13.0
Acumulación de Autos


Quizá éste debió ser un apartado en el Capítulo anterior, cuando hablaba de litispendencia, pero ella es una figura depuradora cuya funcionalidad propia se limita a sanear y evitar futuros vicios insalvables; pero trae como consecuencia la acumulación de autos.


Decíamos en al Capítulo anterior que cuando se resuelve la litispendencia uno de los jueces, el que no conocería, remite lo actuado por él al que si conociese; siendo un caso de verdadera acumulación de autos.


Materialmente se forma un solo proceso, pues un Juez recibe, materialmente hablando, todos las actuaciones del otro, y con las que recibe y las propias forma un solo expediente, de ahí que se hable de acumulación de autos.


Vamos a entender por autos lo que de ello nos dice Luis Ribó Durán, en su Diccionario de Derecho: “Es el conjunto de escritos producidos con ocasión de la tramitación de un proceso o causa y que, por reflejar el desarrollo de un determinado litigio, componen la versión escrita de las actuaciones procesales del mismo. Se forman con los documentos aportados por los litigantes y los documentos en los cuales ha quedado constancia de los sucesivos actos procesales. Se denominan también causa, expediente o rollo...”


De lo mismo Manuel Ossorio escribe: “...autos hace referencia al conjunto de documentos y piezas de que se compone una causa o pleito. Los autos son lo que en el sistema procesal de algunos países se denomina expedientes...”


Como hablamos del conjunto de papeles, documentos y escritos que se hayan en razón de un litigio, acumularlos es juntar todos esos documentos, escritos y papeles, formando un solo paquete. V. Cap. anterior.

13.1 Acumulación de Acciones o Pretensiones


Existen varios casos prácticos que nos llevan a una forma de acumulación procesal y a la vez existen varias maneras de acumular, material y procesalmente hablando, dependerá del caso específico.


En unos casos la acumulación se limitará a juntar dos acciones, constituyendo un solo proceso, pero sin separar las pretensiones de ellos; y en otros casos, la unión será material, fundiéndose en uno sólo, tal el caso de la litispendencia; en el primer caso se tratará de una acumulación de acciones o pretensiones y el otro será propiamente acumulación de autos. Pero cualquier sea el caso, siempre hay acumulación de autos, genéricamente hablando, pues siempre se mezclan los expedientes, para el conocimiento de un solo Juez, en un solo pleito.


“Art. 545.— La acumulación procede:


1º
Cuando la sentencia que haya de dictarse en uno de los juicios, cuya acumulación se pida, produzca excepción de cosa juzgada en el otro...”


En este caso las pretensiones de uno y otro están vinculadas de tal manera que lo que se resuelva en una produce excepción de cosa juzgada en la otra y el ejemplo a citar aquí es el siguiente: el señor “xx” es demandado por los señores “yy” y “zz”, quienes ejercer sus acciones por separado. El señor “yy” propone un juicio de deslinde <<necesario por supuesto>>; y el señor “zz” por su parte promueve un juicio reivindicatorio, alegando que el señor “xx” ha usurpado una porción de su terreno.


Resulta que  el inmueble del demandado colinda con los inmuebles de los demandantes, con uno al poniente y con el otro al norte, y se da el caso que resolviendo la cuestión de los linderos, es decir, realizando el deslinde necesario se determinaría que efectivamente hay usurpación; así la resolución en uno de los juicios resuelve el dilema del otro, haciendo que éste sea considerado pasado en autoridad de cosa juzgada. Ver anexo (...)


En el caso planteado, condenando o absolviendo en uno de los juicios al demandado, se le condena o se absuelve en el otro, indistintamente. El hecho es que con la solución del primer problema se soluciona el segundo, y por ello se deben tramitar simultáneamente ambos problemas.


Se trata de una acumulación de acciones, pues son dos pretensiones distintas, pero una afecta a la otra. Los autos solamente se acumularían para efectos procesales, no se fundirían en uno solo.


Ciertamente se trata de un caso de acumulación procesal. Se trata de aplicar la pluralidad sucesiva de pretensiones al caso de los autos acumulados. No es otra cosa que una reunión de pretensiones.


Ordinal segundo (mismo 545)


“2º
Cuando en juzgado competente haya pendiente juicio sobre lo mismo que sea objeto del que después se hubiere promovido.”


Este es el típico caso de la acumulación de autos propiamente (Ver principio de éste Capítulo <<12.0>>) donde los procesos por versar de lo mismo, tener la misma pretensión y las mismas partes, se funden en un solo pleito, por medio de la excepción dilatoria de litispendencia.


Ordinal tercero (545)


“3º
En los juicios de concurso a que esté sujeto el caudal contra el que se haya deducido o deduzca cualquier demanda, salvo el derecho de los acreedores hipotecarios para seguir sus acciones en juicio separado.” ( 659 y siguientes.

El concurso de acreedores puede ser voluntario o necesario, el primero se refiere a la disposición del deudor a poner en manos de sus acreedores todos sus bienes para efectos de saldar sus cuentas pendientes; y necesaria cuando se forma a instancia de uno o varios acreedores. Pero ciertamente se trata de la concurrencia de varias personas reclamando el pago efectivo de derechos personales, de parte de aquel que se presume estar en un estado económico precario, al grado de poder volverse incapaz de solventar las deudas que pesan sobre él. Pero el numeral tercero supone varios juicios de concurso, pues si solamente fuera uno, por muchos acreedores que concurran no podría hablarse de acumulación.


Ordinal cuarto (545)


“4º 
Cuando siguiéndose separadamente los pleitos, se divida la continencia de la causa.


“Art. 546.— Se considera dividida la continencia de las causas para los efectos de la última fracción del artículo anterior:


1º
Cuando haya entre los dos pleitos identidad de personas, cosas y acción;


2º
Cuando haya identidad de personas y cosas, aun cuando la acción sea diversa;


3º
Cuando haya identidad de personas y acciones, aun cuando las cosas sean distintas;


4º
Cuando haya identidad de acción y de cosas, aunque las personas sean diversas;


5º
Cuando las acciones provengan de una misma causa, aunque se den contra muchos y haya, por consiguiente, diversidad de personas;


6º
Cuando las acciones provengan de una misma causa, aunque sean diversas las cosas.”

13.2
La Gran Confusión del Legislador


Si bien el legislador ha sido abundante al referirse a la acumulación de autos, no ha hecho ciertas aclaraciones y diferenciaciones que eran indispensables. Por un lado es necesario distinguir entre acumulación de autos y acumulación de acciones, el legislador, no obstante, en el 545, mencionó los casos de acumulación procesal y en el ordinal segundo de ese artículo citó un claro caso de acumulación de autos, pero de estar mencionado a tener un procedimiento expreso para su sustanciación hay mucha distancia.


El artículo 547 expone las reglas aplicables a la acumulación, es decir, cuando procede y cuando no; pero el 548 dice que la acumulación sólo podrá pedirse en la demanda o en la contestación, excepto en los casos de los números 4º y 5º del 546, cuando sean diversas las personas que intervienen en los juicios, pues entonces podrá pedirse en cualquiera estado de la causa antes de la sentencia.


Para hablar de un caso en particular, el legislador quiere que cuando se reclama la misma cosa por medio de la misma acción, se pueda pedir la acumulación en cualquier estado del proceso, pero aclara que deben ser personas diversas; quiere decir que en el caso que planteábamos al comienzo de éste capítulo, cuando una persona entabla demanda ante un tribunal que no procede prontamente y por ello presenta su misma demanda ante el otro tribunal competente, concurriendo así la triple identidad procesal y luego ambos emplazan. Pero ¿Quién sabe que ha sido emplazado por los dos tribunales? El demandado y por ende es él el único que prácticamente puede pedir que se acumulen los autos, pero como se trata que es emplazado primero por uno y luego por el otro, puede ser que cuando reciba el segundo emplazamiento ya haya contestado la demanda para el primero y por error hasta puede contestar al segundo sin oponer la excepción pertinente; el legislador, como se trata de las mismas personas, solamente se los permite en la demanda o en la contestación de la demanda, pasados los cuales no se puede admitir por ningún motivo la acumulación, así está regulado.


Vamos a suponer que el demandado no se da por enterado que el nuevo emplazamiento que está recibiendo es de la misma acción para la que ya antes contestó y contesta nuevamente, ante el otro tribunal; el demandante se dará cuenta que el demandado contestó a los dos emplazamientos cuando sea tarde, y habrá pasado la oportunidad de pedir la acumulación, y peor aún de oponer excepciones dilatorias, pues éstas sí irremediablemente se deben oponer antes de contestar o al momento de contestar la demanda, dependiendo del caso, pero nunca jamás, después de contestada la demanda.


Quiere decir entonces que pasada esa oportunidad dos tribunales deberán seguir conociendo del mismo asunto irremediablemente, como si se tratara de una sanción procesal a las partes por no haber alegado oportunamente lo conducente. ¿Pero quien sería el sancionado en este caso? El demandado, el demandante o el sistema de administración de justicia.


La ley ha dejado el vacío, la jurisprudencia o la doctrina legal podrían haber solucionado el dilema, pero ambas, por su naturaleza son cuestionables, pues atentan contra el Estado Constitucional de Derecho, de lo cual hablaremos en otra parte.


Lo cierto en todo esto es que la ley ha dejado casos en los que se puede pedir la acumulación en cualquier estado de la causa, antes de la sentencia, y también ha dado casos en los que solamente en la demanda o en la contestación de la demanda.


Cuando la acumulación se pide vía excepción dilatoria, pues lógicamente debe ser antes de la contestación de la demanda, si tratare de juicio ordinario y en el mismo escrito de contestación si tratara de juicio sumario, y aquí viene otro problema, que el inciso segundo del 133 no incluyó a esta clase de excepción dilatoria dentro de sus salvedades, lo que quiere decir que en el juicio sumario se alega excepción dilatoria de litispendencia en el escrito de contestación sin formar por razón de ella artículo especial y se resolverá de ella en la sentencia, guardando orden lógico, lo que implica que dejaría caminar ambos juicios y que lleguen simultáneamente a estado de resolver definitivamente la causa.


En este trabajo vamos a incluir a la acumulación de autos dentro del orden de DERECHO PÚBLICO.


Leer artículos del 544 al 563 del Código de Procedimientos Civiles.


No obstante, hay casos en los que ciertamente se debe oponer la conducente oportunamente para efecto que se lleve a cabo la acumulación, de no ser así, se declararía inadmisible, pero cuando no esté en juego el prestigio de la  administración de justicia.

Capítulo XIV
Diferentes Maneras de Abandonar la Acción

14.0
La Deserción


En tiempos de guerra, en nuestro país los militares utilizaban la palabra desertar refiriéndose al acto por el cual un miembro de la Institución Armada abandonaba el servicio militar.


Efectivamente deserción significa abandonar, pero aquí hablaremos procesalmente. Cuando una persona inicia un proceso para reclamar de otra el cumplimiento de algo, debe realizar una serie de actos para que dicho proceso camine, es decir, que debe hacer lo propio para impulsar el proceso.


He hablado de la rebeldía, pero esta es exclusiva para el demandado; a diferencia de la deserción que es propia del actor, cuando éste abandona su acción.

“Art. 536.— Cuando el actor desampare la demanda después de contestada, podrá el demandado pedir que la prosiga bajo la pena de deserción.

Habrá lugar a esta solicitud cuando el actor deje transcurrir seis días sin pedir o sin hacer lo que, conforme a derecho, sea necesario de su parte para la continuación del juicio.” ( Art. 471

“Art. 537.— El Juez mandará que así lo verifique dentro de tres días perentorios; y si el demandante los dejare transcurrir, se declarara la deserción con costas previa petición del demandado, notificándose al actor la declaratoria en la forma legal...


si fueren dos o más los demandados, podrán cada uno de estos, si ya hubiesen contestado la demanda, pedir la deserción conforme las disposiciones de éste capítulo; y en este caso sólo aprovechará la deserción al que la pidiere, salvo que por la naturaleza indivisible de la acción deba aprovechar a todos.” Arts. 470 Pr. Y 2242 Núm. 2 C.


En un momento procesal determinado el impulso del proceso corresponde a una de las partes, generalmente, al actor; una vez contestada la demanda, le regresa el turno al actor para impulsar el proceso ¿Qué pasa si el actor no hace nada? Eventualmente el proceso quedaría paralizado, pues el actor tendría que hacer de su parte para que el juicio prosiga, pero aquí la ley ha facultado al demandado para que promueva la declaratoria de deserción.


Pero ¿En qué momento procesal procede la declaratoria de deserción? La ley dice que una vez contestada la demanda y luego sigue el término probatorio, ¿Quién va a impulsar el proceso pidiendo que se abra a prueba? Lógicamente quien se aproveche del término probatorio. El que afirma tiene la carga de la prueba y en un proceso es el actor el que afirma y pretende y por ello es quien, generalmente, está interesado en que se abra a prueba, sino hace lo suyo, pidiendo la apertura a prueba, se le declara en deserción; pero la cosa no es tan sencilla, ya que puede darse que el demandado tenga excepciones que probar y por su parte haya interés en abrir a prueba el proceso y en tal caso sería el demandado el que impulsaría el proceso, no llegando a configurarse aquello de “...sin hacer lo que, conforme a derecho, sea necesario de su parte...” pues el juicio continuaría sin su intervención. De allí viene la aclaración, que únicamente cuando el impulso del proceso pende de un acto del actor puede hablarse de deserción.


Cuando el artículo 537 establece que el Juez mandará verificar dentro de tres días perentorios, se trata de una notificación y a la vez una prevención que hace a la parte actora para que haga lo suyo impulsando el proceso y si no lo hiciere será imposible continuar el litigio.


Partiendo del supuesto que la parte actora  guarda silencio y deja pasar los tres días que manda la ley ¿Cuáles son las consecuencias de declarar la deserción? ¿Qué deberá resolver el Juez? Primero que nada hay que aclarar que una vez declarada la deserción, el Juez se inhibe de seguir conociendo de la causa. El Juez debe pronunciar una sentencia interlocutoria de aquellas que ponen fin al proceso. En cuanto a las consecuencias, el 470 inciso primero nos da la respuesta, cuando dice: “Por la deserción declarada en primera instancia, no podrá volverse a intentar la acción abandonada.”


La consecuencia más importante es que el actor desertor no podrá entablar su acción nuevamente. El demandado podría interponer una excepción perentoria. Pero ¿Cuál sería esa excepción perentoria? Cuando se ha resuelto ya sobre un litigio y se entabla de nuevo esa misma  acción se opone la excepción perentoria de cosa juzgada, ya que es la calidad procesal de que gozan las sentencias judiciales, Art. 445; pero en el caso de la deserción no hay cosa juzgada, simplemente el Juez no puede seguir conociendo del asunto principal.

14.0.1
La Sentencia y la Excepción a que da Lugar la Deserción


Como la deserción impide que haya sentencia definitiva, dando fin al proceso, se trata de una sentencia interlocutoria de las que ponen fin al proceso haciendo imposible su continuación. La ley no ha sido taxativa en cuanto a las excepciones y sobre la base de los artículos 467 y 468 podemos hablar de la excepción perentoria de deserción.

14.1
El Desistimiento


Desistir es sinónimo de renunciar, abdicar, retirarse. En términos generales es detener el litigio repentinamente. Como una forma de abandonar la acción es similar a la deserción y efectivamente limitan el conocimiento de la causa principal.


Pero que diferencia hay entre deserción y desistimiento; la deserción es un simple abandono, el actor no vuelve a hacer acto de presencia, procesalmente hablando, sin dar razones; en el desistimiento ocurren otros presupuestos, aunque siempre se trata de un actor que decide no proseguir en su intento de ser satisfecho en su petición.


“Art. 464.— Desistimiento es el apartamiento o la renuncia de alguna acción o recurso.”


“Art. 465.— Cualquiera puede desistir de su acción o recurso en causas civiles. El desistimiento debe ser hecho y aceptado por las partes o por sus procuradores con poder especial.” ( Art. 113 No 5

Otra diferencia muy notable entre una y otra está referida a sus consecuencias: debido a que en el desistimiento hay un acuerdo entre actor y demandado no se considera que hay perjuicio contra el demandado.


La consecuencia más relevante del desistimiento es la que menciona el Art. 466 del Código.

“Cuando el desistimiento fuere aceptado en primera instancia, dejará las cosas de una y otra parte en el mismo estado que tenían antes de la demanda...”


¿Qué implica que las cosas quedarán en el mismo estado que tenían antes de la demanda? Procesalmente se considerará que la demanda no existió, lo que dará como resultado que el actor pueda entablar su acción en nuevo juicio en fecha posterior. Pero para eso el demandado tiene que manifestar su acuerdo en el desistimiento, porque puede darse el caso que el demandado esté interesado en proseguir el pleito, para no quedar en la incertidumbre de ser demandado nuevamente en forma repentina e inesperada y con la certeza que en ese momento podría ganar el juicio, simplemente debe rechazar la oferta del actor de desistir, obligándolo a continuar en ese tiempo el juicio. Eso beneficiará al demandado en el sentido que se entraría a conocer de lo principal y de resultar triunfador tendría a su favor la excepción perentoria de cosa juzgada, cosa que no ocurriría en el desistimiento.


Existe una diferencia sustancial entre ambas, la deserción  y el desistimiento y es que en al deserción el actor es condenado a pagar costas, daños y perjuicios, a diferencia del desistimiento, donde  o hay condenación en costas.

“Art. 471.— En los casos de deserción será condenado en costas la parte que desertare, y en los de desistimiento no habrá especial condenación en costas.”

14.2
Diferencias entre Deserción y Desistimiento


No es lo mismo desertar que desistir, pues la expresión desistir nos proporciona una idea de arreglo pacífico y concertado del problema que originó el pleito legal; por otro lado, la deserción implica poca voluntad de proseguir en el arreglo legal del litigio, es pues, la deserción, un abandono de hecho, sin previo aviso.


Las diferencias más significativas son:

	Deserción
	Desistimiento

	1- Se da a petición del demandado

2- Conlleva a una sanción procesal, de no volverse a intentar la misma acción

3- Hay condenación en costas
	1- Se da a propuesta del actor

2- Las cosas vuelven el estado en que encontraban antes de la demanda

3- No hay especial condenación en costas procesales


14.4
Formas Anormales De Terminar Un Proceso

Normalmente los procesos terminan con la sentencia al final de la instancia que conocemos como sentencia definitiva, sin embargo un proceso puede concluir sin llegar a existir en él tal cosa, cuando se dan las llamadas formas anormales de terminar el proceso, ciertamente no puede llegar a resolverse por medio de una sentencia final el conflicto que dio origen al litigio judicial y lo que se sustancia es una sentencia interlocutoria de las que ponen termino al proceso haciendo imposible su continuación.

Las formas anormales de terminar el proceso son: (a) sobreseimiento, que, regularmente está referido al juicio ejecutivo; (b) desistimiento; (c) deserción; (d) caducidad de la instancia.

Todos los citados anteriormente provocan que el proceso concluya anormalmente y que lógicamente no lleguen a etapa de sentencia definitiva.

Capítulo XV

La Transacción

15.0
Concepto


Se trata de una forma anormal de terminar el litigio, reconciliando los intereses de los contendientes, evitándole a ambos una posible resolución judicial desfavorable.


Aquí las partes ganan y a la vez pierden, porque de su pretensión han cedido en algún porcentaje en beneficio del otro de manera recíproca.


Se dice transigir, pues se trata de poner fin a un litigio de forma extra-procesal, es decir, sin le inmediación del Juez.


Es pues, una realidad extrajudicial, en tanto que se da fuera del tribunal, pero no está del todo divorciada del campo jurisdiccional, no quiere decir que el Juez quede totalmente excluido del conocimiento de ese acuerdo; y es que una de las características de la transacción es que se de dentro de un proceso, es decir, en el marco de la tramitación de un juicio y repentinamente las partes deciden y acuerdan resolver el asunto entre ellas sin la intervención de nadie.


Manuel Ossorio dice que es un “Acto jurídico bilateral, por el cual las partes, haciéndose concesiones recíprocas, extinguen obligaciones litigiosas o dudosas...”


Pero como se viene diciendo, el Juez no queda excluido de éste suceso, pues tiene que ser informado de su verificación, en tanto que en la transacción se tienen que respetar ciertas normas establecidas en el Código de Procedimientos Civiles, y es que el hecho que se verifique afuera de los tribunales no quiere decir que se dará a capricho de las partes, al respecto continúa Ossorio: “Las transacciones hechas en el curso de los litigios no son válidas sino presentándolas al Juez de la causa, firmadas por los interesados, y deberán ajustarse a las normas establecidas por la ley procesal. El Juez se limitará a examinar si concurren los requisitos para su validez, y la homologará en caso afirmativo o rechazará en caso negativo, supuesto en el cual continuará el juicio.”
/

La decisión de transigir puede ser tomada por las partes en cualquier estado de la causa, antes de la sentencia definitiva, dando feliz término al conflicto, pero aquí concurre una particularidad, y, es que como el Juez la homologa, no puede llegar a pronunciarse en sentencia definitiva, de hecho se trata esto de una manera anormal de concluir el proceso, pero el asunto se entiende pasado en autoridad de cosa juzgada, es decir, adquiere la firmeza de un juicio ejecutoriado. Esto es contrario al concepto que manejamos en su oportunidad de la ejecutoria, la que nos sugería necesariamente la existencia de una sentencia definitiva, más cuando el juicio concluía de manera anormal era diferente, pues daba lugar a otra clase de excepciones. Pero aquí termina el litigio de forma alterna a la sentencia definitiva y sin sentencia definitiva existe excepción de cosa juzgada.


Para concluir, se trata de una manera arreglada de solucionar el conflicto, sin esperar la sentencia definitiva que estaba próxima a pronunciarse en el tribunal que conocía.

15.1
Características


La transacción tiene características muy particulares que le dan su naturaleza y, entre otras, son:

a) Tiene que concurrir la voluntad de las partes litigantes;

b) Tiene que ser un arreglo sin la intervención del Juez;

c) Tiene que haber concesiones entre las partes en forma mutua;

d) Las partes tienen que renunciar a algo;

e) Se tiene que dar dentro del juicio, antes de la sentencia definitiva.

15.2
Consecuencias

a) Extinguir las obligaciones litigiosas o dudosas;

b) Otorga la calidad de ejecutoriada;

c) Simplifica el proceso, limitándola al pronunciamiento de un auto; y

d) Evita que se dé la sentencia definitiva.

15.3
Fundamento Legal


El fundamento legal más sólido se encuentra en el Código Civil, que en su artículo 2192 dice: “La transacción es un contrato en que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente, o precaven un litigio eventual.”


<<Inciso segundo>> “No es transacción el acto que sólo consiste en la renuncia de un derecho que no se disputa.”


Por estar regulado en el Código Civil no es una figura procesal aunque tiene efectos procesales. Es más, dice la ley que es un contrato y como tal está regulado en el Libro Cuarto del Código titulado “De las Obligaciones en General y de los Contratos.”


El modo de proceder en la transacción y aquellos presupuestos procesales indispensables para que sea homologada por el Juez están contenidos en las disposiciones siguientes: artículos, del 2192 al 2212, todos del Código Civil. En el Código de Procedimientos Civiles solamente es mencionada en el numeral décimo del artículo 113, cuando dice que los procuradores necesitan Poder o Cláusula  Especial para, entre otras cosas, transigir.
CAPÍTULO XVI

LA SEGUNDA INSTANCIA

16.1 EL RECURSO DE APELACIÓN


Normalmente, el proceso termina con la sentencia definitiva y como se supone que con ella se ha hecho justicia, las partes deberían quedar conformes con el resultado; sin embargo, suele ocurrir que la parte derrotada se sienta agraviada con la resolución que no le es favorable y como los jueces que conocen de los asuntos y resuelven no son infalibles, además de existir la tendencia a democratizar el sistema de administración de justicia, donde las partes puedan elevar a instancias superiores sus asuntos, precisamente por los errores en los que puede incurrir un juzgador, sea por impericia o por malicia. Ahora bien, las partes presentan sus pretensiones ante el Juez y éste resuelve en base a las pruebas, los hechos y la ley, en atención a la forma en que estos han sido presentados por las respectivas partes.

Siempre existe la posibilidad de cometer errores de interpretación, sea de las pruebas, de los hechos mismos o de la ley, donde una de las partes resultará perjudicada.


Según el Art. 980 Pr. “Apelación o alzada es un recurso ordinario que la ley concede a todo litigante cuando crea haber recibido agravio por la sentencia del Juez inferior, para reclamar de ella ante el tribunal superior.”


Se trata de un recurso ordinario y según Manuel Ossorio, recurso es “Todo medio que concede la ley procesal para la impugnación de las resoluciones judiciales.” El mismo Ossorio, toma como sinónimo de impugnación “refutación o contradicción”

El legislador, por su parte, toma como sinónimos los términos apelación y alzada, de tal manera que decir “recurso de alzada” es igual que decir “recurso de apelación”


El único requisito de validez para el recurso de alzada, es que se crea haber recibido un agravio por la resolución del juez inferior para reclamar ante el juez superior.
16.2 PROCEDIMIENTO DEL RECURSO DE APELACIÓN


El término para interponer el recurso está expresamente regulado en la ley, Art. 981 Pr.


“El término para apelar de toda sentencia será el de tres días, contados desde el siguiente al de la notificación respectiva, conforme al artículo 212. Este término es fatal y no puede prorrogarse jamás por ningún motivo.”


¿Ante quién se interpone el recurso de apelación?

El citado Artículo 980 Pr., no dice expresamente, se limita a afirmar que sirve para atacar la resolución del juez inferior, ante el juez superior; dejando la duda sobre qué oficina recibirá el escrito de apelación.


Está claro que conocerá el juez superior, pero es el mismo juez que conoció y que dictó la resolución impugnada (a quo) el que recibe el escrito y también resuelve sobre la admisibilidad o inadmisibilidad.


Lógicamente he escrito debe ir dirigido al tribunal inferior, para ante la cámara respectiva, es decir, para ante el tribunal superior. Debe decir en la parte petitoria “Admitirme el presente recurso de apelación para ante la Cámara de lo Civil de la x Sección...”


Es el Artículo 988 y siguientes del Código de Procedimientos Civiles, que se encarga de dar el procedimiento de admisión de la alzada, así: “La apelación deberá proponerse por escrito ante el mismo Juez que pronunció la sentencia, y nunca de palabra ni en la notificación.”

¿Cómo se limita la competencia del juez inferior y la del superior en el recurso de apelación? Art. 990 Pr. “Luego que un litigante presente su escrito de apelación, queda circunscrita la jurisdicción del Juez para sólo declarar si es o no admisible en uno o en ambos efectos, y cualquiera otra providencia que dicte, se reputará atentatoria; pero esto no obsta para que se termine cualquiera diligencia comenzada ya en el acto de presentarse el escrito de apelación.”


El juez inferior recibe el escrito; decide si es admisible o no y luego lo remite a la oficina correspondiente, para que sea resuelto.

16.3 EFECTOS DEL RECURSO DE APELACIÓN


El recurso de apelación implica elevar a otra instancia, generalmente superior, al proceso, por lo tanto puede ocurrir, que se haga de forma permanente y definitiva o que sea solo de forma parcial y que luego el proceso regrese a su origen para que continúe resolviendo al juez inferior.


El Art. 983 Pr. Nos da la solución a este asunto: “Dos son los efectos que produce la apelación: el uno suspensivo y el otro devolutivo. Por el segundo se da únicamente conocimiento de la causa al superior, sin quedar embarazado el inferior para llevar adelante la ejecución provisional de sus providencias...”

“Cuando la apelación, admitida en sólo el efecto devolutivo lo fuere de sentencia interlocutoria, el Juez continuará la causa hasta ponerla en estado de pronunciarse la sentencia definitiva, en cuyo estado esperará la decisión del superior sobre la interlocutoria apelada...”

Los Artículos 984 y 985 del Código de Procedimientos Civiles, establecen expresa y literalmente, los casos en que debe admitirse el recurso de apelación en efecto suspensivo y cuando en efecto devolutivo.

“Introducido el proceso a la Cámara, si ésta estimare procedente el recurso, mandará, dentro de veinticuatro horas, se pase a la oficina para que las partes usen de su derecho.”
“El apelante o su procurador se presentará manifestándose por parte y pidiendo se le entreguen los autos por el término ordinario.”
“La Cámara ordenará en la misma audiencia que se tenga por parte al presentado y que se le entregue el proceso, aunque no lo haya pedido; y la secretaría lo entregará en efecto dentro de veinticuatro horas.”
“La parte apelante deberá devolver la causa a la oficina con un escrito que lleve el nema de: Expresa agravios.”
“Se correrá traslado al apelado para que conteste la expresión de agravios bajo el nema: Responde.”

¿Pero qué ocurre si el juez admite la apelación en efecto devolutivo, pudiendo hacerlo en ambos efectos? Puede el apelante, por medio de artículo previo, pedir al tribunal superior que suspenda la ejecución de la sentencia apelada. Art. 1015 Pr.

Sin embargo, puede ocurrir lo contrario, que declarándose en ambos efectos el recurso de apelación, debiera haberse admitido solo en efecto devolutivo; siendo el caso, es el apelado, quien debe mover artículo previo, para poner en ejecución la sentencia apelada. Art. 1016 Pr.

En uno u otro caso, es de considerar que, generalmente es el tribunal inferior el que ha admitido la apelación y es quien ha decidido hacerlo, bien en efecto devolutivo o bien en ambos efectos; por lo tanto, puede ser oportuno, someter a criterio del tribunal superior en grado, el efecto en que debió admitirse, cuando pareciere que no ha sido declarado correctamente.

16.4 RECURSO DE APELACIÓN DE HECHO


¿Qué pasa si el Juez inferior declara inadmisible el recurso, manteniendo un criterio posiblemente errado? El legislador consideró que podría afectarse a los litigantes injustificadamente con una resolución “poco legal” ó “poco fundamentada” y que sería inapropiado darles tanto poder a los jueces, al extremo de negar a las partes el derecho de elevar su causa en apelación. El Juez superior no podría conocer del asunto si el inferior no diera el visto bueno, pero siendo el caso, ya está la solución y es el recurso de hecho. Art. 1028 Pr.

“Art. 1028.- Negada la apelación por el Juez, debiendo haberse concedido, podrá el apelante presentarse al tribunal superior dentro de tres días contados desde el siguiente al de la notificación de la negativa, más el término de la distancia, pidiendo que se le admita el recurso. El tribunal mandará librar dentro de tercero día provisión al Juez inferior para que remita los autos, salvo que de la simple lectura de la solicitud apareciere la ilegalidad de la alzada.”


Ahora bien, que se presente esa eventualidad, de ser necesario para la parte impetrante, presentar su recurso directamente ante el tribunal superior, no significa que el recurso de apelación pierda su naturaleza de “recurso ordinario”; lo que hace que sea tal es que el tribunal superior conocerá ampliamente de cuestiones de hecho y de derecho, por tanto sigue siendo un recurso ordinario, tal y como está regulado en el Art. 980 Pr.

Presentado el recurso de apelación, se limita el accionar del Juez, a admitir o rechazar dicho recurso; admitida la apelación, dependiendo si lo ha sido en ambos efectos o solamente en el efecto devolutivo, el Juez deja de conocer o lo sigue haciendo hasta colocar el proceso en estado de pronunciar sentencia. En todo caso, queda impedido de pronunciar sentencia definitiva, sino hasta que se haya resuelto el recurso en la Cámara respectiva. Art. 990 y siguientes Pr.

Admitido el recurso en efecto devolutivo y tratándose de una sentencia interlocutoria recurrida, pueden las partes presentar alegaciones, ante el juez a quo, pues este sigue conociendo aún, simplemente no puede pronunciar sentencia, pues llegando al estado en que debería hacerlo, se detiene a esperar la solución de la Cámara. Art. 983 Inc. 2º Pr.

Generalmente, una vez interpuesto el recurso de apelación, queda circunscrita la jurisdicción del Juez para sólo declarar si es o no admisible en uno o en ambos efectos, y cualquiera otra providencia que dicte, se reputará atentatoria.
/
Art. 1002 Pr. “Introducido el proceso a la Cámara, si ésta estimare procedente el recurso, mandará, dentro de veinticuatro horas, se pase a la oficina para que las partes usen de su derecho.” ¿A qué oficina se refiere esta disposición y cuáles son los derechos que usarán las partes? Se refiere a la Secretaría de la Cámara y los derechos son evacuar el traslado y expresar agravios. Arts. 1003, 1004 y 1005 Pr.
Una vez ha evacuado el traslado, el apelante, devuelve el proceso y presenta un escrito, que en la práctica lleva el título en la parte superior derecha “EXPRESA AGRAVIOS” Luego se le corre traslado al apelado, quien hace exactamente lo mismo solamente que en su escrito dice la expresión “RESPONDE” Art. 1006 Pr.

El término para hacer esto, tanto para apelante como para apelado, es de seis días, contados a partir del día siguiente al de la última notificación. Este término no es común a las partes y eventualmente puede dilatar el proceso. Art. 1007 Pr.

Con la sentencia definitiva, pronunciada por la Cámara respectiva, termina la segunda instancia, quedando expedito el camino para los litigantes para interponer los recursos extraordinarios, como el de CASACIÓN.
/
16.5 OTRO EMPLAZAMIENTO


En los trámites ordinarios se dijo que existía un solo momento procesal para emplazar y que únicamente se podía hacer contra el demandado, pero esto en primera instancia, pero como aquí ya estamos en otra etapa del proceso, luego de interpuesto el recurso que eleva el proceso a la siguiente instancia, se presenta la siguiente oportunidad para emplazar, esta vez al apelado. Esto de conformidad con el Art. 995 Pr. “El auto de admisión de este recurso, en cualquiera causa, contendrá siempre la calidad de emplazamiento a las partes para que acudan a usar de sus derechos ante la Cámara de Segunda Instancia...”

Normalmente hay solamente un emplazamiento (al demandado) porque se supone que las resoluciones de los jueces sean apegadas a derecho y justas, de tal suerte que las partes queden conformes; sin embargo, excepcionalmente, se presentará alguna de las partes de recurrir, por considerar que se la ha causado un agravio y siendo el caso, hay otro acto de emplazamiento, en el mismo proceso, sin violentar su normal curso.

16.6 Declaratoria de Rebeldía en Segunda Instancia


Como una consecuencia lógica que exista otro emplazamiento, aquí en segunda instancia, es que puede darse por segunda ocasión la declaratoria de rebeldía, ya que según el artículo 995 ya citado, el auto de admisión del recurso tiene siempre la calidad de emplazamiento; ahora bien, siempre que una persona es emplazada y no acude a hacer uso de sus derechos, como permite la ley, puede ser declarada rebelde, a petición de parte, por supuesto. Veamos lo que dice el Código de Procedimientos Civiles:
Art. 1044.- Se declarará rebelde al apelado en el caso del artículo siguiente.

Art. 1045.- Si introducido el proceso en el tribunal superior, sólo compareciere ante él el apelante, podrá éste o cualquier otro de los interesados, pedir en cualquier estado de la causa, desde que se ha vencido el término del emplazamiento, que se declare rebelde al apelado.


Entonces, se puede emplazar al demandado, en primera instancia y al apelado en segunda instancia y en ambos casos, puede darse la declaratoria de rebeldía; pero en segunda instancia, también puede darse el acuse de rebeldía, como veremos.

16.7. EL ACUSE DE REBELDÍA


En su momento dijimos, que cuando no se evacua un traslado o una audiencia, puede darse el acuse de rebeldía, ya que esta figura no es la misma que la declaratoria de rebeldía (Ver diferencias) y es que tampoco tiene las mismas consecuencias.


En los Artículos 1015 y 1016 del Código de Procedimientos Civiles, se presentan dos casos diferentes en los que puede verificarse el acuse de rebeldía.

Art. 1015.- Si habiéndose otorgado la apelación por el Juez inferior tan sólo en el efecto devolutivo, creyese el apelante que debió haberse otorgado también en el suspensivo, puede solicitar ante el tribunal superior, por artículo previo, que se suspenda la ejecución de la sentencia apelada. La Cámara, previo traslado por tres días a la parte contraria y con lo que diga, o en su rebeldía, acusada que sea...

Art. 1016.- Si la apelación se hubiere otorgado en ambos efectos, no habiendo debido otorgarse más que en el devolutivo, puede el apelado, moviendo artículo previo, pedir que se mande poner en ejecución la sentencia; y oyendo al apelante, de la manera prevenida en el artículo anterior...”
/  
16.8 LA PRUEBAS EN SEGUNDA INSTANCIA


Por regla general no se permite presentar pruebas, en segunda instancia; pues su objetivo es someter al ojo crítico de un juzgador superior, lo que un juez inferior ya ha procesado, para determinar si lo ha hecho correctamente, es decir, apegado a derecho y a justicia, en ese sentido, presentar nuevas pruebas sería llevar elementos con los que no ha contado el inferior y sería inútil criticarlo por algo que no conoció.

Veamos lo que dice el Art. 1019 Pr.

Art. 1019.- En segunda instancia sólo podrá recibirse la causa a prueba en los casos siguientes:

1º En los casos de los artículos 1014 y 1018;

2º Para probar hechos que propuestos en primera instancia no fueron admitidos;

3º Para examinar los testigos que, habiendo sido designados nominalmente en el interrogatorio, no fueron examinados en primera instancia, por enfermedad, ausencia u otro motivo independiente de la voluntad de la parte; pero en este caso el examen sólo recaerá sobre los testigos que no fueron examinados, y por los puntos propuestos en el interrogatorio en que se designaron nominalmente.

Art. 1014.- En segunda instancia pueden las partes ampliar sus peticiones en lo accesorio, como sobre réditos o frutos, alegar nuevas excepciones y probarlas y reforzar con documentos los hechos alegados en la primera; mas nunca se les permitirá presentar testigos sobre los mismos puntos ventilados en ésta, u otros directamente contrarios, alegar el actor nuevos hechos; salvo el caso del artículo 461, ni hacer cosa alguna que pueda alterar la naturaleza de la causa principal.
Art. 1018.- Antes de sentenciarse la causa pueden las partes, en cualquier estado de ella, promover el incidente de falsedad de las escrituras presentadas por la contraria en segunda instancia; y pedir la verificación de las que hubiesen sido negadas o desconocidas por ella en la misma instancia, y en uno y en otro caso se procederá respectivamente, con arreglo a los §§ 3o. y 4o., Sección Segunda, Capítulo 4º del Título IV, Libro I de este Código.
16.9 SENTENCIA DE VISTA Y DE REVISTA

La Cámara hace una “revisión” sobre asuntos de hecho y de derecho, viendo todo lo que se ha actuado, sin incluir hechos o pruebas nuevas; de ahí que el proceso de segunda instancia por recurso de apelación sea en sí una vista, porque los magistrados se dedican a ver todo lo que el juez inferior a conocido.

El Art. 1068 Pr. Hace referencia a ese hecho, cuando dice: “Acabada la vista de cualquiera causa en las Cámaras...”


La Sentencia Definitiva pronunciada en Segunda Instancia es, entonces, Sentencia de Vista.


En otras épocas, existía un recurso llamado “de súplica”, que elevaba las causas a una tercera instancia, luego de la causa de vista, lógicamente, seguía la causa de revista; esto hacía que los procesos civiles fueron muy extendidos en tiempo y en trámites y daba motivo a que los litigantes dilataran maliciosamente el cumplimiento de las sentencias. Todavía el Título I en el Libro Tercero, Capítulo VI (Derogado) menciona el RECURSO DE SUPLICA; y, el siguiente Capítulo, se refiere a  Las Disposiciones Comunes al Procedimientos en Segunda y Tercera Instancia.

Todo esto quedó obsoleto al entrar en vigencia la Ley de Casación, con el que se puso en vigencia el recurso extraordinario de “Casación”.
/  

16.10 FORMULA: EN CUANTO HA LUGAR EN DERECHO (Art. 991 Pr.)


El juzgador está obligado a admitir el recurso de apelación; al grado que si lo admite simplemente se entiende admitido en ambos efectos, aunque el legislador ha querido que los jueces siempre, lo admitan, o en efecto devolutivo o en ambos efectos, expresamente; o bien, que lo rechacen y así el impetrante puede interponer el recurso de hecho; el legislador prohíbe, que el juzgador utilice la fórmula (...), para evitar que este pase el proceso a la Cámara sin admitir el recurso, o bien que lo admita con reservas, dejando la carga a la Cámara para terminar de admitirlo.

Lo que el legislador le está diciendo al juez es, o lo admite o lo rechaza y si lo admite, hágalo, en efecto devolutivo o en ambos efectos, pero si usted no dice nada, es como si lo hiciera de la última forma. (Ver: efectos de la apelación)
3ª Parte

El Proceso Civil ante Cambios Inminentes
(EL PROCESO COMO NÚCLEO DE LAS LEYES CIVILES Y MERCANTILES)

Capítulo XVII
El Estado Constitucional de Derecho en el Proceso Civil

17.1
La Igualdad


Un principio tan vital en cualquier legislación, debe ser considerado muy especialmente y de manera prioritaria por tratadistas y legisladores, pero no hablo de una igualdad formal, es decir, no es en cuanto a la igualdad mencionada en un artículo de determinado código, pues esa igualdad es vacía y sin contenido.


En el derecho procesal penal la igualdad ha sido sagazmente interpretada por legisladores y estudiosos, ocultándole la calidad de ser simplemente formal, y quizá tenga más espíritu la igualdad que se refiere a la participación regularizada de acusadores y acusados, en todo caso la igualdad del derecho penal no nos interesa en este estudio, lo que realmente nos interesa aquí es dejar claro que no es lo mismo aquella igualdad que la que ventilaremos como base del derecho procesal civil.


Efectivamente sostengo y aquí así tratare de probarlo, que la igualdad es la base fundamental e imprescindible del derecho procesal civil.

Antes de proseguir debo aclarar que no citaré disposiciones constitucionales aquí por considerar que el conocimiento de dichos preceptos es obligatorio para toda persona que respeta la ley.


En el derecho procesal penal se tiene una espina dorsal que es la presunción de inocencia y sobre la base de ella se desarrolla todo el proceso, tanto es así que la sola duda redunda en beneficio para el imputado.


Aquí, en el proceso civil voy a equiparar a la igualdad con la presunción de inocencia de aquella rama del derecho. Pero no me refiero a la igualdad convencional y mucho menos a la igualdad procesal, sino a una igualdad real y material de los seres humanos donde domina la dignidad de las personas.


Ciertamente igualdad sin dignidad no es tal, a lo sumo, un burdo ejemplo de liberalismo clásico, donde las personas eran iguales en tanto las unas se sometían a las otras, ya que unas eran libres de someter y otras de ser sometidas.


El ser humano en esencia es libre y eso hace que todos seamos iguales. No es necesario hacer mención de todas las facetas en las que el ser humano puede ejercer sus libertades e igualdades, lo importante es que en todas ellas hay un nexo tan próximo y tan profundo con el aparato administrador de justicia.


Todos podemos acudir a una autoridad a pedir, a reclamar o simplemente a que se nos escuche, pero nuestro derecho no termina allí, también tenemos derecho a que se nos resuelva y que se nos dé a conocer de lo resuelto.


Pero ¿Será necesario tener efectivamente algo que reclamar para que se nos escuche? Ciertamente no y por ello la comparación que al inicio hice de la igualdad de que hablaremos aquí y el principio de presunción de inocencia, propio del derecho penal.


De un proceso civil jamás se deducirá un segundo siquiera de prisión para nadie, por eso el estricto principio de presunción de inocencia no cabe, de hecho presumir inocente a alguien conlleva a la posibilidad de su culpabilidad y en derecho civil esto simplemente no existe, y que en todo caso se trataría de mala fe.


Es pues, la igualdad, un valor jurídico propiamente, y el hecho que se materialice en el proceso con la participación irrestricta de las partes no quiere decir que se limite a una cuestión procedimental.


Las personas son iguales, éste es un principio constitucional que se amplía a un proceso judicial cuando decimos que las partes son iguales y que deben  concurrir en esa calidad a expresar sus ideas y defender sus derechos.


El derecho procesal debe tomarse desde un punto de vista humano y no por el hecho de resolver cuestiones patrimoniales se va a convertir en un asunto puramente de tecnicismo desmedido, se tienen que valorar realidades humanas.

17.2
La Igualdad Procesal


El hecho que una persona tome la decisión de hacerse oír por las autoridades judiciales, en el reclamo de algo contra una tercera persona, en el lógico uso de su libertad personal, hace que nazca un juicio y por ende que exista un demandado que es aquella tercera persona de quien se reclama algo; así, tanto la primera como la tercera obtienen la calidad de partes y le otorgan la misma calidad al juzgador, quien será un receptáculo intelectual para los asuntos que ellos viertan.


La presente existencia de un juicio hace suponer obligatoriamente la existencia de una demanda y eventualmente que se conteste a ella.


Las partes se enfrentarán en una batalla de verdades y de lógicas que al final terminarán por llevar al juzgador a un convencimiento de una sola verdad que tendrá la calidad de “verdad jurídica”, totalmente irrefutable.


En esa batalla las partes hacen uso de múltiples artificios para probar sus verdades, y en ese ir y venir de argumentos y contra-argumentos hay marcos y derechos que respetar.


El primer derecho que se observa es el derecho que tiene una persona, quien en ese momento no es parte procesal y por ende no existe para ella ninguna igualdad procesal, de demandar a otra quien antes de la interposición de la demanda tampoco era parte procesal e igualmente no tenía igualdades procesales.


Una vez hecha la demanda hay partes, hay litigio y hay juicio, porque independientemente de la actitud que tome el demandado, judicialmente ya hay una causa civil contra él, pues en todo caso se le tiene que dar a conocer de todo lo que se resuelva en ese asunto, aún y cuando la demanda fuera declarada inadmisible de entrada.


Ya que el demandado recibe el emplazamiento, éste puede hacer uso de muchos derechos, puede incluso demandar en la misma causa a quien lo está demandado; este principio es muy grandioso y bello por encerrar simultáneamente la igualdad personal y la igualdad procesal, pues se hace en virtud de ser parte en el litigio y así se trata de igualdad procesal y a la vez sobre la base de tener algo que reclamar como persona, y así se trata de igualdad personal. (Ver Reconvención)

17.3
Publicidad y Oralidad


La publicidad es una característica de todo proceso moderno y se complementa con el de oralidad.


Tradicionalmente en el proceso civil se habla de las audiencias, y en un débil intento de dar cumplimiento al principio constitucional del derecho de audiencia se ha hecho así; sin embargo las audiencias a que se refiere el Código de Procedimientos Civiles difieren mucho de ser audiencias públicas y orales.


En el proceso penal, que es donde actualmente se aplican estos principios, la escritura es limitada y las actuaciones más importantes, es decir, donde se decidirá sobre la situación jurídica del encausado, son totalmente orales y públicas, salvo escasas excepciones.


Se le llama audiencia porque literalmente se va a escuchar a las partes, es decir, que estas se expresarán en forma natural, por medio del lenguaje hablado y estando presentes todos los interesados en la causa e incluso más personas que puedan asistir como oyentes.


Se dice publicidad porque están abiertas al público y no se reserva absolutamente nada.


El proceso civil no podría ser cien por ciento oral, de hecho ningún proceso, por moderno que sea, podría ser cien por ciento oral, pues siempre hay expedientes que guardar y escritos que presentar, tal el caso de cuando se recurre en apelación para ante la Cámara de Segunda Instancia. El proceso civil se perfila a entrar en la corriente de la oralidad y talvez de la publicidad; aunque actualmente se habla de publicidad para el proceso civil, ésta se limita a que las partes en conflicto pueden tener acceso a todas las actuaciones que se verifican en todo lo largo del proceso, tal el caso de los traslados, donde la parte podía retirar los autos del tribunal por cierto tiempo y estudiarlos. Pero en términos reales y modernos, el hecho de ir al tribunal y llevar los documentos que conforman el expediente judicial de una causa no implica que haya publicidad y menos aun oralidad.


Lo cierto es que la escritura ha decepcionado a tratadistas y a interpretes del derecho, al grado que todas las legislaciones modernas tratan, en la medida de lo posible, de distanciarse de los procesos escritos. Al extremo que vinculan la escritura de los procesos con los antiguos inquisidores.


Se dice que un proceso escrito es obligatoriamente un proceso de inquisición, asimismo que un proceso donde se guarda la secreticidad es un proceso donde se da el autoritarismo, el arbitraje y los atropellos típicos del sistema en mención.


Ciertamente aquellos históricamente han estado íntimamente asociados, no sería necesario recordar el Código de Instrucción Criminal que tuvo vigencia a principios del Siglo pasado y aún su sucesor Código Procesal Penal, derogado hace menos de una década.


El proceso civil por su lado con todos sus defectos, lentitudes y desmanes nunca ha sido acusado de inquisidor, pues la materia que lleva imbíbita no es de interés público, aunque técnicamente si se considere así.


El interés del particular solo le atañe a él mismo, pero le interesa al Estado y por ende a la sociedad que se cumplan las demandas de justicia y de tutela legal y su cumplimiento asegura que haya paz social y esto último si es eminentemente de derecho público. En ese sentido, al Estado no le interesa qué se reclame, sino que se reclama algo; como tampoco le interesa contra quien se reclame, sino que se cumpla, si es de derecho y de justicia. Así el derecho debe ver que intervienen en sus engranajes seres humanos que anhelan vivir en paz y ser protegidos en sus derechos sustantivos y adjetivos.

17.4
La Libertad


Puede surgir la interrogante ¿Para qué hablar de libertad? Si ya dijimos que en el derecho civil no se limita en ella a nadie.


El ejercicio de la libertad lleva a las personas a perder ese derecho que originalmente es inalienable, pero que no es absoluto.


Como es libre la persona para vivir, para contratar, para casarse, para delinquir, es a la vez y consecuentemente responsable de lo que resulte de sus actos y así debe responder.


Pero la libertad no es tema de nuestro estudio, más bien sería materia de la filosofía del derecho.


Lo cierto y lo que realmente nos interesa aquí es la libertad de las personas en hacer trabajar al Órgano Jurisdiccional y hacer uso del derecho de petición.


A pesar que la libertad se nos presenta, generalmente, vinculada a cuestiones políticas, al grado que no se ve ya como un sistema de vida sino como parte de la organización del Estado, de acuerdo al concepto de Manuel Ossorio. Resulta imprescindible para nuestro estudio, en tanto que una persona para obtener sus pretensiones, de cualquier clase, debe recurrir libremente al Órgano Judicial o a la autoridad competente que corresponda.


Se dice que una persona puede acudir ante Juez a efecto que se declare subsidiariamente su identidad personal, y siendo así no habría demandado a nadie y sin embargo un Juez de la República fallaría a favor o en contra y aunque dichas resoluciones no se entiendan pasadas en autoridad de cosa juzgada tienen valor jurídico y se hacen valer así; aun que se discuta de sí son juicios y ciertos tratadistas vienen con la idea que esa clase de “tramites” deben limitarse al campo notarial, por ser del campo de la jurisdicción voluntaria; cabe hacer la aclaración que cuando hablamos de jurisdicción, aunque le agreguemos “voluntaria” se trata de administrar justicia, conceptualmente hablando y evoca a la capacidad de juzgar.

Capítulo XVIII
UNIFICACIÓN DEL PROCESO CIVIL

(EL PROCESO COMO NÚCLEO DE LAS LEYES CIVILES Y MERCANTILES)
18.1
La Demanda


Conceptualmente la demanda es un escrito que se presenta a autoridad competente, conteniendo la voluntad de una persona, así en términos generales; pero de ese concepto tradicional es necesario hacer unas observaciones, se dice que es un escrito y decíamos que lo escrito es sinónimo de secreto, totalitario, inquisitivo, etc., con todo es válido preguntarse si aquí es válido que se demande verbalmente, sin hacer referencia al juicio verbal que se contempla actualmente para reclamos menores.


Como se trata de reclamar y defender intereses de particulares, sin perder de vista que el proceso es siempre de orden público, la cuestión pierde solemnidad; actualmente es prácticamente inconcebible que una persona se presente oralmente a demandar en lo que ahora se llama juicio civil ordinario.


¿Quién demanda? Pues lógicamente un particular ¿Contra quién? Pues contra otro particular, generalmente.


Pero como dije, al Estado no debe importarle quién reclama, ni contra quién se reclama, como tampoco qué se reclama. El Estado debe interesarse en garantizar la paz social, aún y cuando el demandado sea el mismo Estado; así la tendencia del juicio único tiene mucha aplicación en este proceso, desaparecería la clasificación histórica del juicio que le dividía en ordinarios y extraordinarios y a los últimos en sumarios, verbales, ejecutivos, etc. Pero si fuese necesario y procedente marcar las reglas para que cuando lo reclamado no sea de mucha cuantía o trascendencia, pueda abreviarse el juicio, acortando los procedimientos, disminuyendo audiencias. Pero lo que nos ocupa en este apartado especial es la demanda y como tal, es universal. Hay demanda en el área civil, en familia, en inquilinato, laboral y en fin en todas las que dependen o en un momento histórico dependieron de la Ley Civil. Pero la pregunta más importante es ¿Se conservará el concepto aquel del primer escrito? Bueno ciertamente el proceso deberá iniciar con la demanda, por lógica, pero ¿Será necesariamente un escrito? Como hasta ahora.


La tendencia más marcada en la modernización de los procesos es que lo del escrito se conserve en forma alterna y que pueda demandarse verbalmente, según la decisión o conveniencia del interesado.


Pero que la demanda sea verbal o escrita no dependerá de la cuantía de lo reclamado, sino que dependerá de lo que decida el actor.

18.1.1
Formalidades de la Demanda


Como la demanda ha sido obligatoriamente un escrito, y por tratarse de la manifestación de voluntad de una persona, ha sido necesario que se calzara, primero, con la firma del demandante, es decir, de la parte real, y segundo, de un Abogado Director, es decir, de una parte formal.


Partiendo de la idea que un Abogado es un técnico en derecho y que es conocedor de las leyes, se ha requerido su intervención para efecto de no dejar en indefensión a ninguna de las partes, pero como en este momento hablamos de las formalidades de la demanda, se hace para que el Abogado que avala el escrito examine si éste tiene la apariencia, por lo menos, de ser jurídicamente válido. En la práctica es muy usual que el Abogado Director, sabiendo qué le conviene, jurídicamente, a su cliente, es quien redacta el escrito y le plasma al final su firma y sello de Abogado.


Pero como la tendencia de modernizar el proceso civil incluye el insertar partes orales en él, la demanda tendría que ser afectada por esa tendencia.


Partamos de un hecho, lo que se reclama en una demanda no siempre es lo mismo, que varía en cuanto a su cuantía, calidad e importancia y que ello no implica negar a nadie el derecho de hacer trabajar el Órgano Jurisdiccional para satisfacer sus pretensiones.


Sin que el proceso caiga en la indebida tendencia de proteger más a quien más tiene, no se puede negar que cuando lo reclamado es mayor, se tienen que guardar más formalidades y esa idea a imperado en todas las legislaciones, de allí teníamos hasta un juicio verbal muy breve, cuando lo reclamado era de poca cuantía.


En cuanto a lo primero, si la demanda se presenta por escrito, debe ir acompañada de firma de abogado director cuando ese requisito sea necesario, y si se presenta oralmente que acompañe abogado al demandante durante se levanta el acta respectiva; cuando lo reclamado en una demanda no exceda de una cantidad de aproximadamente cinco mil colones será opcional la concurrencia de Abogado Director, pero cuando exceda, por un colon que sea, debería ser imprescindible la comparecencia del Director Técnico y no solo eso sino que antes de presentar cada argumento oral el demandante pueda consultar con su Asesor Legal. Sin detrimento de la existencia de procuradores adscritos a los tribunales.

Ocurre que cuando una persona se ve en la necesidad de reclamar algo judicialmente, se ve en el impedimento de tener que pagar a un Abogado para que firme los escritos y lo que eso le costaría suele ser mayor a lo que obtendría si de casualidad ganara el pleito, ciertamente es algo injusto y la ley actualmente tiene ese defecto.


Como ahora en un juicio civil se tendrá que acudir a audiencias y en ellas se requeriría al Abogado Director, estos por tener que perder un día completo en dicha audiencia hablan de miles de colones por la representación, en calidad de honorarios, esto le cierra las puertas a quienes relaman cosas de menor valor del sistema de justicia.


Lo importante es que las personas no pierdan por ningún motivo el derecho de acudir por justicia ante el órgano correspondiente.


Es necesario romper con la dicotomía tradicional, el crear un nuevo proceso civil moderno que vaya de acuerdo a las expectativas de justicia de los salvadoreños que vaya más allá del hecho de reformar leyes y procedimientos, es necesario crear una mentalidad de justicia social en ello.


Las viejas estructuras responden a intereses oligarcas medievales y no van en nada en armonía con los lineamientos de justicia.


Los jueces actuales so pretexto de ser legalistas y excesivamente formales benefician al que tiene en abundancia en detrimento del que no tiene nada, porque todos los procedimientos van orientados a proteger al que no necesita protección, a dar resguardo a las arcas de los multimillonarios sin preocuparse siquiera de las inquietudes legales de los pobres de éste país. Para el pobre de éste país se ha arreglado un proceso exclusivo para él y es el proceso penal y cada día que pasa se habla de aumentar más y más las penas a imponer e incluso hay quienes sugieren la pena de muerte, lógicamente sería aplicable a los que viven en zonas marginales, pero eso no es nuestro tema, en el sentido de no ser éste un estudio sociológico.


Lo que pretendo sugerir es que el sistema de administración de justicia se democratice y se abra el pueblo, para quien ha estado cerrado desde que se abrió.

18.1.2
Formalidades Procesales de la Demanda


Lógicamente existen requisitos que el reclamo debe cumplir para ser efectivo, como por ejemplo identificar perfectamente al demandado, pues como se ha deducido, todo juicio civil tiene uno; lo que se pide, sea especie o efectivo y el valor estimado o exacto en la medida de lo posible, para saber las formalidades que tendrá el juicio.


La ley ha pedido algo que sin duda es imprescindible, que se incluya en la demanda el petitorio y que vaya formulado con toda precisión. Ciertamente se tiene que hacer mención expresa de que es lo que se requiere o pide.


Como importante ha sido que se identifique a las personas, tanto del litigante requirente como del litigante requerido.


El Art. 195 del, ahora vigente, Código de Procedimientos Civiles exige que la demanda se presente acompañada de un número de copias firmadas igual al de las personas que constituyan la parte contraria, más dos. Claro esto supone una demanda escrita.


Pero como sugerimos una demanda que puede plantearse de forma verbal, ¿Qué se supone que sucederá con la regla de las copias?


En la práctica, y así lo ha dicho la ley, una de las copias se le entrega al demandado o a cada uno de ellos, pero si el demandante se presenta con su Asesor Legal al Tribunal a plantear su demanda en forma verbal, caso en el cual se reducirían las posibilidades de una eventual dilación por oscuridad en la demanda, ya que el Juez estaría en obligación de pedir que se aclaren aquellos conceptos que den motivo a dudas en el preciso instante en que el actor las plantea.


El Juez, en compañía de su Secretario de actuaciones, deberá interrogar a la parte actora, en el sentido real para que recibiendo asesoría de la parte actora en el sentido formal
/, caso que haya, para efecto de evacuar todas las dudas y posibles oscuridades que se presenten o que se puedan presentar. En este sentido el Juez deberá tener una mentalidad crítica, abierta y adecuada para adelantarse en las posibles eventualidades, procurando evitar innecesarias dilaciones del proceso.


Sin embargo eso no soluciona lo de las copias, es oportuno recordar que cuando la demanda se interpone verbalmente, se levanta acta de ello y de esa acta es que se van a sacar las copias que se entregaran a las partes, dependiendo de cuantas haya. Lógicamente al primero que se le entregará copia es a la parte demandante, que quedará en poder del que lo es en sentido formal o en sentido real dependiendo del acuerdo al que lleguen; y al demandado, al momento de emplazarlo se le hará entrega de la suya. Esto vendrá a validar el principio constitucional de la gratuidad de la justicia, en el sentido que el Estado dispondrá de recursos para administrar justicia.


Claro que si el demandante decide presentar su demanda por escrito, tendrá que cumplir la regla de las tantas copias como personas constituyan la parte demandada, más dos; y no solo eso sino que deberán ir formalizadas con firma de Abogado Director, caso que sea necesario.


Las partes conocen los hechos, el Juez conoce el Derecho, reza un viejo adagio jurídico, de ahí que cuando lo requerido en la demanda no exceda de cantidades que ameriten una representación legal, no sea necesaria tal representación, en el sentido que no es necesario que las partes hagan una exposición de disposiciones legales, basta con que expongan claramente los hechos y de ellos el Juez deduce el derecho.


Considerando los gastos en calidad de honorarios para presentarse a audiencias, no es oportuno que cuando lo alegado no exceda cierta cantidad se exija un representante legal.


Con todo sería muy recomendable que en cada tribunal existan procuradores adjuntos, para que expliquen a las partes sus derechos y de sus posibilidades legales y los términos y plazos con que cuentan.

18.2
Los Derechos del Demandado al ser Emplazado


El demandado recibe la noticia que está siendo encausado en un proceso civil cuando es emplazado; como hemos incluido el valor libertad en este proceso, es oportuno advertir que el demandado haciendo uso de su libertad como persona y que no puede ser considerado deudor ni ser afectado en sus derechos reales o personales sin antes haber sido oído y vencido en juicio, tiene derecho a elegir entre varias opciones: contestar la demanda es una de ellas y puede hacerlo en forma negativa o positiva, es decir, allanándose total o parcialmente a ella, todo de conformidad a los criterios que con toda libertad pueda tomar en ese momento. No hay nada que pueda coartar al demandado para negarse o aceptar lo dicho por el demandante.


Otro derecho del demandado es guardar silencio, es decir, que simplemente puede no contestar la demanda ni aceptándola ni rechazándola; tradicionalmente, si bien se había incluido dentro de los derechos del demandado, se ha sancionado, en otras palabras, es un derecho del demandado pero el ejercerlo lo hace merecedor de una sanción que es la declaratoria de rebeldía; la declaratoria de rebeldía ha sido considerada una sanción por las consecuencias que ocasiona (Ver) pero realmente no debería ser así, y como esto de lo que se trata es de proponer criterios de avanzada para un proceso civil moderno, democrático y sin discriminaciones hacia las partes, voy a proponer que salvemos la declaratoria de rebeldía y sin ir en menoscabo del famoso principio de economía procesal, que la declaratoria de rebeldía sea declarada en beneficio de ambas partes o de todas las que eventualmente puedan participar del litigio.


La declaratoria de rebeldía tiene que ser una garantía de democracia procesal y no una sanción como hasta ahora se ha considerado.


Bueno, ciertamente el demandado cuenta con un plazo determinado para ejercer ciertos derechos: para contestar, para reconvenir, para alegar excepciones dilatorias, pero uno vez vencido el término la mayoría de esos derechos deben perecer y solamente subsistir el de legítima defensa, salvo que se pruebe justo impedimento, entonces se procederá como hasta ahora. Lo que pretendo es que el demandado una vez declarado rebelde no sea aislado del proceso, es decir, que no sea visto como alguien ajeno al pleito, porque es lo que actualmente se hace, cuando se dice que al demandado declarado rebelde no se le notifica de nada ni se le da a saber nada del proceso, eso es totalmente inconstitucional y como tal debe ser reformado.

18.3
La Declaratoria de Rebeldía y los Procuradores Adjuntos a los Tribunales de lo Civil


No haría falta aclarar que en la actualidad los procuradores adjuntos existen solamente en materia de familia y talvez en algún otro proceso pero no en civil; nuestro proceso es arcaico, deficiente, retrasado y excesivamente formalista.


Históricamente el proceso civil ha tenido un fin claro y específico de resguardar los intereses de un grupo social determinado; con artificios técnicos y maniobras legalistas se a encargado de que la tierra esté en pocas manos y que los fríos intereses fueran considerados intocables y sacrosantos.


Nuestro proceso civil persigue dar cumplimiento a un principio, el de justicia y si es posible llegar más allá, de justicia social.


En la óptica del cambio, consideramos darle un giro total a la idea de rebeldía, en primer lugar quitarle todas las sombras que la rodean y que han hecho de ella una herramienta para perjudicar al demandado que en uso de uno de sus derechos es perjudicado con saña por los tribunales, quienes además hablan de negligencia al no contestar la demanda.


Lo primero, como ya lo he propuesto en otros capítulos de éste libro, es quitar el carácter sancionador de la declaratoria de rebeldía y para ello se hace indispensable hablar del Procurador Adjunto al Tribunal, para que se encargue de representar los intereses del demandado que no se hizo parte.


Pero también es bueno decir que si el demandado no contesta, tradicionalmente se ha considerado que no es parte en ese proceso, porque no lo ha pedido así, y rigurosamente podría ser aceptable la idea que el que no contesta la demanda no es parte; esto bajo la idea que el Juez va a dar a conocer sus providencias a las partes del proceso y que no está en obligación ni en necesidad de informar a los que no lo son. El demandado es interesado en la causa desde el momento que su nombre y los datos necesarios para identificarlo aparecen en un escrito de demanda o en un acta donde se consigna una petición formal de alguien en su contra; es interesado porque la resolución que se va a dar le atañe personalmente. No podemos decir que el asunto no le interesa, como tampoco podemos asegurar que su silencio implique falta de interés para responder a una supuesta obligación, obligación que no está jurídicamente probada mientras no se pronuncie la sentencia correspondiente, es decir, mientras no se respeten los preceptos de un debido proceso.


No se le puede negar el derecho de audiencia al demandado y ese derecho de audiencia que no le puede ser negado implica dos facetas, una positiva y una negativa; él puede manifestarse en cuanto a las pretensiones de su adversario de la manera que mejor lo prefiera, pero también puede guardar silencio y está en su derecho.


Una nueva sugerencia en este tratado es que la calidad de parte no la conceda un petitorio en un escrito que dice “se me tenga por parte”; y que el silencio del demandado sea considerado como dudas en cuanto a la existencia de su obligación, presumiendo que en forma tácita se está comprometiendo a cumplirla si el actor prueba debidamente sus alegatos.


Lógicamente el demandado tiene el derecho de ser defendido en cuanto a cuestiones técnicas y en cumplimiento de los preceptos tradicionales que sugieren que un juicio obliga a la participación de tres personas, a saber, actor, demandado y Juez y que en la declaratoria de rebeldía actual se obvia la participación de una de esas personas, mutilando el proceso y el concepto de juicio. 


Partiendo de otro derecho del demandado que es el poder presentarse en cualquier estado de la causa a interrumpir la rebeldía y para ello se le debe respetar el derecho de conocimiento, notificándole de todo lo que se verifique dentro del proceso, sea por iniciativa de la contraparte o por iniciativa del procurador, quien realizaría su defensa.


Suponiendo que el procurador es un empleado del Estado y que su función es resguardar el respeto de todos los derechos que puedan ser vulnerados a una persona en particular y que no puede conocer la versión del demandado porque éste calla al respecto, tendría que limitarse a hacer una defensa puramente técnica y no fáctica. Y el demandado debe ser puesto en conocimiento de esa circunstancia.


Bueno, aún con todo lo que se ha dicho, esa declaratoria de rebeldía podría acarrear limitantes al demandado, como es el caso que él quisiera reconvenir, alegar excepciones dilatorias u otra clase de derechos que por su naturaleza deban invocarse en el momento o antes de contestar la demanda.

18.4
Respetemos al Derecho Adjetivo y Defendamos el Derecho Sustantivo

Cuando hacemos mención del derecho adjetivo pensamos en cualquier Ley procesal, como el Código de Procedimientos Civiles, el Código Procesal Penal, o cualquier otro de esa naturaleza.


Tradicionalmente se ha venido diciendo que el derecho adjetivo es complemento del derecho material o sustantivo por referirse a la actividad del Órgano Judicial en la tramitación de los procesos.


El derecho adjetivo rige cuestiones de procedimiento, mientras que el derecho sustantivo rige los derechos materiales de las personas.


Para plantear un ejemplo, el derecho sustantivo reconoce en un crédito la existencia de un derecho personal, por un lado, una obligación y por el otro un derecho activo y que entre ambos configuran al derecho sustantivo o material, que sería lo mismo que decir Juan Pérez le debe mil colones a Ernesto Díaz; pero ¿Cuándo entra en juego el derecho adjetivo? Pues fácil, cuando Juan Pérez no le pague los mil colones a Ernesto Díaz en el plazo acordado y se niegue a hacerlo, en tal situación Juan Pérez se vera en la necesidad de acudir a un tribunal para demandar de Ernesto el cumplimiento de su derecho material, pero entonces dejaríamos vertiginosamente al llamado derecho sustantivo y llegaríamos a estar exclusivamente en el derecho adjetivo, pero el llegar a este punto no implica obligatoriamente que se a partido de aquél. Con relación a esto, el Licenciado Daniel Antonio Joya
/ dice: “No hay una verdadera vinculación entre el derecho procesal y el derecho material, en tanto que el uno es totalmente independiente del otro, por ende es erróneo llamarlos <<derecho adjetivo y sustantivo>> como aludiendo al derecho que complementa al otro.”


En esta obra de contenido científico vamos a aceptar la idea que el derecho procesal tiene vida independiente del derecho material, sobre la base de las siguientes premisas...


Primera: Se regulan por leyes independientes la una de la otra, tales son el Código Civil y el Código de Procedimientos Civiles, que si bien se publican en recopilaciones, esto no es más que un efecto de editorial y no una consecuencia legal ni jurídica.


Segunda: La existencia de un proceso regido por los principios “adjetivos” no significa obligatoriamente que éste sea precedido de un acto sustantivo o de los que se regulan en la ley sustantiva. Afirmar tal cosa implicaría negar el libre derecho de acudir al Órgano jurisdiccional a las personas en cualquier circunstancia y que sea ahí donde se deduzca sobre la verdad de la existencia de un hecho.


Tercera: En un proceso, si bien se hace referencia a cuestiones sustantivas, lo verdaderamente importante es la parte jurídico-formal que constituye el proceso en sí.


Del muy interesante concepto que nos proporciona Luis Ribó Durán, en su Diccionario de Derecho, podemos llegar a las mismas conclusiones: “Es el conjunto de normas, técnicas y doctrinas que tratan de la presentación, desarrollo y solución de las reclamaciones planteadas ante los tribunales fundadas en la aplicación de normas de Derecho privado. En cuanto el Derecho procesal civil hace posible la realización coactiva del derecho sustantivo civil en sentido amplio, se dice que es un derecho adjetivo o complementario del sustantivo o del derecho material (Derecho civil, Derecho mercantil, etc.) Por cuanto el Derecho procesal civil implica el protagonismo de un tribunal, como órgano del poder Judicial del Estado, se dice que el Derecho procesal forma parte del Derecho público. Aunque la mayoría de las normas procesales civiles se refieren a los procedimientos, cabe distinguir en esta materia el área del llamado derecho orgánico o derecho judicial, que trata específicamente de la organización de los tribunales. Incluso cabe distinguir, dentro del mismo Derecho procesal civil, la rama especializada del llamado Derecho probatorio o dedicado a la regulación de la prueba que, progresivamente, adquiere cierta autonomía a compás de la importancia que se le reconoce.”


A pesar que Durán habla de una dependencia del derecho procesal al derecho sustantivo, admite que aquél se limita a “La presentación, desarrollo y solución de las reclamaciones...”


Agrega, con respecto a lo mismo, Durán: “Por cuanto el Derecho procesal civil implica el protagonismo de un tribunal, como órgano del poder Judicial del Estado...”


En el derecho sustantivo el protagonismo es de particulares y son ellos los que dan forma a sus propias actuaciones, rigiéndose básicamente por sus propias voluntades.


Generalmente los instrumentos públicos contienen dentro de sí, por lo menos, la voluntad de una persona, entonces se dice que la voluntad de las personas en relación a sus propiedades es ley, dispone si quiere vender, arrendar, donar, destruir, etc.  Todo dentro del derecho civil, porque el derecho civil solamente se encarga de enunciar las formas existentes y posibles de realizar los actos civiles, sin coaccionar la libre voluntad de las personas, así se dice que la compraventa es el acto por medio del cual una persona llamada vendedor da una cosa a otra, llamada comprador y ésta última la recibe dando el precio a aquél.

Capítulo XIX
Un Recorrido desde el Código Civil Hasta nuestro “Código de Procedimientos Civiles”


El histórico Código que ha regulado las principales instituciones civiles en nuestro país, copia de la legislación española entró en vigencia en el año de mil ochocientos sesenta “Adecuada a los usos y costumbres dominantes” como se advierte en la nota introductoria.


En realidad en poco ha variado el Código Civil en la actualidad, salvo por las disposiciones que fueron derogadas como consecuencia de la creación y entrada en vigencia de nuevos códigos, como por ejemplo el de Familia.

19.1
Del Incidente de Falsedad Civil y el de Nulidad


“Art. 10.- Los actos que prohíbe la ley son nulos y de ningún valor;  salvo en cuanto designe expresamente otro efecto que el de nulidad para el caso de contravención.” C.


Ribó Durán es bastante preciso al definir la nulidad: “Es la situación más completa de ineficacia jurídica de un contrato. Denominada también nulidad de pleno derecho, nulidad radical o nulidad absoluta...”

Podemos decir, entonces, que no obstante la voluntad de las personas es considerada ley puede caer en una situación que la excluya de efectos jurídicos cuando contraviene una ley expresa...

Pero Durán menciona que dicha “nulidad” tiene que ser producto de una declaración judicial, lo que obligatoriamente nos remite al Código de Procedimientos Civiles, de hecho sería necesario crear una especie de “Juicio de Legalidad Contractual” del que pueda deducirse la nulidad de un acto de partes.


Bueno, entonces cabe aclarar hasta donde puede llegar la voluntad de las personas y hasta que punto puede esa voluntad ser restringida o anulada por la ley. En el Código solamente se dijo que “Los actos que prohíbe la ley son nulos y de ningún valor.” ¿Habrá nulidad solamente cuando la ley expresamente dice que determinado acto es prohibido?


Vamos a entender que si bien se ha caído en un acto prohibido por la ley ha habido buena fe de las partes. Entonces el punto es si nacen o no obligaciones de un acto por haber sido celebrado ignorando preceptos legales establecidos. Debemos atender entonces al Art. 1,308 del mismo Código Civil que hablando de las obligaciones aclara que estas nacen de los “contratos, cuasicontratos, delitos, cuasidelitos, faltas y de la ley.” Pero ¿cuándo se puede incurrir en un acto ilegal cuya ilegalidad sea penada con nulidad? Si nos referimos a los delitos y a los cuasidelitos, la existencia de una obligación nace precisamente de infringir una ley, por ende hay obligación a partir de haber quebrantado una disposición legal y no cabrían aquí el quitarle efectos legales por venir de una infracción o de una ilegalidad.
/

El señor Manuel Ossorio dice algo diferente cuando se refiere a las nulidades: “Ineficacia en un acto jurídico como consecuencia de carecer de las condiciones necesarias para su validez, sean ellas de fondo o de forma, o, como dicen otros autores, vicio del que adolece un acto jurídico si se ha realizado con violación u omisión de ciertas formas o requisitos indispensables para considerarlo como válido, por lo cual la nulidad se considera insita en el mismo acto, sin necesidad de que se haya declarado o juzgado.”


Es una opinión radicalmente diferente y probablemente admitida tácitamente en nuestra legislación, quien no ha dado un procedimiento específico para declarar la nulidad de un acto que prohibido por ley expresa sea considerado nulo, en atención a lo preceptuado por el citado Art. 10 del Código Civil.


La nulidad sin embargo, tiene una clasificación universalmente admitida, y a pesar de que no hay uniformidad en cuanto a las denominaciones, si la hay en cuanto a efectos, así se menciona nulidades absolutas, insalvables, radicales, etc. Por otro lado se hace referencia a las relativas, renunciables, etc.


Nuestro Código de Procedimientos Civiles se ha conformado con declarar nulos los instrumentos en los que hay alguna forma de falsificación, cuando en el artículo 287 Pr. Habla del incidente de falsedad civil.


Estaría de más decir que el incidente de falsedad civil es algo muy diferente al acto jurídico celebrado en contravención de disposiciones legales.

19.2
Efectos de la Ley


Otro distintivo entre el Código Civil y el Código de Procedimientos Civiles es el relacionado a los efectos de dichas leyes.


En éste particular vamos a relacionar el principio de retroactividad de la ley, para efecto de distanciar a lo puramente legal-formal de lo legal-procedimental y hacer un paralelo de estos con el orden público.


“Art. 9.- <<C>> La ley no puede disponer sino para lo futuro y no tendrá jamás efecto retroactivo...”


“Sin embargo, las leyes que se limitan a declarar el sentido de otras leyes cuyos conceptos sean oscuros o de dudosa o varia interpretación, se entenderán incorporadas en estas, pero no afectaran en manera alguna los efectos de las sentencias judiciales ejecutoriadas en el tiempo intermedio...”


“En cualquier otro caso, aunque la ley aparezca como declarativa, se considerará como una nueva disposición sin efecto retroactivo...”


El dilema es en cuanto a la temporalidad de esas leyes; el Código Civil claramente dice que la ley no tiene efecto retroactivo y además que no puede disponer sino para lo futuro. Según la jerarquía de las leyes, tanto el Código Civil como el Código de Procedimientos civiles son leyes secundarias; así las cosas, se debe entender incluido a éste último en el Art. 9 del Código Civil cuando dice “La ley...” 


Pero hemos venido diciendo que ambas normativas tienen vida propia y que no obstante que en algunas ocasiones se presenten en recopilaciones de leyes, no quiere decir que sean un solo cuerpo legal o que estén vinculados de manera alguna.


De hecho cuando el Artículo 9 Civil menciona la palabra “La ley...” lo hace en el sentido más general y lato de la palabra, incluyendo todo lo que tenga calidad de legislación, es decir, aquellos preceptos que habiendo pasado por el proceso de formación de ley, han logrado reunir todos los requisitos legales para ser considerados como tales, en esa idea, tampoco la Constitución de la República puede tener efecto retroactivo.


Pero se viene manejando la idea que lo que es de orden público tiene efecto retroactivo, como cuando en materia penal, el supuesto delincuente lo es en tiempos de vigencia de determinada normativa, pero luego de cometido el delito se reforma o deroga dicha normativa y entonces si tiene efecto retroactivo la ley.

Específicamente en materia penal se habla de lo más favorable el delincuente (Indubio pro reo) para referirse a esa facultad de dicha normativa para retrotraerse en el tiempo y surtir efectos para tiempos en que ella no existía. Pero realmente influirá que dicha norma sea de orden público para que sea o no retroactiva o es el hecho de perjudicar gravemente derechos fundamentales de un individuo (Libertad, Intimidad, etc.)


También se dice que el derecho procesal es de orden público y cabe preguntarse ¿El Código de Procedimientos Civiles es de orden público? Pues ciertamente no tiene efectos retroactivos, tampoco lo tiene el Código Procesal Penal, es más, ni la Constitución misma lo tiene.


A manera de conclusión podemos afirmar que solamente el Derecho Penal, en cuanto a legislación concierne, es de carácter retroactivo.

19.3  Las Resoluciones Judiciales

Se entienden con efecto retroactivo las resoluciones tomadas por los jueces de la república, es decir, que cuando un Juez aclara la verdad jurídica de algún asunto, esa verdad se toma como si hubiera sido conocida y aceptada desde antes de iniciarse el juicio.

El ejemplo típico es el de dos causas que por sí solas no podrían acumularse: el deslinde necesario y la reivindicación.

Se trata del mismo inmueble, del mismo actor y del mismo demandado; pero el actor, sin saber realmente hasta donde llegan los límites de su terreno, supone casi certeramente que el demandado ha usurpado parte de su propiedad.

El problema es que si demanda por juicio reivindicatorio (Por usurpación) no podría determinar de qué cantidad de terreno se ha posesionado ilegítimamente el demandado, pues por cualquier razón se ha disimulado el lindero de los mismos.

Si demanda en juicio de deslinde llegaría al problema al final al declararse que los linderos son de esta y de aquella manera y probarse con eso que efectivamente ha habido usurpación; pero el juicio solamente declararía adonde quedan los límites de los terrenos, no se sometería a juicio el asunto de la usurpación; el actor tendría que iniciar posteriormente otro juicio, ésta vez por usurpación y presentar como prueba la ejecutoria de la resolución en donde se declara cuáles son los limites de los inmuebles.

Entonces, el dilema sería la perdida de tiempo. Dado que las acciones no tienen que ser contradictorias para acumularse. Resulta que si hay confusión de linderos y se pide deslinde necesario no podría acumularse el reivindicatorio porque éste último requiere que haya claridad de linderos.

JUICIO DE DESLINDE: Requiere que haya confusión de linderos; que con el tiempo se perdió la quebrada que separaba dos inmuebles y dado que en documentos de propiedad no se especifica donde quedan tales linderos más que señalando la mentada quebrada.

JUICIO REIVINDICATORIO: Requiere que haya certeza de los linderos y que se sepa hasta donde se ha tomado posesión indebida.

Bueno... siendo acciones contradictorias, doctrinaria, conceptual y legalmente no podrían acumularse jamás.

SOLUCIÓN: Presentar las dos acciones y acumularlas; Originalmente el reivindicatorio sería inadmisible, sencillamente porque no hay claridad de linderos y tampoco sería admisible la acumulación, pero dado el caso, virtualmente debería admitirse por aquellos jueces que usen el raciocinio al momento de resolver.

LA SALIDA ES LA RETROACTIVIDAD DE LAS RESOLUCIONES: Se acumulan las acciones para irse conociendo de ambas; virtualmente se entendería que el reivindicatorio no va a prosperar, pero la existencia del deslinde necesario acredita la tramitación de aquél.

Una vez resuelto sobre el asunto del deslinde y si se comprobare que ciertamente ha habido usurpación, se vuelve admisible en forma retroactiva la acción reivindicatoria y consecuentemente se vuelve prospera.

Como el deslinde aclara los linderos, se cubre el requisito del reivindicatorio y se vuelve admisible; así el Juez puede resolver acumuladamente de las dos acciones.

Con éste ejemplo nos queda bien claro lo que debe entenderse por retroactividad de las resoluciones judiciales.

Efectivamente las resoluciones judiciales y en fin todo lo que atañe a la administración de justicia (Valoración de pruebas, pruebas, términos, etc.) son de orden público. En conclusión, en cuanto a las resoluciones judiciales sí se aplica la regla que lo referente al orden público tiene efectos retroactivos.

19.4
La Interpretación del Código de Procedimientos Civiles a la Luz del Art. 19 c.


Cuando el texto de la ley es claro no se puede ignorar su tenor literal, so pretexto de interpretarla.


A la luz de esta disposición observemos el contenido del Art. 2 de nuestro Código: “La dirección del proceso está confiada al Juez, el que la ejercerá de acuerdo con las disposiciones de éste Código, teniendo presente que los procedimientos no penden del arbitrio de los jueces, quienes no pueden crearlos, dispensarlos, restringirlos ni ampliarlos, excepto en los casos en que la Ley lo determine. Sin embargo accederán a todo lo que no estuviere prohibido y proporcione alguna facilidad al solicitante a mayor expedición en el despacho sin perjudicar a la defensa de la otra parte.”


Para comprender mejor éste principio analicemos el siguiente caso: FUNDASAL Vrs. Antonia NN.— En el año de mil novecientos ochenta FUNDASAL contrato en calidad de persona jurídica mediante su Apoderado Especial Administrativo en contrato de “Tenencia con Promesa de Venta” con los señores Antonia Campos y Jacinto Campos; en dicho contrato se estipularon algunas condiciones, entre otras, que los “tenedores” tendrían que habitar en la casa objeto del contrato por veinte años y que en el transcurso de dicho plazo se mantuvieran pagando cierta cantidad de dinero, que en total sumaba nueve mil colones, y que de cumplirse todo lo pactado al culminar el plazo referido se efectuaría la venta a favor de los tenedores (esposos entre ellos, pero sin hijos del esposo) pasados solamente dos años de celebrado dicho pacto, fallece Jacinto Campos y solamente Antonia Campos continua cumpliendo lo pactado (habitando en el lugar y cancelando el valor acordado); una vez transcurrieron los veinte años y habiendo pagado ya el total pactado la tenedora quiso hacer valer la promesa que se le había hecho (de venta) y dispuso, contratando los servicios de un Notario Público, realizar los tramites pertinentes; sin embargo el apoderado de la FUNDASAL (al año 2001) a pesar de la solicitud de la señora de modificación del contrato en los términos necesarios, es decir, que siendo ella heredera única de su esposo (fallecido) y de ser la única sobreviviente a dicho contrato, pidiendo así se celebrara la venta a su favor; POSICIÓN LITIGIOSA DE PARTE DE “FUNDASAL”: se niega a celebrar la venta pertinente, argumentado que para ello se requiere la comparecencia de ambos “contratantes” a quienes erróneamente llaman ellos (e incluso así lo hacen en el documento base) “adjudicatarios”
/  y que para hacerlo tendría que ir personalmente el “segundo contratante”, que según acta de defunción presentada oportunamente había fallecido quince años atrás; pero según la representación de FUNDASAL dicha acta de defunción no merecía credibilidad, no obstante haber sido expedida por las autoridades municipales correspondientes, con las debidas formalidades legales. 

PARTE JUDICIAL:

¿ERRORES Ó ESTRATEGIA? DE LA PARTE ACTORA: En su demanda (contra la fundación) la actora argumenta que FUNDASAL ha incumplido el contrato de promesa de venta; según nuestra legislación vigente, la petición de otorgamiento de Escritura Pública debe hacerse en Juicio Ejecutivo, lógicamente presentando un documento que tenga fuerza ejecutiva. Con todo la actora, ignorando tal procedimiento, propone un juicio sumario de mero derecho; pero aún con éste error se encargó de transmitir los hechos con tal claridad al juzgador que él no dudo en ningún momento de cuál era la salida al problema. Sin embargo, en la parte petitoria la actora solicita (en uso de lo dispuesto en la Constitución de la República y en el Código de Procedimientos Civiles cuando dice: “Sin embargo accederán a todo lo que no estuviere prohibido y proporciones alguna facilidad al solicitante a mayor expedición en el despacho sin perjudicar a la defensa de la otra parte.” Art. 2) <<Oportunamente resuelva lo que conforme a derecho corresponda>> 


El Juez en su resolución invoca el principio “IURA NOVIT CURIA” (el Juez conoce el derecho, Art. 203 del Código de Procedimientos Civiles) DECLARANDO A LUGAR la demanda y admite como JUICIO EJECUTIVO SIMPLE, ordenando inmediatamente el otorgamiento de la Escritura Pública correspondiente.


LA FUNDASAL, alega lo preceptuado en el mismo Art. 2 Pr. Pero en la parte que sigue: “Los procedimientos no penden del arbitrio de los jueces...” y pidiendo que se declarara inepta la acción correspondiente, por haber invocado una vía incorrecta.


Error de FUNDASAL: dicha excepción fue interpuesta por ellos pasado el término para ello, y además de ser improcedente, al parecer del Juzgador, era extemporánea, y por ende inadmisible, y así se declaró.


La Ley es clara cuando dice que los procedimientos no pender del arbitrio de los jueces, por ende no se puede ignorar ese tenor literal so pretexto de interpretarla; pero también es clara cuando dice: “Sin embargo accederán a todo lo que no estuviere prohibido y proporciones alguna facilidad al solicitante a mayor expedición en el despacho sin perjudicar a la defensa de la otra parte.” Y tampoco se puede ignorar ese tenor literal con la excusa de acudir a interpretaciones; y la actora claramente pidió: que en su oportunidad se resolviera lo que conforme a derecho correspondía.


En todo este “dime que te diré” el demandado (FUNDASAL) centró su atención completamente en aquél “error” de su adversario y en ningún momento atacó otros puntos débiles de la actora, como hubiera sido “El hecho que, antes del vencimiento del plazo estipulado haya fallecido una de las <<adjudicatarias>> independientemente de quien de ellas sea, no significa que tal acontecimiento produzca el efecto de novar dicho contrato, por consiguiente no se presume extinguida la obligación ni los derechos del suscriptor fallecido.”


Así el final de éste pleito fue la orden clara y precisa de otorgar la Escritura Pública tal y como se había convenido a favor de la demandante.


¿Fue aquélla una táctica para desviar la atención del Demandado? Técnica y prácticamente funcionó como tal.


¿Hubo contradicción entre la primera parte del inciso primero del Art. 2 y la última parte de ese mismo inciso, del Código de Procedimientos Civiles?


“La dirección del proceso está confiada al Juez, el que la ejercerá de acuerdo con las disposiciones de éste Código, teniendo presente que los procedimientos no penden del arbitrio de los jueces, quienes no pueden crearlos, dispensarlos, restringirlos ni ampliarlos, excepto en los casos en que la Ley lo determine...” Vrs. “...Sin embargo accederán a todo lo que no estuviere prohibido y proporcione alguna facilidad al solicitante a mayor expedición en el despacho sin perjudicar a la defensa de la otra parte.” Aquella petición de “Resolver en su oportunidad lo que conforme a derecho correspondía” ciertamente no perjudicaba la defensa de la otra parte y tampoco está prohibida...

Capítulo XX
Justicia: Una Nueva Filosofía

20.1
Juego de conceptos


Tradicionalmente se ha manejado una serie de conceptos en cuanto a justicia, en lo que a derecho civil se refiere, la justicia ha tenido tras de sí todo un andamiaje de instrumentos, que si bien sirvieron a resolver las cuestiones de justicia, no han tenido un desenlace del todo feliz, ya que han encerrado a la justicia en un enorme bloque de hielo, llamado formalismo, que en todo caso se extralimita y ha llegado a convertir a la justicia en un juego donde los más hábiles y fuertes logran vender sus “verdades”, y no donde su cumple el fin inalienable de la justicia; en esta realidad destacan los grandes manipuladores de las herramientas jurídicas, y que se hacen llamar “los buenos abogados”, y peor aún, donde triunfan los más patrañeros, tramposos y embusteros; lógicamente, la justicia así planteada, se convierte en un verdadero artículo de comercio y más aún, cuando en lugar de argumentos bien elaborados, hay dádivas, recompensas económicas y/o políticas u otras clase de cuestión inmoral e ilegal.

Se ha dicho históricamente que justicia es “Dar a cada quien lo que es suyo y a cada cual lo que le pertenece”; pero esta definición ha sido severamente criticada y con razón; la justicia ha sido asociada a otro concepto y se trata de la “equidad”, y al respecto, un autor nos dice: “Es la técnica jurídica que permite la aplicación de la ley o la aplicación del Derecho flexibilizándolos de manera que la solución dictada tenga más en cuenta las circunstancias particulares del caso que el principio de igualdad ante la ley, con el fin de que dicha solución sea justa...” La ley, en una rígida irracionalidad, no admite consideraciones para casos concretos, porque ella ya está establecida para casos abstractos y ya tiene sus principios bien diseñados para solucionar aquellos casos que no han ocurrido
/ y eso precisamente es lo que conocemos como legalidad, y ello nos pone de manifiesto que la ley no ha sido diseñada para solucionar problemas, ni presentes ni futuros, sino para definir realidades jurídicas. 


Pero la justicia así dicha puede ser objeto de diversas interpretaciones, al igual que puede ser objeto de diversas manipulaciones; sobre todo cuando se convierte en una especie de presea otorgada a quienes mejor manipulen los preceptos que deberían conducir a administrar justicia, y es entonces cuando los verdaderos necesitados de justicia se vuelven sujetos ajenos a ella.


¿Es lícito, entonces, convertir una contienda de intereses particulares, donde la justicia debería premiar a quien es asistido de la razón real, en una lucha de tecnicismos irracionales donde triunfe quien tenga la mayor experiencia en la irracionalidad?


¿Es justo que cada cual tenga lo que es suyo? La justicia tradicional ciertamente nos enseña que nadie puede obtener un beneficio ilegítimo, pero esa misma justicia tradicional ha dejado enormes portones por los que se puede salir de éste principio y seguir dentro de la justicia; podemos ver como banqueros se apropian de los bienes de personas humildes, quienes recibieron de ellos pequeñas sumas y terminaron siendo despojadas de bienes cuyo valor podría triplicar al valor recibido; reciben en mutuo la cantidad de cien mil colones y son despojadas de inmuebles con el valor de quinientos mil colones; según la justicia tradicional eso es justo, precisamente porque la sagrada voluntad de las partes fue pactar cierta tasa de intereses, lo que en un momento dado llevaría a incrementar desmedidamente el capital adeudado, y eso está contemplado dentro del juego de la justicia tradicional, el enriquecimiento de unos a costa de otros, siempre que se esté dentro de ciertos parámetros, que al fin de cuentas, terminan siendo una injusticia disfrazada de justicia.

20.2
Iura Novit Curia y Justicia


El Juzgador conoce el derecho y DEBE suplir cuando alguna parte no invoque debidamente tal o cual derecho adjetivo; es decir aquellos errores puramente de derecho deben ser suplidos por el juzgador; claro que esto no se aplica cuando se trata de errores de hecho. Esto se resumiría en decir que una vez el litigante haya planteado claramente su argumentación fáctica, establecido con realce su petición y probado oportunamente los extremos necesarios, no sería necesario invocar una vía jurídica apropiada o hacer mención de la herramienta procesal adecuada para ver prospera su acción. Por ejemplo en el caso que se pida la realización de una venta por existir un contrato previo de promesa de venta y teniendo el documento respectivo la parte, demandando lo haga mediante un juicio ordinario, sumario u otro diferente al juicio ejecutivo, como debería ser. Así las cosas, queda claro que la parte actora ignora cuál es la vía idónea para reclamar su petición; el Juez sí conoce esa vía idónea y por lo tanto debe resolver lo arreglado a derecho, corrigiendo así el defecto de la parte; pues el derecho procesal civil no debe tratarse de una competencia de pericia entre técnicos, sino una vía para realizar la justicia civil y dar resguardo a los derechos de las personas, respetando plenamente la dignidad de las personas.


Si se analiza superficialmente el asunto se puede pensar que el Juez estaría resolviendo más allá y por encima de lo pedido por las partes, en tanto que asumimos que él debe tramitar las causas como realmente se deben tramitar independientemente de lo invocado por las partes; pero si vamos al fondo del asunto podremos concluir que lo que realmente pretenden las partes es el resguardo de un derecho verdadero y efectivo y no la realización de una formula procesal determinada; de tal manera que en tanto se celebre al final el contrato de venta prometido poco importa que se ventile en un juicio ejecutivo y no en uno ordinario como podría ser invocado por el demandante; si al final se resguarda el derecho material verdadero de la persona, no importa el medio que se utilice, siempre y cuando se haga arreglado a derecho y se cumpla el valor justicia. La ley dice que el otorgamiento de un contrato de venta se debe exigir en juicio ejecutivo y así se debe resguardar ese derecho de la persona que, habiéndosele incumplido por otra contrato de promesa de venta, acude a los tribunales a hacer lo efectivo invocando una vía procesal no idónea, si al final se le resguarda de manera certera su derecho, que en fin no es otra cosa que la realización de la venta.


De hecho en algunas legislaciones se considera de tal importancia la promesa de venta, que en un momento dado, siempre y cuando esté bien claro el objeto prometido y el precio, y haya entera voluntad de las partes en el contrato, dicho contrato vale como venta y es inscribible en el registro correspondiente.

20.3
Justicia Social


¡Si! Justicia social; aunque para muchos resulte incoherente hablar de este tema dentro de un tratado de derecho procesal civil, pues es frecuentemente limitado para temas políticos y sociológicos e importado para el derecho laboral por ciertas tendencias protectoras del obrerismo.


Sin embargo, en materia civil se ventilan problemas sociales, generalmente con tinte económico, cuyo fin es garantizar una permanente armonía entre todos los componentes de la sociedad.

Las obligaciones a que se hace referencia en un proceso civil, incluyen a acreedores y a deudores, que generalmente son, particulares, que pretenden hacer prevalecer su propio interés en contra del otro, por ello cuando hay, al finalizar el proceso, una resolución final, existe un victorioso y un derrotado, esto a pesar que puede haber, válidamente, victoriosos a medias y consecuentemente, derrotados a medias.


Lo cierto es que, en teoría al menos, una vez hay un victorioso, es porque éste está protegido por el abrigo de un buen derecho y se ha cumplido la justicia en el sentido que sus pretensiones eran las más acordes a derecho.

Con todo, existe una crítica muy bien fundamentada que considera que nuestro derecho escrito padece de un mal llamado “irracionalidad” y que por ello no puede ser del todo justo; de tal manera que aún teniendo la pretensión más “acorde a derecho” puede no poseerse el privilegio de la justicia. De ser así puede resolverse conforme a derecho y no necesariamente conforme a justicia.

Obviamente todos los seres humanos tenemos una atracción natural respecto a la justicia, aunque a veces esa atracción se atrofie por darse el hecho que la injusticia nos beneficie mucho más que la justicia.


Está claro que la acción ejercida ante los organismos jurisdiccionales para reclamar el cumplimiento de cualquier obligación tiene sus limitaciones; así “el que nada tiene nada debe” reza un adagio muy popular en cuanto a esta cuestión, por supuesto que esto no debe servir para que de mala fe las personas se burlen de sus acreedores, enriqueciéndose ilegal e injustamente.
Capítulo XXI
El Núcleo del Nuevo Proceso Civil
21.
Concepto


En términos comunes y generales entenderemos por núcleo lo que de ello nos dice la real academia española “Elemento primordial al cual se van agregando otros para formar un todo.

Según el documento llamado “Documento final bases minuciosas y detalladas para el Código Procesal Civil de El Salvador” de fecha 30 de noviembre de 2000, dicho código nuevo regirá los procedimientos, tanto civiles como mercantiles y dentro de ellos habrá indudablemente procedimientos comunes y especiales.


Concretamente hablando el proceso civil será el núcleo, el cual estará rodeado de una serie de componentes, formando un todo orgánico.

El Código Procesal Civil estará al centro de ese núcleo y estará formado de componentes de trámite, de depuración y de resolución.

Tomando en cuenta que la ley contiene los procedimientos a seguir para sustanciar los procesos y en base al principio de legalidad que imperará en el nuevo proceso civil, el núcleo no puede ser otro que el código procesal civil, que a la fecha no es más que un proyecto

El proceso está descrito en el proyecto general que sintetizará todos los procedimientos aplicables a casos civiles y mercantiles, en tal sentido, alrededor del núcleo estarán ubicados los códigos civil y de comercio.

En otras palabras el proceso es único y universal, al grado de constituir un núcleo perfectamente diseñado para dar cobertura a toda clase de conflictos referentes a obligaciones insolventes, ya sea que provengan de causas civiles o de causas mercantiles.


Al igual que los sistemas operativos en computación, cuentan con un núcleo llamado kernel, el proceso civil será el núcleo del derecho civilista, comprendiendo al derecho civil propiamente y al derecho mercantil, así el código civil y el código de comercio son la periferia de el núcleo del que venimos hablando; un solo proceso con procedimientos universales.

El “núcleo procesal civilista” (“NPC”) será la denominación propuesta para esa base que sostendrá a toda la jurisdicción de corte civilista.

21.1
Componentes de Trámite


La base universal de todo proceso de corte civilista es indudablemente la demanda, por ello en el nuevo proceso la demanda seguirá existiendo y siendo el origen de todo proceso.


El primer componente de tramite es el principio dispositivo, mediante el cual el inicio del proceso corresponde a las partes.


La primera persona en disponer sobre el inicio de un proceso, es decir, en activar el NPC es el actor, pues procesalmente hablando, la demanda es el primer paso, con la cual comienza a trabajar el núcleo procesal civilista.


El segundo componente de trámite es el principio de aportación, que es una consecuencia del anterior, pues solamente las partes litigiosas pueden introducir hechos relativos a la pretensión que se discuta en el juicio.


Partiendo del primero paso, la demanda, ahí se concentra la pretensión completa del actor y el Juez no puede más que admitirla o declararla inadmisible en base a las peticiones contenidas en ella y en base a los presupuestos legales que el proyecto establezca.


Otro componente de trámite es en cuanto a la dirección y ordenación del proceso, que está confiada al Juez, manteniéndose la idea que los procedimientos no penden del arbitrio de los jueces, quienes deben apegarse a las normas del proyecto: las formulas procesales ahí establecidas.

Otros dos componentes, interrelacionados entre sí, que son también de trámite son el impulso procesal y la preclusión. El Juez debe evitar que los juicios se paralicen indebidamente y tomando como base el principio de dirección y ordenación, que corresponde a los jueces, son ellos quienes deben encargarse de dar impulso al proceso, cuando no se trate de actos que por su naturaleza deban ser efectuados por las partes litigiosas, para efectos de la mejor tutela a los derechos de éstos según sus propios criterios.


Incluso los jueces, podrán sancionar conductas o accionares encaminados a dilatar indebida o innecesariamente el proceso, o la actividad del NPC.


Todas las actuaciones procesales de las partes estarán sometidas al principio de preclusión.

La publicidad del proceso es también un componente de trámite: en muy escasas ocasiones la ley dispondrá la reserva de las audiencias y en tal caso solo las partes y los terceros que acrediten un interés legítimo en la causa accederán a las actuaciones judiciales; generalmente serán accesibles al público.

Por otra parte, la inmediación y la concentración son piezas medulares entre los componentes de trámite en el NPC; hace referencia a la participación directa y personal del Juez en todos los actos que formen parte de la actividad del NPC y la proximidad temporal que debe darse entre las distintas actuaciones procesales.

Principio de previo y debido proceso: otro componente de trámite y consiste en la funcionalidad absoluta y total del NPC para la solución de los asuntos sometidos a esa jurisdicción. No podrá dictarse ninguna sentencia o resolución sino es mediante la actividad del NPC.


Las normas procesales del NPC serán interpretadas solamente en lo favorable a los usuarios del mismo.
/

Otros dos componentes de trámite son el deber de colaboración con la justicia de parte de los ciudadanos y la sumisión de los jueces, primeramente a la Constitución de la República, luego a los tratados y convenios internacionales y finalmente, pero con mucha importancia a la actividad establecida por el NPC.
21.2
Componentes de Depuración


Los componentes de depuración aclaran: (1) cuestiones de jurisdicción y competencia; (2) Cuestiones sobre la capacidad de las partes procesales; y (3) cuestiones sobre los límites de las pretensiones

Con respecto a los componentes de depuración que aclaran cuestiones de jurisdicción y competencia, tenemos: (a) competencia territorial, referida de acuerdo a los criterios materiales del lugar en donde se encuentran los bienes o de la sumisión de las partes; (b) competencia objetiva, en relación a los tribunales que conocerán de los litigios, sea entre particulares o entre éstos y el Estado. Habrá Juzgados de Paz, de Primera Instancia y otros; (c) competencia territorial, que se aplicará siempre el criterio del domicilio del demandado, con algunas flexibilidades, como si el demandado es persona jurídica y tiene sucursal en el domicilio del demandante, podrá el actor hacerlo en su domicilio, también cuando el demandado sea el Estado o entes de derecho público, el Juez competente será el de la cabecera departamental correspondiente, entre otros casos; (d) competencia funcional, haciendo alusión a que el Juez competente lo es también sobre asuntos incidentales y accesorios.

Según el proyecto hay dos clases de capacidad, una que se refiere a la simple capacidad para ser parte en un juicio civil y la otra que es más amplia y se trata de la capacidad procesal; cualquier persona física que tenga reclamo alguno contra alguien o a quien se reclame algo legalmente tiene capacidad para ser parte en el juicio, lógicamente si tiene alguna incapacidad o inhabilidad debe hacerlo por medio de representantes, para hacerlo personalmente tendría que ser procesalmente capaz.

Incluye, dentro de la capacidad procesal, la capacidad de las personas jurídicas, que según el Código Civil, son entes ficticios creados por la Ley, para efecto de ejercer derecho y contraer obligaciones, cuentan con tal capacidad si se han constituido con los requisitos y condiciones legalmente establecidos para alcanzar la personalidad jurídica.


Finalmente, en relación a los componentes de depuración que se refieren a cuestiones del límite de las pretensiones: (a) litis consorcio, se da cuando se tiene que ejercitar determinada acción por dos o más personas y no pueda resolverse sino en relación a todos los interesados, deben, entonces, demandar o ser demandados en forma conjunta; (b) coadyuvante, cuando hay alguna persona que vea indirectamente afectados sus intereses por una sentencia en un juicio en el que no es ni demandante ni demandado; (c) sucesión procesal, entre vivos, por causa de muerte y por disolución de personas jurídicas; (d) delimitación de la causa de pedir, tomando como partida los hechos en los que se basa la petición; (e) litispendencia, al darse la admisibilidad de la demanda quedan fijadas la pretensiones y no pueden darse más actos de alegación, en el mismo juicio ni en otro tribunal por la misma causa; (f) acumulación objetiva de pretensiones, respondiendo a criterios de conexión y economía procesal; (g) acumulación subjetiva de pretensiones, siempre que la pretensiones tengan entre sí una relación por razón del título o de la causa de pedir; (h) acumulación de autos; etc.
21.3
Componentes de Resolución


Las clases de resoluciones judiciales, basadas en el núcleo procesal civilista, serán en forma de decretos, autos y sentencias; los primeros referidos al impulso del proceso, los segundos a cuestiones incidentales y las sentencias a los asuntos principales en litigio.

Los efectos de las sentencias serán la firmeza y la cosa juzgada, ya que los decretos no alcanzan nunca la calidad de ejecutoriadas, aunque por regla general son inapelables. Se entiende firme una sentencia cuando ha sido dictada con todas las formalidades de ley y sobreviven las posibilidades de ser impugnadas por la vía de recurrir en otras instancias; y se dice que han sido pasadas en autoridad de cosa juzgada o que son ejecutorias cuando han vencido los términos legales para poder recurrir de ellas o habiendo recurrido, tales intentos no han sido prósperos; en fin, es la autoridad de cosa  juzgada lo que genera verdadera certeza jurídica.

Capítulo XXII
La Comunicación dentro del Nuevo Proceso Civil

22.0
Novedades En La Comunicación


Dentro de todo proceso judicial existen actuaciones realizadas por las autoridades correspondientes y esas providencias deben ser del conocimiento de los interesados, es decir, de quienes intervienen en el proceso, en el caso que nos ocupa, el nuevo proceso civil.


La forma de dar a conocer, que se ha realizado o que se realizará determinada providencia, para la que se requería o se requiere la comparecencia de todas las partes interesadas, variará muy fundamentalmente de la tradicional forma de comunicación existente en el vigente proceso civil, a la prometedoramente sofisticada manera de “dialogo interpersonal” que se usará en ese nuevo proceso civil, ya que imperarán las audiencias orales, en las que se notificará personalmente, del Juez o su Secretario a las partes o sus representantes.

Primera novedad: Los actos de comunicación serán efectuadas de forma directa por el Secretario del Tribunal ante quien se esté ventilando el litigio, por supuesto bajo la supervisión del Juez, quedando en desuso los exhortos u ordenes que se giraban cuando la comunicación se dirigía a lugar distinto al del tribunal.

Segunda novedad: Según el proyecto se podrá comunicar por correo o telegrama. Esto en caso que las partes hayan comparecido personalmente; al caso del actor, se utilizará la dirección que inserte en su demanda y tendrá la carga de agregar dirección para emplazar al demandado.

Tercera novedad: El Tribunal deberá disponer de recursos para averiguar el lugar de residencia del demandado, en caso que el demandante agote los medios razonables para encontrarlo y le sea totalmente imposible. Para ello dispondrá de colaboración de Registros del Estado Familiar; de instituciones públicas o empresa privada, donde pueda laborar.


Cuarta novedad: Comunicación por fax; en la practica algunos jueces ya utilizan este método de comunicación, quizás adelantándose a lo que vendrá con el proyecto de nuevo código procesal civil, pero eso no significa que dicha forma de comunicación no sea una verdadera novedad.

22.1
Tipos de Comunicación

Los tipos de comunicación serán básicamente los mismos tradicionales, que solamente variaran en cuanto a su forma: notificaciones, citaciones y emplazamientos. (Ver “formas de comunicación” en la primera parte de éste Libro)
Capítulo XXIII
Formas de denunciar posibles faltas de Presupuestos Procesales

23.1
Las Excepciones en el Novedoso NPC

En la parte referida al proceso civil tal cual es ahora, hablamos de lo que ahí se conoce como “excepciones” y que éstas son dilatorias y perentorias; en el nuevo proceso civil se viene platicando de “cuestiones incidentales” en equivalencia a aquéllas. Refieren a incidencias procesales y materiales que sobrevienen a los actos de alegación.
23.1.1
Las Cuestiones Incidentales Procesales


Partiendo de la idea que se usa en las excepciones, si se trata de las llamadas dilatorias, pretenden depurar el proceso, denunciando la falta de presupuestos procesales, particularmente, los regulados en el artículo 193 del, a la fecha vigente, código de procedimientos civiles; por otro lado, si se trata de las perentorias, atacan cuestiones referentes al derecho material o sustantivo. El pago es el ejemplo típico de una excepción perentoria. La obligación existió, pero ya no existe porque ya se verificó el pago.

En otras palabras lo que actualmente llamamos denunciar falta de presupuestos legales con el objeto de evitar devenir en un proceso viciado, se viene presentando en una nueva tendencia y son las “cuestiones incidentales procesales” porque tocan las formalidades legales de un buen y debido proceso civil.

Cuando este tipo de cuestiones son de las que por una u otra causa suspenden el curso normal del procedimiento, como por ejemplo, se trata de una cuestión de incompetencia por razón de la materia, se resuelven por medio de un auto de saneamiento.
23.1.2 Las Cuestiones Incidentales Materiales

Estas vienen ocupando el lugar de las perentorias, llevando la idea de estar relacionadas con la pretensión material misma del juicio. Pago, prescripción, caducidad de la instancia, etc.

Del atinado uso de estas puede resultar el fin prematuro del proceso civil, ya que pueden conducir a dejar sin fundamento ni bases la pretensión principal del actor.


Ya que en capítulos anteriores se ha estudiado las cuestiones incidentales del proceso, no entraré a detallarlas en éste apartado, pues en el nuevo proceso lo que se pretende con replantear este asunto es evitar las excesivas dilaciones que producían algunas de las llamadas excepciones, sobre todo las dilatorias, que si bien ya se manejaba la idea que no perseguían el fin de retardar el proceso, efectivamente lo prolongaban innecesariamente.

La brevedad del proceso es fundamental en un sistema moderno y la claridad de sus trámites es más que necesario.

23.2
Los Incidentes en el Proceso


Como ya mencioné, en el nuevo proceso civil, se viene hablando, en términos generales, de cuestiones incidentales, distinguiendo entre las ya mencionadas, con un aparente objetivo de evitar las dilaciones, sin embargo, olvidan que la simple eventualidad que surja un incidente, ya significa una necesaria dilación. Es decir, que si bien pretenden evitar el uso del término excepción dilatoria, pues éste sugiere naturalmente una dilación, que en la practica se vuelve demasiado grande, al final quedan en lo mismo, pues con la propuesta no logran evitar del todo los efectos dilatorios de los incidentes; de hecho se recordamos, en un capítulo se mencionó, que en tiempos pasados se tramitaban las excepciones dilatorias como pequeños juicios, separados del principal, es decir, como juicios sumarios y en un momento se sintió la necesidad de corregir el error y se les dio el tramite de verdaderos incidentes; probablemente, en ese entonces, se haya eliminado una exagerada perdida de tiempo dentro del proceso, pues significaba cambiar la forma de tramitar dichas excepciones, de juicios sumarios a artículos de previo y especial pronunciamiento.

Con todo, en la actualidad se ha vuelto a sentir la necesidad de cortar aquello que está demás y que significa perdida de tiempo, pero el cambio debería ser más que simplemente cambiar el nombre a las formas con que se depura el proceso.


Aclarar, corregir y depurar son las tres razones fundamentales para dilatar el proceso en la actualidad.


Se aclara cuando algún planteamiento es oscuro; se corrige cuando hace falta algún requisito de validez; y se depura cuando se denuncia la falta de competencia de un Juez.

23.2.1
Clases de Incidentes que se Sugieren en este Trabajo


Como ya dije, en la actualidad, se oponen excepciones dilatorias, bien para aclarar, para corregir o para depurar.

En el nuevo proceso se viene hablando de incidencias procesales y de incidencias materiales. 

Los incidentes deben ser: (1) Procesales a) De aclaración; b) De corrección; c) De depuración.

Entre estas se debe hacer una diferencia en cuanto a su tramitación; ciertamente las de corrección y depuración deben tener un carácter más dilatorio que las de aclaración, pues éstas últimas se pueden evacuar verbalmente en una audiencia reglamentaria previa a la contestación de la demanda, como ocurre en otros procesos, por ejemplo el juicio laboral o el de familia, sin perder de vista el carácter civilista del proceso que nos ocupa y que dicha audiencia solamente será para aclarar todos los puntos de la demanda y de la contestación; es decir, que ahí las partes deben expresar de la manera más sencilla y clara cual es su posición en cuanto al asunto que se ventila en el juicio.

En cuanto a las de corrección y de depuración, será necesario en muchas ocasiones, pedir que se presenten atestados, documentos públicos o auténticos, en el primer caso y en cuanto a las de depuración, será oportuno, quizás remitir lo actuado a otro tribunal; en todo caso, se sugiere una dilación necesaria y natural para el buen trámite de la causa.

En síntesis, se puede decir, que es imposible evitar definitivamente las dilaciones en el proceso, solamente reducir las posibles retardaciones que podrían ser innecesarias.

(2) Incidentes materiales a) De terminación real; b) De terminación personal.

El primero cuando no exista un derecho sustantivo que reclamar, sea porque existiendo en el pasado, ya no existe, ejemplo, por pago, o porque nunca ha existido; en el segundo caso, el de los incidentes materiales de terminación personal, cuando no hay legitimo contradictor, sea porque el demandante no puede legitimar su personalidad o porque el demandado no es quien se pretende en la demanda.

Capítulo XXIV

Procedimientos Mercantiles en el Código de Procedimientos Civiles


En el año 1973 fue promulgada la Ley del Procedimientos Mercantiles, la cual debería pasar a formar parte del Código de Procedimientos civiles, según el Art. 125 de dicha Ley: “Esta ley forma parte del Código de Procedimientos Civiles, y se incorporará a éste al hacerse una nueva edición de dicho Código como TITULO V del Libro Tercero, Parte Segunda, bajo la denominación de "PROCEDIMIENTOS MERCANTILES.


Es así que en las recientes ediciones del Código de Procedimientos Civiles, se han incorporado los ciento veintisiete artículos que conforman la Ley de Procedimientos Mercantiles de 1973, que ya en dicho cuerpo legal, va de los artículos 1303 hasta llegar al artículo 1429, que pasa a ser la última disposición de ese Código de Procedimientos Civiles que en la actualidad es visto como anticuado y obsoleto.
/ En dichos artículos se ventilan los siguientes asuntos:
a) Diligencias no contenciosas;

b) Actos Previos a la Demanda

c) Disolución y liquidación judicial de sociedades;

d) Reposición judicial de títulosvalores;
e) Juicio ejecutivo;
f) Juicio sumario; y

g) Procedimientos especiales:
i- Declaración de la inhabilidad de los comerciantes (Art. 13 Com.); 
ii- Demandar el cambio de local de un establecimiento mercantil, cuando no se ha dado aviso a sus acreedores (Art. 565 Com.);
iii- Cambio de la demanda de resolución por demanda de cumplimiento de obligaciones (Originalmente se demanda el cumplimiento, posteriormente se cambia la demanda por una de resolución); y

iv- Las acciones provenientes de un fideicomiso, para todas las partes, en juicio sumario o ejecutivo. Cambio de fiduciario, etc.;
v- El derecho de retención y venta en pública subasta de los prestatarios del servicio de caja de seguridad (Art. 1272 Com.); Entre otras, relacionadas a contratos de seguros (Art. 1376 – 1378 Pr.)

También se regulas los llamados “Juicios Universales”:
1º) De quiebra; (Art. 1379 y siguientes Pr.) y

2º) De suspensión de pagos (Art. 1400 y siguientes Pr.)
24.1 Diligencias No Contenciosas

Autorización Para que un Menor Ejerza el Comercio
El menor que desee ejercer el comercio y cuyo representante legal o guardador le niegue la autorización respectiva, se presentará al juez competente de su domicilio a solicitar, aun verbalmente, la autorización judicial. (Art. 1308 Pr.)
Resguardo de Marcas Reproducidas Ilegalmente en Productos Importados

El titular de una marca registrada que aparezca reproducida o imitada en productos de igual naturaleza que los que produce o distribuye, importados del extranjero, podrá solicitar por escrito al juez competente, la orden judicial a las aduanas de la República, a que se refiere el ordinal 1 del inciso 2° del Art. 584 del Código de Comercio (Art. 1311 Pr.)
Nombramiento de Peritos en los Contratos de Seguro en Caso de Siniestro


Si no hubiere acuerdo en el caso contemplado en el Art. 1407 del Código de Comercio, cualquiera de las partes de un contrato de seguro, podrá ocurrir al juez competente pidiendo que se nombre peritos para valuar el daño ocasionado por el siniestro. Art. 1312 Pr.

Diligencias de Notificación Judicial
Se podrá promover diligencias de notificación judicial o notificar por acta notarial, en los siguientes casos:

a) Cuando se trate de la existencia o de la cesión de un crédito.

b) Cuando se requiera de pago o se ofrezca un pago.

c) Cuando se denuncia un contrato que admita tal procedimiento.

d) Cuando se dé a conocer la asunción de una obligación, el cumplimiento de una condición o de un término, la existencia de un vicio en la cosa que ha sido objeto de una negociación, la realización de un siniestro y, en general, la de un hecho o un acto que, por voluntad de las partes o por la ley, haya de producir efectos jurídicos.
24.2 Actos Previos a la Demanda

En materia mercantil, son actos previos a la demanda los comprendidos en el Título III del Libro Primero de la Parte Primera del Código de Procedimientos Civiles (Art. 134 y siguientes Pr.) y, además, los siguientes:

1) La exhibición judicial de los objetos que comprueben la competencia desleal, a que se refiere el inciso primero del Art. 493 del Código de Comercio. 

2) La orden provisional de cese de los actos de competencia desleal, a que se refiere el inciso segundo del mismo Art. 493 del Código de Comercio. 

3) La firma del ejemplar repuesto del título valor en el caso del inciso 3o. del Art. 930 del Código de Comercio.

4) El ejercicio del derecho de retención contemplado en los Arts. 957 y 958 del Código de Comercio
/.
5) El requerimiento para contratar, contemplado en el Art. 965 del Código de Comercio
/.

6) Y los demás que establezca la presente ley (Art. 1323 Código de Procedimientos Civiles)
24.3 Disolución Y Liquidación Judicial De Sociedades

La acción de disolución de una sociedad, por la existencia de una de las causales contempladas en el Código de Comercio, se tramitará en juicio sumario. El demandante deberá comprobar su calidad de socio o su interés, como requisito previo a la admisión de la demanda.

Si se trata de una sociedad de personas, la calidad de socio se comprobará con la escritura social en que conste tal calidad o con la correspondiente certificación del asiento de inscripción de la misma en el Registro de Comercio; en ambos casos, habrá que agregar constancia auténtica comprobatoria de que tal calidad no se ha modificado. Si se trata de una sociedad de capitales, la calidad de socio se comprobará de conformidad con lo dispuesto en el Art. 146 del Código de Comercio. 

Si el interés no puede acreditarse con prueba instrumental, se establecerá en incidente previo, sumariamente, reduciéndose el término de prueba a cuatro días. Art. 1339 Pr.
24.4 Disolución de Sociedades irregulares 

Cuando de conformidad con los Arts. 189 y 356 del Código de Comercio, cualquier socio, persona interesada o la Fiscalía General de la República, en su caso, intentare demandar judicialmente la disolución de la sociedad, deberá ocurrir al juez a efecto de que, como acto previo, conceda el plazo a que se refiere el inciso segundo de la última disposición citada. 

Si dentro de los tres días siguientes aquél en que expire dicho plazo, no se comprobare haber subsanado la deficiencia, podrá entablarse la demanda correspondiente; y si en el juicio se probare la causal invocada, el juez pronunciará sentencia declarando la disolución. Art. 1340 Pr.
24.4.1 Nombramiento de Liquidadores


Ejecutoriada la sentencia de disolución, el juez librará certificación de la misma para su inscripción en el Registro de Comercio. Devuelta al juez la certificación debidamente inscrita, aquél prevendrá a los socios para que, dentro de los treinta días contados desde el siguiente al de la última notificación, hagan la designación del liquidador o liquidadores. 

Expirado el plazo mencionado sin que se haya hecho la designación, cualquiera de los socios o el Fiscal General de la República podrá solicitar al juez que la haga. El juez oirá por tres días comunes a los socios que no hayan solicitado el nombramiento; y con lo que contesten o en su rebeldía, hará la designación del liquidador o liquidadores. 

La liquidación se practicará con sujeción a lo dispuesto en el Capítulo XI del Título II del Libro Primero del Código de Comercio. Art. 326 y siguientes del Código de Comercio.
/
24.5 Reposición Judicial De Títulosvalores


¿En qué momento y por qué razones será necesario reponer judicialmente un título valor?

Por extravío;

Por destrucción total;


Por destrucción parcial.

Solicitud de Reposición


Quien solicite la reposición judicial de un título valor, ocurrirá al juez competente, en la forma establecida en el Art. 935 del Código de Comercio. Admitida la solicitud, el juez ordenará que se haga saber a los obligados cuyos nombres y direcciones consten en la solicitud, y la publicación de un extracto de la misma. (Art. 1347 Pr.)
Suspensión del Título Extraviado o Deteriorado


Si se pidiere la suspensión y las autorizaciones a que se refiere el Art. 936 del Código de Comercio, el juez, habida cuenta del valor de las prestaciones que el título incorpora, fijará el valor de la fianza que deberá rendir el solicitante. La fianza consistirá en cualquiera de las señaladas en el Art. 61 de esta ley.
Publicaciones y Aviso a la Bolsa de Valores

Rendida la fianza y aprobada por el juez, se concederá la suspensión y las autorizaciones solicitadas. Si se decreta la suspensión, se notificará a las entidades relacionadas en el Art. 937 del Código de Comercio, mediante los oficios, exhortos y suplicatorios que sean necesarios. Si se decretan las autorizaciones, se extenderá al solicitante certificación del auto respectivo para que las haga valer. (Art. 1348 Pr.)


Dentro del plazo de treinta días contados a partir del siguiente al de la última publicación del extracto de la solicitud a que se refiere el primer inciso del artículo anterior, cualquier persona que a tenor de los Arts. 938 y 939 del Código de Comercio, pretenda tener mejor derecho que el solicitante, podrá presentarse haciendo oposición, la cual se tramitará y resolverá en juicio sumario.
Sentencia Declarativa
Transcurrido el plazo indicado en el Art. 47 sin que se haya presentado oposición, o declaradas sin lugar por sentencia firme las que se hubieren presentado, el juez, a petición de parte, decretará la cancelación del título, de conformidad a lo dispuesto en los Arts. 941 y 942 del Código de Comercio, ordenando, en su caso, la reposición de conformidad con el Art. 944, inciso segundo del mismo Código. Si fuere necesario exigir la garantía a que se refiere el Ordinal III del citado Art. 942, el juez la calificará con sujeción a lo establecido en el Art. 45. Art. 1350 Pr. / Art. 48 LPM.
24.6 Juicio Ejecutivo
Documentos con Fuerza Ejecutiva (Art. 1351 Pr./Art. 49 LPM)
En materia mercantil, traen aparejada ejecución los documentos siguientes:

I) Los comprendidos en los Arts. 588, 589, 590 ordinales 1º y 6º y 591 del Código de Procedimientos Civiles.

II) Los títulosvalores, en las condiciones establecidas en el artículo siguiente.

III) Los documentos a que se refieren los Arts. 51 y 52, en las condiciones que en tales artículos se establecen.

IV) Cualesquiera otros documentos a los cuales el Código de Comercio confiera fuerza ejecutiva, con los requisitos y alcances que el mismo Código determine.
Requisitos de los Títulos Valores (Art. 1352 Pr./Art. 50 LPM)
Los títulosvalores tendrán fuerza ejecutiva en las condiciones siguientes:

1) La acción cambiaria derivada de los títulosvalores es ejecutiva sin necesidad de reconocimiento de firma ni de ninguna otra exigencia procesal; pero deberán llenarse los requisitos establecidos en el Código de Comercio para conservar la acción cambiaria, y los señalados en esta ley.

2) Los títulos que requieran ser presentados dentro de cierto plazo para su aceptación o pago, solamente serán ejecutivos si se acompañan con el acta notarial de protesto correspondiente; pero no será necesaria la presentación de dicha acta en los casos siguientes:

            a) Si se anotan con efectos equivalentes al protesto, cuando tal anotación sea legalmente procedente;

            b) Si el título ha sido emitido sin obligación de protestarlo; y,

            c) En los casos en que la falta de presentación y de protesto solamente hagan caducar las acciones contra los demás signatarios, pero deje subsistente la acción cambiaria contra el último obligado, según se dispone en el Código de Comercio. En estos últimos casos, tampoco será necesario anotar el título.

3) Los bonos u obligaciones negociables y los cupones de los mismos para el cobro de intereses, tendrán fuerza ejecutiva, previo requerimiento de pago que a solicitud del interesado, hará el juez al representante de la entidad emisora, la cual deberá manifestar dentro del término que se le señale, las razones que tenga para no efectuar el pago respectivo. A la demanda se acompañarán las diligencias originales de requerimiento y en el término probatorio del juicio respectivo, el juez de oficio o a petición de parte, practicará inspección personal en la institución emisora, a fin de establecer si los títulos presentados confrontan con los talonarios o títulos de que se desprenden. Si no confrontaren, se absolverá al emisor demandado.

4) Los cupones de las acciones para el cobro de dividendos, serán ejecutivos si se acompaña la documentación que comprueba la cuantía de los dividendos que incorporan. Tal cuantía puede establecerse con la certificación extendida por la oficina que ejerce la vigilancia del Estado o por la propia sociedad emisora, o mediante los avisos publicados por esta última. En todo caso, y como acto previo, a petición del interesado, se requerirá judicialmente de pago al representante de la sociedad emisora, a efecto de que dentro del término que se le señale, exprese los motivos que se tengan para no efectuar el pago de los cupones; y se acompañarán a la demanda las diligencias originales de requerimiento. Entablado el juicio, el juez de oficio o a petición de parte, practicará inspección en la sociedad emisora en el término probatorio respectivo, para los mismos fines indicados en el número anterior.

5) Las acciones que tengan derecho a ser amortizadas, total o parcialmente, serán ejecutivas por las sumas que hayan de amortizarse a cuenta del capital que incorporen, siempre que se acompañe la documentación en que conste su derecho a la amortización, y previo el requerimiento judicial que a solicitud del interesado, se haga a la sociedad, para que dentro del término que se le señale, indique las razones que tuviere para denegarla. Entablado el juicio, en el término probatorio respectivo, el juez de oficio o a petición de parte, practicará inspección en la sociedad emisora para cerciorarse de la procedencia o improcedencia de la amortización.

6) Las obligaciones bancarias están sujetas a los mismos requisitos que los bonos u obligaciones negociables.

Conclusión

No puedo decir que doy por terminado el estudio del proceso civil, ni del contemporáneo menos aún del moderno, que por el momento se trata solo de un proyecto, que por visionario que parezca, aún no se ha materializado y por los vientos que soplan, falta mucho para sea una realidad.


El proceso civil está por sufrir una transformación y a más radical sea esa transformación seré mejor, con esto no quiero decir que todo el proceso civil sea malo o esté ya obsoleto, claro que existen figuras, procedimientos y formas que perdurarán en el tiempo, o por lo menos, que deberían mantenerse, ya que su eliminación injustificada, sería dañina para la adecuada administración de justicia.

Se basa en la observación de un proyecto de un Código Procesal Civil nuevo que incluirá dentro de sus áreas de aplicación tanto al derecho civil como al derecho mercantil o comercial, con el fin de estandarizar los procesos, de ahí que en este trabajo se habla en cierto momento de un núcleo procesal civilista, ya que en base a él se regirán las dos principales áreas del derecho privado, como son el derecho civil y el mercantil.


La forma de poner en movimiento el órgano jurisdiccional es algo que está incluido en el paquete de reformas, la demanda, la contestación de la demanda, los términos probatorios y la forma de sentenciar, de computar términos, de valorar pruebas, pero sobre todo que todas estas actuaciones se verifiquen de la manera más ágil posible.

Apresurar los procesos y volverlos más eficientes es el punto de partida de muchos análisis jurídicos y la filosofía de la mayor parte de iniciativas reformistas.

Espero que las ideas planteadas en este documento sirvan de base para tomar partido por que se den lo más pronto posible las reformas no solo en los procedimientos civiles y mercantiles sino también en las filosofías que las inspiran, para hacer efectiva la justicia y el buen derecho.

En este trabajo no recomendaré nada en el sentido formal de la expresión, más que las recomendaciones que se deducen de la lectura de todo este documento.

A todo buen estudioso del derecho, van dedicadas estas humildes líneas
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�/	Manuel Ossorio: Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales. Edit. Heliasta ® S. R. L. p. 54.


�/	Luis Ribó Durán. Ibidem.


�/	Causa, en éste caso es propiamente el JUICIO.


�/	El Subrayado y la cursiva son propios de este trabajo.


�/	Ribó Durán. Op cit.


�/	Cursiva y subrayado es propio


�/	El actor que en la excepción dilatoria es “demandado”.


�/	Manuel Osorio. Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales. Editorial Heliasta.


�/ Aquí se habilita a las partes a interponer el recurso de queja por atentado comedido, contra el Juez a quo.


�/ Ver ley de Casación. Antes de emitirse dicha ley, existía el recurso de súplica, que llevaba a una tercera instancia.


�/ Con lo que conteste o en su rebeldía acusada que sea.


�/ Derogándose el recurso de súplica y consecuentemente, la tercera instancia.


�/	Me refiero a “Parte Actora en el sentido formal y a Parte Actora en el sentido material porque los dos constituyen una sola parte y defienden los mismos intereses, por lo que encuentro impropio llamarlos parte real y parte formal simplemente pues eso los divide procesalmente hablando.


�/	Secretario del Juzgado Primero de Sentencia de la Ciudad de San Miguel, en la Década de los noventa.


�/	El tema que nos ocupa no es la nulidad, sino la viabilidad del Art. 10 C.


�/	Aclaración: no se trataba de una reforma agraria.


�/	Al momento de escribirse la ley.


�/ 	Se considerarán usuarios del Núcleo Procesal Civilista los ciudadanos que participen en cualquier asunto judicial que requiera la actividad del NPC.


�/ En el año 2006 fue presentado, a las autoridades de la Corte Suprema de Justicia y a la comunidad jurídica salvadoreña, el proyecto revisado del nuevo Código Procesal Civil, que entrará en vigencia en los próximos años.


�/ El acreedor podrá retener los bienes de su deudor que, por razón de créditos vencidos que deriven de actos mercantiles, se hallaren lícitamente en su poder o los tuviere a su disposición por medio de títulosvalores representativos. El derecho de retención no cesará porque el deudor transmita la propiedad de los bienes retenidos. Art. 957 Com.


El derecho de retención podrá ejercerse por créditos no vencidos, cuando se declare al deudor en quiebra, suspensión de pagos o concurso, siempre que la deuda provenga de la enajenación, reparación o conservación del bien retenido. Art. 958 Com.


�/    Nadie puede ser obligado a contratar, sino cuando rehusarse constituya un acto ilícito.


        Se considerará ilícita la renuencia cuando provenga de empresas que gocen de concesiones, autorizaciones o permisos para operar con el público, o se encuentren en situación de imponer precios a las mercancías o a los servicios que proporcionen, siempre que no mediare justo motivo para la negativa, a juicio prudencial del Juez que conozca del asunto.


        Quien se negare a contratar en los casos del inciso anterior, podrá ser obligado a celebrar el contrato, en igualdad de condiciones con las que acostumbre pactar con sus demás clientes, sin perjuicio de responder de los daños y perjuicios que hubiere ocasionado.


        El silencio de la empresa requerida para contratar se considerará como negativa a hacerlo. Art. 965 Com.


�/ <<Disuelta la sociedad, se pondrá en liquidación; pero conservará su personalidad jurídica para los efectos de ésta. 


A su razón social o denominación se agregará la frase: "en liquidación".


A quien corresponda el nombramiento de liquidadores, competerá también fijar el plazo en que deba de practicarse la liquidación, el cual no podrá exceder de cinco años>>


La liquidación estará a cargo de uno o más liquidadores, quienes serán administradores y representantes de la sociedad, y responderán personalmente por los actos que ejecuten cuando se excedan de los límites de su cargo.





Para ver trabajos similares o recibir información semanal sobre nuevas publicaciones, visite www.monografias.com 


